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RESUMEN 
El proceso penal actual ostenta una serie de garantías y derechos respecto el 
agraviado de un ilícito penal, en cuanto al ejercicio de la acción civil o reparación 
civil el Código Procesal Penal establece que aquel agraviado que se constituya en 
actor civil y que ejercite su pretensión civil dentro del proceso penal no podrá 
recurrir a otra vía procesal para solicitar una indemnización. 
Al parecer esa prohibición se produjo por una cuestión de economía procesal, 
ciertamente esto es correcto por una cuestión de reducción de tiempo para dirimir 
el conflicto de intereses, pues en el proceso penal se determinaría la 
responsabilidad penal y civil a la vez.  
Sin embargo existen inconvenientes cuando en un proceso penal no se 
determina un monto de reparación civil a favor del agraviado o actor civil de 
acuerdo al daño causado y en el que se compensen todos los conceptos 
indemnizables o resarcitorios como el daño moral, daño a la persona, entre otros. 
Ahora bien en este supuesto aquel agraviado que cobro una reparación civil ínfima 
o irracional no podría recurrir al proceso civil con el objeto de demandar una 
indemnización. 
No obstante ello la jurisprudencia  de la Corte Suprema de la República a 
través de una serie de sentencias casatorias ha dejado abierta la posibilidad de que 
si se pueda recurrir al proceso civil para demandar una indemnización. El presente 
trabajo tiene por objeto estudiar la contradicción entre lo establecido en la norma 
procesal y lo desarrollado por la jurisprudencia, así mismo se argumentara el por 
qué no debe limitarse el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y el derecho a la 
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indemnización del agraviado por la aplicación e interpretación literal de los artículos 
12 y 106 del Código Procesal Penal.  
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ABSTRACT 
Regarding wronged criminal procedural rule in Article 95 establishes what rights 
within the procedural context, regarding the exercise of civil action arising from the 
offense has been established a number of parameters. Thus we have Article 12 of 
the CPC regulates the exercise of the civil action, stating that the victim may choose 
to resort to civil or criminal proceedings to exercise their civil claim or in terms 
simple action for recovery of civil damages, yet but the I wronged you can only 
choose one of the processes, in case you prefer the criminal process is 
automatically prevented from resorting to civil process for filing a claim for 
compensation of damages. 
Similarly Article 106 of the criminal procedure rule states that the aggrieved 
which constitutes civil actor, can not resort to the parole way to bring any legal 
action that is aimed to compensate the damages caused by the commission of a 
crime, only You can do it if they renounce their status as civil plaintiff or withdraws 
its constitution in civil actor. 
Apparently the articles of the penal procedural rule that reference did not injure 
or violate any right of the victim, the problem arises in cases where the victim 
perceives a negligible or derisory civil repair it after it has become a civil party and 
issued one resolution ruling on the merits in this case the victim could not have 
recourse to civil courts to sue for compensation for damages, as if literally 
interpreted and applied Articles 12 and 106 of the Criminal Procedure Code, lawsuit 
should be declared inadmissible. 
iv 
 
  
The first question that would be generated is Does the victim that has become a 
civil party and has become a paltry civil damages later can claim compensation for 
damages ?; At first glance the answer would be negative because there is a 
regulatory prohibition, however the Supreme Court of the Republic through a series 
of judgments casatorias has left open the possibility that if they can resort to civil 
proceedings to demand compensation, Although a person became a civil party or 
collect an amount of money as civil reparation. 
The arguments are many, among them are that there is a different logic to 
determine liability and civil action arising from the offense, a civil judge can assess 
and determine more criteria a compensatory monetary sum. 
We believe that there is a contradiction between the provisions of the 
procedural rule and developed by jurisprudence, but in the middle of contradiction 
the person aggrieved by a crime is located. We therefore believe that this 
contradiction is a legal issue of great importance as it is discussed and studied the 
possibility that a victim will be fully repair the damage or that it restricts this right and 
others by the literal application and interpretation of Articles 12 and 106 of the 
Criminal Procedure Code. This issue requires immediate legal tratativa. 
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INTRODUCCIÓN 
La norma procesal penal actual doto de nuevos derechos y garantías a favor 
del agraviado, en relación al ejercicio de la acción civil o reparación civil el Código 
Procesal Penal establece que aquel agraviado que se constituya en actor civil y 
que ejercite su pretensión civil dentro del proceso penal no podrá recurrir a otra vía 
procesal para solicitar una indemnización. 
La prohibición en mención se estableció por una tema de economía procesal, 
ciertamente esto es correcto por una cuestión de reducción de tiempo para dirimir 
el conflicto de intereses, pues en el proceso penal se determinaría la 
responsabilidad penal y civil a la vez.  
Sin embargo existen inconvenientes cuando en un proceso penal no se 
determina un monto de reparación civil razonable a favor del agraviado o actor civil 
de acuerdo al daño causado y en el que se compensen todos los conceptos 
indemnizables o resarcitorios. Ahora bien en este supuesto aquel agraviado que 
cobro una reparación civil ínfima o irracional no podría recurrir al proceso civil con 
el objeto de demandar una indemnización. 
A pesar de la prohibición la jurisprudencia de la Corte Suprema de la República 
a través de una serie de sentencias casatorias ha dejado abierta la posibilidad de 
que si se pueda recurrir al proceso civil para demandar una indemnización. El 
presente trabajo como finalidad estudiar la contradicción entre lo establecido en la 
norma procesal y lo desarrollado por la jurisprudencia, así mismo se argumentara 
el por qué no debe limitarse el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y el 
derecho a la indemnización   del agraviado por la aplicación e interpretación literal 
de los artículos 12 y 106 del Código Procesal Penal.  
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Del problema expuesto y de los objetivos planteados se puede deducir la 
notable importancia de la presente investigación, en el caso del agraviado se ha 
establecido una restricción respecto al ejercicio de la acción civil o pedido de 
reparación civil, restricción que aparentemente no colisionaría con algún derecho, 
sin embargo es de conocimiento público que en los procesos penales los montos 
de la reparaciones civiles que se establecen son sumas irrisorias y si se aplican e 
interpretan los artículos 12 y 106 del CPP literalmente cualquier otra acción 
tendiente a lograr un resarcimiento de los daños irrogados adecuadamente debería 
ser rechazado in limine. 
En relación a la determinación de sumas monetarias mínimas como reparación 
civil esta situación probablemente es generada por la inaplicación de los artículos 
del Código Penal que regulan la reparación civil y el desconocimiento de parte de 
los magistrados de primera y segunda instancia de los criterios desarrollados en el 
Código Civil respecto a la indemnización por responsabilidad extracontractual e 
indemnización por daños y perjuicios, criterios legislativos, teóricos y 
jurisprudenciales que por cierto son aplicables a efectos de determinar un monto de 
reparación civil. 
Reiteramos que la Corte Suprema mediante una serie de sentencias casatorias 
ha dejado abierta la posibilidad de que el agraviado que se constituyó en parte civil 
y cobro una reparación civil pueda recurrir al proceso civil para demandar una 
pretensión indemnizatoria, son diversos los pronunciamientos, así como las 
justificaciones. 
La importancia de este trabajo radica en poder determinar por qué la 
jurisprudencia asume una posición contraria a la norma procesal penal en beneficio 
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de los derechos de los agraviados o si el agraviado que pretende cobrar un monto 
indemnizatorio en la vía civil después de haberlo hecho en sede penal pretende 
una doble reparación y si esta situación genera el ejercicio abusivo del derecho y 
vulnera la garantía de la cosa juzgada. 
 En el primer capítulo de la presente investigación abordaremos el aspecto 
metodológico de la investigación y las bases teóricas, se explicara cual es 
problema general y especifico, los objetivos de la investigación, las hipótesis 
formuladas por nosotros, también se precisara cuáles son los métodos de 
investigación, instrumentos, en general todo lo relativo a la forma de investigación. 
 En el segundo capítulo se desarrolla lo relativo a las cuestiones sustantivas 
como relativas de la reparación civil, el contenido de esta institución jurídica, así 
como los criterios para determinar la reparación civil, además de ello se explicara 
cuáles son los daños que pueden ser materia de reparación civil. 
 En el tercer capítulo se abordara lo relativo a la responsabilidad civil y los 
elementos que componen esta, asimismo se explicara cuáles son los criterios y 
conceptos indemnizables, por último se detallara el derecho a la indemnización. 
 En el cuarto capítulo se sustentara el ámbito del ejercicio del derecho a 
la indemnización en el proceso civil posterior al cobro de una reparación civil, se 
analizara una serie de sentencias casatorias que establecen que si es posible 
demandar indemnización en un proceso civil posterior a un cobro de reparación 
civil. 
En el último capítulo se desarrollara los resultados de la investigación y las 
propuestas de solución a la problemática propuesta en la presente investigación. 
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CAPÍTULO I 
 
BASES TEÓRICAS DEL TEMA DE INVESTIGACIÓN 
1. EL PROBLEMA  
1.1. Exposición de la situación problemática1-2 
En el Perú, hay una influencia total de la idea del “garantismo procesal”; -lo 
que algunos autores denominan la constitucionalización del proceso-, que en 
palabras sencillas implica el reconocimiento de una serie de garantías procesales a 
las partes que se encuentran inmersas en un proceso judicial, estas garantías han 
sido desarrolladas por la carta magna y en algunos casos fue el Tribunal 
Constitucional el encargado de definir el contenido de las garantías denominadas 
implícitas a través de los pronunciamientos que ha emitido.   
Del mismo modo siguiendo esa línea garantista en el proceso penal, el Código 
Procesal Penal del 2004 se ha encargado de regular los derechos y garantías para 
las partes procesales, a diferencia del cuerpo normativo que lo antecedió que 
regulo de forma genérica estos aspectos.  
En cuanto al agraviado la norma procesal penal en el artículo 95 establece 
cuales son los derechos dentro del contexto procesal, respecto al ejercicio de la 
acción civil derivada del delito se ha establecido una serie de parámetros. Así 
tenemos que el artículo 12 del CPP regula el ejercicio de la acción civil, precisando 
                                                 
1 Carlos RAMOS NUÑEZ: Es necesario asimismo que se explique las razones por las que es conveniente realizar 
la investigación, y ello consiste básicamente en establecer ¿Por qué? y ¿Para qué se investiga?. “Una 
investigación debe ser conveniente en términos prácticos y necesaria en términos teóricos: tal vez ayude a 
resolver un problema social o ayude a construir una teoría nueva. En: RAMOS NUÑEZ, Carlos. Como hacer tesis 
en derecho y no envejecer en el intento. Lima, Editorial Grijley, 2011, pp. 117-118.   
2 Lino ARANZAMENDI, sugiere que para plantear correctamente el problema, requiere tres criterios de calificación: 
a) Su relevancia científica, ¿qué nuevos conocimientos aportan a la solución del problema social? b) La relevancia 
jurídica ¿qué significado tiene para el derecho? y c) La relevancia contemporánea ¿Qué de innovador tiene la 
investigación jurídica para el presente? En: ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. La investigación jurídica. Lima, 
Editorial Grijley, 2011, p.130. 
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que el agraviado puede optar por recurrir al proceso civil o el proceso penal para 
ejercitar su pretensión civil o en términos simple acción de cobro de la reparación 
civil, empero el agraviado solo puede optar por uno de los procesos, en el caso de 
que prefiera el proceso penal automáticamente queda impedido de recurrir al 
proceso civil para interponer una demanda de indemnización de daños y perjuicios. 
Del mismo modo el artículo 106 de la norma procesal penal establece que el 
agraviado que se constituye en actor civil, no puede recurrir a la vía extrapenal a 
interponer cualquier acción judicial que sea tendiente a resarcir los daños 
ocasionados por la comisión de un delito, solo podrá hacerlo si es que renuncia a 
su condición de actor civil o desiste de su constitución en actor civil. 
Aparentemente los artículos de la norma procesal penal que hicimos referencia no 
lesionan ni vulneran ningún derecho del agraviado, el problema surge en aquellos 
casos donde el agraviado percibe una reparación civil ínfima o irrisoria, ello 
después de que se ha constituido en actor civil y emitida una resolución que se 
pronuncia sobre el fondo del asunto, en este supuesto este agraviado no podría 
recurrir al órgano jurisdiccional civil para interponer una demanda de indemnización 
de daños y perjuicios, pues si se aplican e interpretan literalmente los artículos 12 y 
106 del Código Procesal Penal la demanda interpuesta debería ser declarada 
improcedente. 
La primera interrogante que se generaría es ¿El agraviado que se ha 
constituido en actor civil y ha cobrado una reparación civil irrisoria posteriormente 
puede demandar indemnización de daños y perjuicios?; A primera vista la 
respuesta seria negativa por que existe una prohibición normativa, sin embargo la 
Corte Suprema de la República a través de una serie de sentencias casatorias ha 
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dejado abierta la posibilidad de que si se pueda recurrir al proceso civil para 
demandar una indemnización, a pesar de que una persona se constituyó como 
parte civil o cobro un monto dinerario por concepto de reparación civil. 
Los argumentos son varios, entre ellos tenemos que existe una lógica distinta 
para determinar la responsabilidad civil y acción civil derivada del delito, que un 
juez civil puede valorar y determinar con mayor criterio una suma monetaria 
indemnizatoria. 
Consideramos que existe una contradicción entre lo establecido en la norma 
procesal y lo desarrollado por la jurisprudencia, pero en medio de la contradicción 
se sitúa la persona agraviada por un delito. Por ello creemos que esta contradicción 
es un problema jurídico de gran relevancia pues se discute y estudia la posibilidad 
de que a un agraviado se le puede reparar integralmente el daño o que se le 
restringa este derecho y otros por la aplicación e interpretación literal de los 
artículos 12 y 106 del Código Procesal Penal. El presente tema requiere una 
inmediata tratativa jurídica.   
1.2. Formulación del planteamiento del problema 
- ¿Puede demandar indemnización de daños y perjuicios el agraviado que se ha 
constituido en actor civil y ha cobrado una reparación civil irrisoria ? 
- ¿Constituye un ejercicio abusivo del derecho la interposición de una demanda de 
indemnización de daños y perjuicios por parte de una persona que ha cobrado una 
reparación civil? 
- ¿Se vulneraria la cosa juzgada con la admisión y pronunciamiento sobre el fondo 
respecto una demanda de indemnización por daños y perjuicios interpuesta por 
quien cobro una reparación civil? 
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- ¿Un juez civil puede inaplicar los artículos 12 y 106 del Código Procesal Penal vía 
control difuso?  
1.3. Justificación de la investigación  
La investigación se justifica por las siguientes razones: 
Del problema expuesto y de los objetivos planteados se puede deducir la 
notable importancia de la presente investigación. 
Si bien es cierto que el Código Procesal Penal dota de derechos y garantías a 
las partes procesales, en el caso del agraviado se ha establecido una restricción 
respecto al ejercicio de la acción civil o pedido de reparación civil, restricción que 
aparentemente no colisionaría con algún derecho, sin embargo es de conocimiento 
público que en los procesos penales los montos de la reparaciones civiles que se 
establecen son sumas irrisorias y si se aplican e interpretan los artículos 12 y 106 
del CPP literalmente cualquier otra acción tendiente a lograr un resarcimiento de 
los daños irrogados adecuadamente debería ser rechazado in limine. 
Respecto a la determinación de sumas monetarias mínimas como reparación 
civil esta situación probablemente es generada por la inaplicación de los artículos 
del Código Penal que regulan la reparación civil y el desconocimiento de parte de 
los magistrados de los criterios desarrollados en el Código Civil respecto a la 
indemnización por responsabilidad extracontractual e indemnización por daños y 
perjuicios, criterios legislativos, teóricos y jurisprudenciales que por cierto son 
aplicables a efectos de determinar un monto de reparación civil. 
Contrariamente la Corte Suprema mediante una serie de sentencias casatorias 
ha dejado abierta la posibilidad de que el agraviado que se constituyó en parte civil 
y cobro una reparación civil pueda recurrir al proceso civil para demandar una 
5 
 
  
pretensión indemnizatoria, son diversos los pronunciamientos, así como las 
justificaciones. 
La importancia de este trabajo radica en poder determinar si la jurisprudencia 
asume una posición contraria a la norma procesal penal en beneficio de los 
derechos de los agraviados o si el agraviado que pretende cobrar un monto 
indemnizatorio en la vía civil después de haberlo hecho en sede penal pretende 
una doble reparación y si esta situación genera el ejercicio abusivo del derecho y 
vulnera la garantía de la cosa juzgada. 
2. OBJETIVOS3 
2.1. Objetivo general 
Determinar si el agraviado que se ha constituido en actor civil y ha cobrado una 
reparación civil irrisoria posteriormente puede demandar indemnización de daños y 
perjuicios. 
2.2. Objetivos específicos 
- Verificar si el interponer una demanda de indemnización de daños y perjuicios 
por parte de una persona que ha cobrado una reparación civil constituye un 
ejercicio abusivo del derecho 
- Establecer si el hecho de admitir y emitir pronunciamiento sobre el fondo 
respecto una demanda de indemnización por daños y perjuicios interpuesta por 
quien cobro una reparación civil vulnera la cosa juzgada. 
                                                 
3 Lino ARANZAMENDI: El Objetivo: Es el enunciado que se pretende alcanzar o, la aspiración que orienta la 
acción ordenada para su consecución y expresados con precisión para evitar desviaciones en el proceso de 
investigación. Objetivos generales: Contiene los grandes lineamientos teleológicos de los finalmente queremos 
conseguir con la investigación. En otras palabras, es la razón de ser la tesis. este objetivo no establece soluciones 
concretas, sino generales. Objetivos específicos. Estos buscan crear, innovar, modificar, perfeccionar critican 
una institución o figura jurídica que incide sustancialmente en el cumplimiento del objetivo general. En: Lino 
ARANZAMENDI NINACONDOR. Op. cit., p.135. 
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- Comprobar si un juez puede inaplicar los artículos 12 y 106 del Código Procesal 
Penal utilizando el control difuso. 
 
3. MARCO TEÓRICO REFERENCIAL 
3.1. Antecedentes de investigación 
No existe antecedentes investigativos en otras universidades de Juliaca y del Perú. 
3.2. Marco teórico inicial que sustenta el proyecto de investigación 
En este ítem desarrollaremos el marco general teórico respecto al tema de 
investigación. 
TEORÍA DE LA REPARACIÓN CIVIL 
1. Cuestiones generales 
La reparación civil tradicionalmente ha sido vinculada con el proceso civil y esto 
evidentemente porque se le consideraba como una institución del Derecho Civil; sin 
embargo la tendencia moderna es visualizar a la reparación civil como una 
modalidad de sanción del delito. Por último, el análisis puede partir desde una 
óptica victimológica, lo que significa la reparación como opción destinada a mejorar 
la posición de la víctima en los procesos de criminalización primaria o secundaria. 
El autor nacional Víctor Prado Saldarriaga, considera que la reparación civil es 
una consecuencia del delito así manifiesta lo siguiente: “Las consecuencias 
jurídicas no se agotan con la imposición de una pena o medida de seguridad al 
autor del delito, sino que también pueden surgir otras formas de ajusticiamiento de 
carácter civil reparador. En ese sentido la realización de un hecho delictivo puede 
generar tres tipos de consecuencias jurídicas, que son las de carácter 
estrictamente punitivo conformado por la pena privativa de la libertad y otras penas, 
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luego tenemos las medidas de seguridad y finalmente encontramos las 
consecuencias de naturaleza civil”4. 
Esta separación entre reparación y el Derecho penal siempre fue en perjuicio 
de la víctima, puesto que si ésta buscaba, en alguna medida, compensación por 
haber sido objeto de una conducta antijurídica, se encontraba con un proceso largo 
y tedioso que sólo buscaba la punición antes que la restitución de los hechos al 
estado de paz jurídica anterior a tal conducta punible. Durante mucho tiempo la 
presencia de la víctima en la dinámica del proceso penal comenzaba y concluía, 
materialmente, con la comunicación de la notitia criminis. 
Es evidente que el tema de la reparación civil está íntimamente vinculado con 
la víctima y esto obviamente porque en la mayoría de los casos el destinatario de 
dicha reparación es la víctima del injusto penal, pese a ello dicho sujeto procesal se 
encuentra marginado en el proceso penal a diferencia del proceso civil en donde el 
agraviado tiene un rol decisivo como demandante, esto debido a que el sistema 
procesal penal es de corte inquisitivo y en consecuencia está orientado 
fundamentalmente al castigo, por cuanto el Estado tiene el monopolio del poder 
punitivo por encima de lo que los partes deseen que se utilice. 
Si bien el reto de darle mayor protagonismo a la víctima dentro del proceso 
penal no es fácil y pareciera alejado de la realidad, también lo es que dichas 
posturas son las que han dado la mayor cantidad de aportes para la renovación del 
Derecho penal abriendo sus puertas a la reparación integral como una auténtica 
solución del conflicto. 
                                                 
4 PRADO SALDARRIAGA, Víctor. Las consecuencias jurídicas del delito en el Perú. Lima, Gaceta Jurídica,2000, p. 
275. 
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2. Definición de reparación civil 
Respecto a la definición no existe definiciones muy claras pero se ha extraído 
un concepto que desarrollo el profesor Prado Saldarriaga así enseña que “La 
Reparación civil tiene un carácter patrimonial –en función a lo que persigue- es de 
índole privada, es facultativa para la víctima y es transmisible; todo lo contrario a la 
acción penal, es una consecuencia jurídica del delito de naturaleza civil esta se 
puede otorgar puede ser en la medida que el ilícito penal produzca un daño 
material o personal a la víctima o a un tercero, la aplicación de la reparación civil, la 
restitución o el pago de la indemnización correspondiente”5. 
3. Reparación civil en la legislación nacional  
3.1. Extensión de la reparación civil 
A tenor de lo prescrito por el Art. 93° del C.P. vigente la reparación civil 
comprende: la restitución del bien objeto del delito o en defecto de aquel, el pago 
de su valor; y la indemnización de los daños y perjuicios causados al ofendido o a 
las personas con derecho a dicha reparación. 
3.2. La restitución del bien 
Por restitución se entiende a la restauración del bien al estado existente antes 
de la producción del ilícito penal, es decir es el restablecimiento del status quo. 
En el caso que la restitución es imposible de hecho, nuestra legislación 
establece que el damnificado puede exigir en sustitución de ella y como reparación, 
el pago del valor del bien, más el de estimación si lo tuviere. 
La restitución debe hacerse aun cuando el bien se halle en poder de un tercero 
que lo posee legalmente, en estos casos el tercero puede demandar una 
                                                 
5ibídem., p. 275. 
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compensación de su valor a quienes se les suministraron o transfirieron. No será 
aplicable esta disposición cuando el tercero haya adquirido el bien en la forma y 
con los requisitos establecidos por las leyes para hacerla irreinvindicable. 
3.3. La indemnización de los daños y perjuicios 
Se considera indemnización el pago de una cantidad de dinero como 
compensación por el daño y los perjuicios ocasionados a la víctima o a su familia 
con el delito. En consecuencia la indemnización asume un rol subsidiario y de 
complemento frente a la restitución, su valoración debe hacerse atendiendo a la 
naturaleza del daño y de los perjuicios que éste ha generado a la víctima acorde 
con el Art. 1985° del Código Civil. Sin embargo el texto legal no precisa a qué clase 
de daños se refiere, pero entendemos que se refiere tanto a los daños morales y 
materiales producidos por el delito. 
3.4. Determinación de la Reparación Civil 
Nuestro Código Penal carece de normas específicas que orienten al Juez 
Penal sobre los criterios de determinación de las dimensiones cualitativas y 
cuantitativas de la reparación civil; sin embargo consideramos que ésta debe surgir 
de una valoración objetiva y del grado de realización del injusto penal, asimismo 
tenemos en el artículo 101 del Código Penal se precisa que el juez penal puede 
aplicar supletoriamente las disposiciones que sean pertinentes del Código Civil, 
entonces es viable que el juez penal pueda aplicar las normas que regulan la 
responsabilidad extracontractual, el problema surge determinar específicamente el 
quantum de la reparación, pues no existe doctrina ni jurisprudencia uniforme, ello 
se realizara de acuerdo a las circunstancias de cada caso en especial. 
TEORÍA DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL 
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1. Introducción 
Si la  responsabilidad  civil  es  una  realidad  diversa  de  la  obligación  y 
pertenece al ámbito  de la  "tutela  civil de los  derechos",  se  puede,  entonces,  
construir  un concepto que  comprenda,  incluso,  a la  denominada  
responsabilidad  extracontractual  o aquiliana6. 
 
2. Definición de la responsabilidad civil 
Etimológicamente, "la palabra responsabilidad se remonta al latín tardío 
respondére. El término antiguo respondére es el movimiento inverso de spondére, 
cuya raíz  lleva  en sí la  idea  de  rito,  solemnidad  y, con  ello, el de la formación  
de un determinado  equilibrio,  de  un determinado  orden, con  un carácter de 
solemnidad", así, "respondére presupone la ruptura de tal  equilibrio, De tal orden, y 
expresa con ello la idea de la respuesta reparadora  de la  ruptura. En efecto, como 
consecuencia de la ruptura de este orden surge el juicio de responsabilidad, 
mediante el cual "el costo de un daño se transfiere del sujeto, que históricamente lo 
ha sufrido, a otro sujeto, a través de la  imputación al segundo de una obligación, la 
cual tiene como contenido el resarcimiento del daño. Un sector de la doctrina 
italiana entiende por responsabilidad "la idea de la sujeción a las consecuencias 
desfavorables de su propia  conducta"7. 
El primer párrafo del art. 1321 c.c. Establece que “queda sujeto a la 
indemnización de daños y perjuicios quien no ejecuta sus obligaciones por  dolo, 
                                                 
6 ESPINOZA ESPINOZA, Juan. Derecho de la responsabilidad civil. 6 Ed.Lima, Editorial Rhodas, 2011, p. 32. 
7Ibídem, p. 32. 
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culpa inexcusable o culpa leve y la primera parte del art. 1969 c.c. precisa que 
"aquél que por dolo o culpa causa un daño a otro está obligado a indemnizarlo”. 
Sin mucho esfuerzo, se puede colegir que, sea por incumplimiento de las 
obligaciones,  sea  por lesionar un derecho o un  legítimo  interés  y, por ello, se 
ocasionan daños, la sanción que impone el Código Civil al "responsable" es la  de 
indemnizar. Se puede definir a la responsabilidad civil como una técnica de tutela 
(civil) de los derechos (u otras situaciones jurídicas) que tiene por finalidad imponer  
al responsable  (no  necesariamente  el autor) la  obligación  de reparar los daños 
que éste ha ocasionado. De ello se deriva la consecuencia que “no es admisible 
hablar en términos de diversos géneros de responsabilidad, en cambio, sólo es 
posible referirse a varios criterios en razón de los cuales se es responsable"8. 
3. Funciones que se le atribuye a la responsabilidad civil 
3.1. Función resarcitoria 
Estando a las ideas vertidas y atendiendo a los conceptos desarrollados se 
sostiene que en forma unánime la función natural de la responsabilidad civil o del 
Derecho de daños, es la reparación o resarcimiento de los daños causados a la 
víctima, sea ésta individual o colectiva; constituyendo dicha función su razón de ser 
o fundamento dentro del ordenamiento jurídico y del control social.9 Inclusive desde 
una perspectiva de eficiencia vinculada al  funcionamiento del  mercado y al  
análisis económico del derecho, se llega a la conclusión de que en la sociedad 
                                                 
8Ibídem., p. 32.  
9 DE TRAZEGNIES GRANDA, Fernando. Responsabilidad Extracontractual. Fondo Editorial PUCP, 2001, p. 45.  
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moderna el fin fundamental de las reglas de  la responsabilidad es, en 
consecuencia el perfil resarcitorio10. 
3.2. Función preventiva 
Asimismo, también se  le  atribuye  una  función preventiva de futuras lesiones  
a los bienes o intereses jurídicos; en este sentido “La prevención representa una 
nueva función del denominado derecho de daños”.  Tanto en el Derecho 
comparado como en nuestro país, se advierten tendencias doctrinarias decididas a 
favor de los remedios preventivos, que se presentan como complemento idóneo y 
necesario de las vías resarcitorias. Esta función preventiva puede ser general o 
específica. La primera referida al efecto disuasorio que transmite la  amenaza  
efectiva  de  la consecuencia legal frente a la producción del hecho dañoso, y la 
segunda referida a la imposición de  deberes especiales a determinados sujetos 
vinculados a actividades riesgosas o peligrosas a fin de evitar la consumación de 
daños o a detener los efectos de una acción dañosa ya iniciada11. 
3.4. Función preventiva  
De otro lado, también se sostiene que la responsabilidad civil tiene una función 
sancionadora, llegando a hablarse de daños punitivos y de pena civil. Con ello se 
asume que la reparación civil cumple una  finalidad igual o similar a la de la  pena 
diseñada y desarrollada en la órbita del Derecho penal.   
Entienden como “daños punitivos o penas civiles“ a ciertas sumas de dinero 
que los tribunales mandan pagar A las víctimas de ciertos ilícitos, que  se suman a 
las indemnizaciones por daños realmente experimentados por el damnificado, que 
                                                 
10 ALPA, Guido. Responsabilidad civil y daño. Traducción de Juan Espinoza Espinoza, Lima,Gaceta Jurídica, 2001, 
p. 78. 
11 DE TRAZEGNIES GRANDA, Fernando. Op cit. 
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están destinados a punir graves inconductas del demandado y a prevenir hechos 
similares en el futuro, asumiéndose como finalidades de estos daños (punitivos o 
penas civiles) la prevención y punición de  graves  inconductas, el restablecimiento 
del equilibrio emocional de la víctima, la  reprobación social frente  a  las conductas  
graves,  la protección del  equilibrio  del  mercado así como el desmantelamiento 
de los efectos  de ciertos ilícitos12. 
4. Requisitos o elementos de la responsabilidad civil 
Como es sabido, los requisitos comunes a la responsabilidad civil son la 
antijuricidad, el daño causado, la relación de causalidad y los factores de 
atribución. A continuación desarrollaremos los cada uno de los elementos, ello 
siguiendo los conceptos expuestos por el jurista nacional Lizardo Taboada 
Córdova. 
4.1. Antijuricidad 
 La antijuricidad, o mejor dicho, que una conducta es antijurídica no sólo cuando 
contraviene una norma prohibitiva, sino también cuando la conducta viola el 
sistema jurídico en su totalidad, en el sentido de afectar los valores o principios 
sobre los cuales ha sido construido el sistema jurídico. Esto ha llevado a la doctrina 
a señalar que en el ámbito de la responsabilidad civil no rige el criterio de la 
tipicidad en materia de conductas que pueden causar daños y dar lugar a la 
obligación legal de indemnizar, sino que dichas conductas pueden ser típicas, en 
cuanto previstas en abstracto en supuestos de hecho normativos y atípicas en 
cuanto, a pesar de no estar reguladas en esquemas legales, la producción de las 
mismas viole o contravenga el ordenamiento jurídico. Sin embargo, este concepto 
                                                 
12Ibídem.  
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de la antijuricidad, en el sentido de antijuricidad genérica, no se acepta sino el 
ámbito de la responsabilidad extracontractual13. 
4.2. Daño causado 
 El segundo aspecto fundamental de la responsabilidad civil en términos 
genéricos es el daño causado; siendo éste el aspecto fundamental, no único, de la 
responsabilidad civil contractual o extracontractual. Pues se entiende que en 
ausencia de daño no hay nada que reparar o indemnizar y por ende no hay ningún 
problema de responsabilidad civil. Tan importante es este aspecto del daño 
producido, que hay quienes han preferido denominar con mucho acierto la 
responsabilidad civil como "derecho de daños”. 
 Pues bien, en sentido amplio, se entiende por daño, la lesión a todo derecho 
subjetivo, en el sentido de interés jurídicamente protegido del individuo en su vida 
de relación, que en cuanto protegido por el ordenamiento jurídico, se convierte 
justamente en derecho subjetivo, esto es un derecho en el sentido formal y técnico 
de la expresión14. 
Ahora bien, respecto del daño existe unanimidad en la doctrina en que el 
mismo puede ser de dos categorías: patrimonial y extrapatrimonial. Respecto del 
daño patrimonial se sabe que es de dos clases: el daño emergente, es decir, la 
pérdida patrimonial efectivamente sufrida y el lucro cesante, entendido como la 
ganancia dejada de percibir. En lo concerniente al daño extrapatrimonial nuestro 
Código Civil se refiere al daño moral y al daño a la persona, existiendo en la 
                                                 
13 TABOADA CÓRDOVA, Lizardo. Módulo autoinstructivo de responsabilidad civil. Academia de la Magistratura, 
2009, p. 41. 
14Ibídem., p.43.  
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doctrina moderna una tendencia cada vez más fuerte a hablar únicamente del daño 
a la persona. 
4.3. Relación de causalidad 
 En lo relativo a la relación de causalidad, la misma es un requisito de toda la 
responsabilidad civil, pues si no existe una relación jurídica de causa a efecto entre 
la conducta típica o atípica y el daño producido a la víctima, no habrá 
responsabilidad de ninguna clase. La diferencia de regulación legal en nuestro 
Código Civil radica que en el campo extracontractual se ha consagrado en el 
mismo artículo 1985 la teoría de la causa adecuada, mientras que en el contractual 
en el mismo artículo 1321 la teoría de la causa inmediata y directa. 
4.4. Factores de Atribución: 
 Finalmente, tenemos que referirnos, muy brevemente, a los factores de 
atribución, que son aquellos que determinan finalmente la existencia de la 
responsabilidad civil, una vez que se han presentado, en un supuesto concreto de 
un conflicto social, los requisitos antes mencionados de la antijuricidad, el daño 
producido y la relación de causalidad. En materia de responsabilidad contractual el 
factor de atribución es la culpa, mientras que en el campo extracontractual, de 
acuerdo al Código actual son dos los factores de atribución: la culpa y el riesgo 
creado. En el campo contractual la culpa se clasifica en tres grados: la culpa leve, 
la culpa grave o inexcusable y el dolo, mientras que en el lado extracontractual se 
habla únicamente de culpa y también de riesgo creado. Estos dos factores de 
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atribución se encuentran consagrados independientemente en los artículos 1969 y 
1970 respectivamente.15 
5. Ejercicio abusivo del derecho 
5.1. Definición 
 El jurista Marcial Rubio Correa defina esta institución jurídica afirmando que “El 
abuso del derecho consistiría en un acto en principio lícito, pero que por una laguna 
específica del Derecho es tratado como no lícito al atentar contra la armonía de la 
vida social. Tal calificación no proviene ni de la aplicación de las normas sobre 
responsabilidad civil, ni de otras normas expresas restrictivas de la libertad, sino 
que se realiza por el juez aplicando los métodos de integración jurídica. El acto que 
se califica como abuso del derecho es un acto en principio lícito, es decir, que 
formalmente constituye ejercicio de un derecho subjetivo dentro del sistema jurídico 
de que se trate. Sin embargo, este acto lícito contraría el espíritu o los principios del 
Derecho en el transcurso de su ejecución y, por tanto, se configura una laguna del 
Derecho que deber ser resuelta por el juez, ante la carencia de una disposición 
restrictiva o prohibitiva específica que impida el acto tal como se realiza”.16 
El mismo jurista al que hemos hecho alusión define cuales son las 
características del abuso del derecho de la siguiente forma:  
El abuso del derecho asume las siguientes características, a manera de resumen: 
• Es aplicable ante el ejercicio de los derechos subjetivo por los sujetos. 
                                                 
15Ibídem., p.43. 
16   RUBIO CORREA, Marcial. El Título Preliminar del Código Civil. 6 Ed. Lima, Fondo Editorial PUCP, 
2008, p. 32. 
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• El abuso ocurre cuando el sujeto ejercita su derecho u omite su ejercicio de 
manera no prohibida por la legislación positiva, pero agraviando principios del 
Derecho que pueden resumirse en la sana convivencia social. 
• El abuso tiene así conexión con el reconocimiento de las lagunas del  
Derecho en nuestra legislación positiva. 
• La existencia del abuso y la medida correctiva pertinente  son determinadas por el 
magistrado judicial en aplicación de los procedimientos de integración jurídica17. 
5.2. Los efectos de la constatación del ejercicio abusivo del derecho 
 El mismo profesor Rubio Correa desarrolla cuales son los efectos de la 
constatación del ejercicio abusivo del derecho. 
El propio artículo II del Título Preliminar del Código Civil establece las 
consecuencias del abuso del derecho, innovando positivamente frente al similar 
artículo II del Código de 1936.  En síntesis ellas son: 
• En primer lugar, que el abuso del derecho no es amparado por la ley.  
Es evidente que aquí el legislador se refiere no a las leyes formales  
(Aquellas aprobadas por el Congreso), sino al sistema jurídico en general. Es decir, 
que la norma equivale a decir que en el Derecho, el abuso de los derechos no 
resuelta amparado. Es, así una norma que trasciende el campo civil pava regular a 
todo el sistema jurídico. 
•  El  interesado  puede  exigir  la  adopción  de  las  medidas  necesarias para  
evitar  el  abuso,  es  decir,  que  la  protección  es  extendida  aún para evitar una 
situación potencial de abuso. 
                                                 
17Ibídem., p. 34. 
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Estas son las consecuencias propias del abuso del derecho, según hemos 
comprobado del trabajo sobre los artículos específicos de los distintos libros del 
Código. Con ello, sostenemos que la referencia a al demandar indemnización del 
artículo II es una recurrencia a la parte de responsabilidad civil de que se trate y no 
constituye una consecuencia consustancial al abuso en sí mismo. 
La gama de consecuencias normativas para efectos del abuso del derecho es, 
así, distinta a la correspondiente a la responsabilidad civil, lo que abona sobre la 
distinta naturaleza de ambas instituciones. 
Naturalmente, esta es una interpretación sistemática y de ratio legis de las 
distintas normas que versan sobre el abuso del derecho dentro del Código, con 
todas las limitaciones que estos métodos de trabajo conllevan, pero la estimamos 
consistente a la luz de las normas establecidas18. 
TEORÍA DE LA COSA JUZGADA 
1. Cosa juzgada 
1.1. Definición 
1.2. Concepto y fundamento de la cosa juzgada 
 Montero Aroca  define  a  la  cosa  juzgada  como  “la  fuerza  que  el  
ordenamiento jurídico concede al resultado de la actividad jurisdiccional declarativa, 
fuerza que consiste en la subordinación a los resultados del proceso y que se 
resuelve en la irrevocabilidad de la decisión judicial”. 
Si bien es cierto se define a la cosa juzgada como afirmación de una voluntad 
concreta de la ley, es usual emplear dicho término en otras acepciones. Nos dice 
que es común usar el término de cosa juzgada en dos sentidos: como estado 
                                                 
18Ibídem., p. 40. 
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jurídico y como efecto de ciertas resoluciones. A cada una de estas acepciones les 
corresponden las siguientes frases: “hay cosa juzgada” y “tiene el efecto de cosa 
juzgada”. Sin embargo, precisa que ambos sentidos se encuentran relacionados 
entre sí: la conexión se establece en que el estado jurídico de cosa juzgada al que 
puede llegar un asunto se produce a consecuencia de una decisión jurisdiccional, 
es decir, de una resolución judicial.19 
3.3. Marco conceptual 
- EL DAÑO: En cuanto a la reparación del daño, el Código Civil local reconoce en 
su artículo 2053 que debe consistir en el restablecimiento de la situación anterior a 
él, y cuando ello sea imposible, en el pago total de los daños y perjuicios de orden 
económico y moral que permitan compensar a la víctima. 
- Indemnización: Se denomina indemnización a una compensación económica 
que recibe una persona como consecuencia de haber recibido un perjuicio de 
índole laboral, moral, económica, etc. Cuando se habla de indemnización 
generalmente se lo hace desde la emisión de un dictamen de la justicia, que 
ordena se le abone un determinado monto a una persona, empresa o institución, 
con el fin de paliar una determinada situación de injusticia que esta ha sufrido. No 
obstante, también pueden existir indemnizaciones automáticas, que se realizan 
cuando se dan una serie de circunstancias que la ley contempla de antemano. 
 
 
 
                                                 
19 Vilela Carbajal, Karla, El Debido Proceso, Estudios sobre derechos y garantías procesales, primera 
edición año 2012. Lima, Editorial Gaceta Jurídica, pág.120.   
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4. HIPÓTESIS 
 En el presente trabajo de investigación como es natural se propone como 
únicas20 hipótesis21 jurídicas plausibles22, basadas en proposiciones 
fundamentadas teóricamente, pero sin medición ni contrastación empírica; es decir, 
sin pretender probar hipótesis, sino solo fundamentadas en conjeturas 
razonables23, lógicas y validas teóricamente, las cuales son las siguientes:   
4.1. Hipótesis general 
- El agraviado si puede demandar indemnización de daños y perjuicios en la vía 
civil a pesar de que se ha constituido en actor civil y ha cobrado una reparación civil 
irrisoria en un proceso penal. 
4.2. Hipótesis específicos 
- El ejercicio del derecho la interposición de una demanda de indemnización de 
daños y perjuicios por parte de una persona que ha cobrado una reparación civil no 
constituye un ejercicio abusivo del derecho. 
- Con la admisión y pronunciamiento sobre el fondo respecto una demanda de 
indemnización por daños y perjuicios interpuesta por quien cobro una reparación 
civil no se vulnera la cosa juzgada, más bien se  hace justicia. 
                                                 
20 Carlos RAMOS NUÑEZ: En cuanto al número de las hipótesis, no hay nada dicho. Cada investigación tienen 
diferentes exigencias. Por eso se equivocan ciertos metodólogos cuando pretenden convencer a sus lectores o a 
sus alumnos que deben usar hipótesis generales y particulares. En: Carlos RAMOS NUÑEZ. Op. cit., pp. 135 - 
136. 
21 Carlos RAMOS NUÑEZ, citando a Alejandro CABALLERO: define a las HIPÓTESIS como las explicaciones 
tentativas del fenómeno investigado formuladas a manera de proposiciones. Un aspecto importante del hecho a 
trabajar con hipótesis es que el investigador no sabe si será o no comprobadas. 
22 Lino ARANZAMENDI NINACONDOR: En este enfoque las hipótesis, más que probar, sirven para incrementar 
en contexto particular. En la metodología cualitativa tampoco se formula una hipótesis que se va verificar, ya que 
está abierto a todas las hipótesis plausibles y se espera que la mejor emerja del estudio de los datos y se imponga 
su fuerza convincente. Lino ARANZAMENDI NINACONDOR. La investigación jurídica., p. 147.  
23 RAMOS SUYO, Juan H. Elabore su tesis en derecho pre y postgrado. Lima, Editorial San Marcos, 2004, p. 185.  
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- Un juez civil si puede ejercer su facultad de control difuso en consecuencia 
inaplicar los artículos 12 y 106 del Código Procesal Penal y habilitar la interposición 
de la demanda 
4.3.  Variables e indicadores 
Variable independiente. 
“Ejercicio del derecho a la indemnización en la vía civil” 
Indicadores. 
- El daño 
- Dolo 
- Proceso civil 
- Derecho de acción 
Variable dependiente. 
“Por un pago irrisorio de reparación civil en un proceso penal” 
Indicadores. 
- Cuantificación del daño 
- Sentencia penal 
- Proceso penal 
- Reparación civil 
 
5. PROCEDIMIENTO METODOLÓGICO DE LA INVESTIGACIÓN 
5.1. Diseño de la investigación 
El diseño de la presente investigación es mixta  (cualitativa24 y cuantitativa). En 
razón a que no se trata de antagonizar [al diseño cualitativo y cuantitativo], pues no 
                                                 
24  Cualitativa no experimental.  En razón a que es esencialmente argumentativa, “lo más que hacemos, es 
observar los hechos o fenómenos tal como se expresan en su contexto natural y mediante un proceso cognitivo la 
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son excluyentes, más bien, deben ser utilizados convenientemente; regularmente 
se mutan, dando lugar al diseño mixto25.   
5.2. Método de investigación jurídica 
Se empleara el método científico, inductivo26 deductivo, [abductivo] y dialectico 
como métodos generales y como métodos específicos de investigación a los 
siguientes: 
5.2.1. Método de la argumentación jurídica 
“La argumentación como método permite suplir la falta de pruebas cuantitativas 
y la verificación experimental respecto de la veracidad o falsedad de una 
información producto de la investigación científica”27. Su rol de conocimiento al 
servicio de la actividad cognoscitiva, consiste en hacer uso de razonamientos y 
construcciones lógicas, al racionalizar la experiencia y no limitándose simplemente 
a describirla y cuantificarla.  
Básicamente la función práctica o técnica de la argumentación, dado que facilita 
una orientación útil en las tareas de producir, interpretar y aplicar el derecho. 
Función metodológica, denota amplitud como enfoque epistemológico para la 
construcción, interpretación y aplicación del derecho. 
5.2.2.  Método dogmático28 
La investigación jurídica se desarrolla generalmente sobre el derecho positivo y 
lo conceptualmente construido, esto es, el derecho. “Según este método, el 
                                                                                                                                                           
interpretamos jurídica, social, axiológica o políticamente, proponiendo posibles soluciones a base de argumentos 
[razonables]. 
25 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. La investigación jurídica. Lima, Editorial Grijley, 2011, p. 95. 
26 Carlos SANDOVAL CASILIMAS, parafraseando a TAYLOR y BOGDAN: La investigación cualitativa es 
inductiva pues su ruta metodológica se relaciona más con el descubrimiento y el hallazgo que con la comprobación 
o la verificación.  
27 ARANZAMENDI NINACONDOR, Op. cit., p. 186. 
28MONROY GALVEZ citado por Lino ARANZAMENDI: una de las características más saltantes de la concepción 
dogmatica, está dada  por ese aislamiento  del derecho de contenido social y axiológico. 
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derecho debe ser interpretado en función de los conceptos que forman redes 
teóricas en el sistema que lo integra y en razón a que no se hallan desconectadas 
entre sí, sino forman parte de un sistema normativo cerrado, unitario y 
autosuficiente…”29. 
5.2.3.  Método sociológico funcional 
El método funcional30 en el derecho, parte de la constatación de que el sistema 
está repleto de conceptos que no pueden ser definidos en términos de experiencia 
y verificación, pero de los que fluyen decisiones empíricas de todo tipo. En materia 
jurídica, el método funcional, es pues, eminentemente inductivo: sus dos columnas 
son la casuística y la jurisprudencia31. 
5.2.4. Método del análisis económico del derecho 
“… como método32 es de predecir las conductas de los seres humanos, 
maximizando beneficios y minimizando costos. Sugiere la construcción de un 
derecho que sin menospreciar los aspectos axiológicos, sea un derecho eficaz y 
eficiente; es decir, evite el uso dilapidador de los recursos estatales y 
particulares”33. 
5.2.5. Método Exegético 
Con este método la investigación jurídica se reduce a desentrañar la voluntad del 
Legislador expresada en la norma tal como ha sido sancionada, limitándose a 
                                                 
29 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. Op. cit., p. 168-169. 
30Carlos Ramos Núñez citando a Rudolph Von Ihering: La diferencia de este método con el método dogmático 
radica en que los dogmaticos solo se basa en la arquitectura teórica; es decir, en saber adónde van y describir la 
teoría, mientras el funcional se preocupa en explicar su funcionamiento. 
31 RAMOS NÚÑEZ, Carlos. Op. cit., p. 97-98. 
32 Alfredo BULLAR GONZALES citado por Lino ARANZAMENDI NINACONDOR sostiene que el AED es una 
metodología de análisis que (…) lo único que persigue es aplicar los métodos de la ciencia económica al derecho 
(…) lo que busca es establecer los costos y beneficios de determinados conductas y como el derecho está plagado 
de conductas –en sí mismo es una técnica de regular conductas- el AED puede ser aplicado para determinar los 
costos y beneficios de estas conductas. EN: Lino, ARANZAMENDI NINACONDOR, Op. cit., p. 164. 
33 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. La investigación jurídica. Lima, Editorial Grijley, 2011, p. 174. 
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explicar y al estudio lineal de las normas tal como ellas están expuestas en el texto 
legislativo; parten de la convicción de que existe un ordenamiento jurídico pleno, 
cerrado y sin lagunas.34  
5.3. Población teórica 
 Son las poblaciones teóricas35 de estudio. Corrientemente esto se conoce 
como los materiales de estudio, pero a fin de evitar que no se confundan las 
Unidades de Análisis con las fuentes en que se apoya la investigación, es preciso 
referirnos también a estas últimas. Así por ejemplo, la unidad de análisis puede ser 
las sentencias dictadas por el máximo Tribunal de X país. Está claro que la 
población teórica de estudio (como colectivo de Unidad de Análisis) son las 
sentencias, mientras que las fuentes seria en este caso, el propio tribunal (Corte 
Suprema del país X en su sección de documentación) en cuyo poder obran dichas 
sentencias36. Para el caso de la presente investigación serán algunas 
sentencias de casación emitidas por la Corte Suprema de la República en los 
años 2003-2014. 
5.4. Técnicas de instrumentos de investigación 
Por técnicas se entiende los medios37 o instrumentos empleados y diseñados 
por el investigador para recoger la información deseada. 
Los diversos procedimientos metodológicos, estrategias y análisis 
documentales para acopiar para procesar información necesaria. Se recurrirá a la 
                                                 
34 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. La investigación jurídica. Lima,Editorial Grijley, 2010, p.166. 
35 Califico de teorías a dichas poblaciones porque en el proyecto están meramente pensadas; es decir, constituyen 
poblaciones presuntas (posibles de aprobar luego empíricamente). 
36 LEBUS, Emilas. Como generar un proyecto de tesis. 1 ed. Rosario, Ediciones Avi. S.R.L., 2012, p.138. 
37 Jorge WITKER sostiene: La utilización necesaria de algunos métodos y sus diversas modalidades, destacando 
que el proceso cognoscitivo es posible obtener saberes o conocimientos empíricos, científicos, filosóficos, 
históricos, etc, en los cuales las reglas del pensar del investigador juegan un papel estratégico. En: Jorge WITKER. 
Op cit., p. 1.  
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ficha análisis documental, y uso de fichas bibliográficas de recolección de datos; 
trabajo de laboratorio (bibliotecas privadas y públicas). 
5.5. Fuentes de investigación 
En razón a que las fuentes son hechos o documentos a los que acude el 
investigador para obtener la información. 
Se recurrirá a las: 
5.5.1.  Fuentes primarias 
Son aquellas que presentan directamente el hecho o el fenómeno en su mismo 
origen. Es la información adquirida de primera mano, por experiencia propia o que 
lo obtenido no fue utilizada suficientemente en otras investigaciones: para llevar 
adelante la investigación se ha procedido a recolectar o acopiar algunas 
sentencias de casación emitidas por la Corte Suprema de la Republica. 
5.5.2. Fuentes secundarias 
Constituye la literatura selectiva y relevante. Para que la presente investigación 
tenga una solidez teórica y conceptual fundamentada es que se ha recurrido a la 
información escrita y que se encuentra recopilada y transcrita en referencias 
documentales (libros, publicaciones, ensayos, periódicos, congresos seminarios y 
testimonios de expertos). 
Para recoger esta información se utilizaran las fichas bibliográficas, 
hemerográficas, experiencia y resúmenes. Las que se elaboraran conforme a los 
criterios metodológicos existentes.  
5.6. Tipología de la investigación 
El nivel de profundidad, con el que se pretende abordar el problema de 
investigación, ha conllevado a determinar que el estudio es de tipo Jurídico-
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explicativa: “En este tipo de investigación, una vez determinado el punto de 
partida de un problema jurídico, la explicación se realizan por medio de la 
inferencia. La explicación se sustenta en la capacidad argumentativa del 
investigador; además se pretende establecer las causas de los eventos, sucesos o 
fenómenos jurídicos que se estudian”38; pues con las evidencias se obtendrán 
identificar causas y consecuencias del problema investigado. Tipo Jurídico-
descriptiva: “La investigación consiste en describir las partes o los rasgos de 
fenómenos facticos o formales. Lo formal trata esencialmente de entes ideales, su 
método es regularmente la lógica deductiva y sus enunciados analíticos. La 
información obtenida es un estudio descriptivo, explica el problema y supone 
mucho conocimiento a priori acerca del caso tratado”39. Y Tipo Jurídica-
Propositiva: “En una investigación jurídica-propositiva se analiza la ausencia de 
una norma o se cuestiona una existente, determinando sus límites y deficiencias 
para proponer una nueva, la derogación o la reforma. Generalmente estas 
investigaciones culminan con propuestas legislativas, programas, principios o 
fundamentos jurídicos filosóficos”40. 
 
 
 
 
 
 
                                                 
38 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. Guía metodológica de la investigación jurídica del proyecto de tesis. 
Arequipa, Editorial Adrus, 2009, p. 86.  
39Ibídem., p 163. 
40 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. La investigación jurídica. Lima, Editorial Grijley, 2010, p. 163. 
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CAPÍTULO II 
LA REPARACIÓN CIVIL, CUESTIONES SUSTANTIVAS Y PROCESALES  
LA REPARACIÒN CIVIL 
1. Cuestiones generales 
La reparación civil desde siempre fue vinculada con el proceso civil y esto 
evidentemente porque se le consideraba como una institución del Derecho civil; en 
épocas antepuestas se apelaba al argumento que esta institución era de naturaleza 
pública, sin embargo esta posición ya ha sido superada por la doctrina en forma 
mayoritaria y se considera ahora que la reparación civil es una institución jurídica 
de naturaleza privada que es consecuencia de la comisión del delito, implica una 
sanción de índole económica tendiente a resarcir un daño patrimonial o extra 
patrimonial ocasionado por un ilícito penal.  
El autor nacional Víctor Prado Saldarriaga, considera que la reparación civil es 
una consecuencia del delito así manifiesta lo siguiente: “Las consecuencias 
jurídicas no se agotan con la imposición de una pena o medida de seguridad al 
autor del delito, sino que también pueden surgir otras formas de ajusticiamiento de 
carácter civil reparador. En ese sentido la realización de un hecho delictivo puede 
generar tres tipos de consecuencias jurídicas, que son las de carácter 
estrictamente punitivo conformado por la pena privativa de la libertad y otras penas, 
luego tenemos las medidas de seguridad y finalmente encontramos las 
consecuencias de naturaleza civil”41. 
                                                 
41 PRADO SALDARRIAGA, Víctor. Las consecuencias jurídicas del delito en el Perú. Lima, Gaceta Jurídica, 2000, 
p. 275. 
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Esta separación entre reparación y el Derecho penal siempre fue en perjuicio 
de la víctima, puesto que si ésta buscaba, en alguna medida, compensación por 
haber sido objeto de una conducta antijurídica, se encontraba con un proceso largo 
y tedioso que sólo buscaba la punición antes que la restitución de los hechos al 
estado de paz jurídica anterior a tal conducta punible. Durante mucho tiempo la 
presencia de la víctima en la dinámica del proceso penal comenzaba y concluía, 
materialmente, con la comunicación de la notitia criminis. 
Es evidente que el tema de la reparación civil está íntimamente vinculado con 
la víctima y esto obviamente porque en la mayoría de los casos el destinatario de 
dicha reparación es la víctima del injusto penal. 
Si bien el reto de darle mayor protagonismo a la víctima dentro del proceso 
penal no es fácil y pareciera alejado de la realidad, también lo es que dichas 
posturas son las que han dado la mayor cantidad de aportes para la renovación del 
Derecho penal abriendo sus puertas a la reparación integral como una auténtica 
solución del conflicto. 
2. Definición de reparación civil 
Respecto a la definición de esta institución jurídica no existe definiciones muy 
claras pero se ha extraído un concepto que desarrollo el profesor Prado 
Saldarriaga así enseña que “La Reparación civil tiene un carácter patrimonial –en 
función a lo que persigue- es de índole privada, es facultativa para la víctima y es 
transmisible; todo lo contrario a la acción penal, es una consecuencia jurídica del 
delito de naturaleza civil esta se puede otorgar puede ser en la medida que el ilícito 
penal produzca un daño material o personal a la víctima o a un tercero, la 
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aplicación de la reparación civil, la restitución o el pago de la indemnización 
correspondiente”42. 
En cuanto a la acción generadora de la reparación civil, el profesor Cesar San 
Martin Castro expresa lo siguiente:   
a) El delito solo originara el ejercicio de la acción civil en la medida que produzca 
un daño, presentando dificultades cuando se trata de delitos de imperfecta 
realización o de delitos formales de peligro abstracto; b) que el sujeto activo de un 
delito o falta, en tanto produce un daño resarcible, es el obligado civilmente a la 
reparación; c) que también pueden ser obligados al resarcimiento del daño, contra 
los que pueden dirigirse la pretensión civil, los terceros ajenos a la comisión del 
delito, siempre que exista un vínculo civil fijado en la ley; y; d) que tanto la víctima, 
potestativamente, como el Ministerio Publico, obligatoriamente, están legitimadas 
para instar el pago de la reparación civil43. 
3. La naturaleza de la reparación civil 
Son varios autores que consideran que el delito puede generar 2 tipos de 
responsabilidad, por un lado la responsabilidad penal que está regulada en los 
tipos penales y la responsabilidad civil que se traduce en la reparación civil, así el 
jurista José Daniel Cesano afirma: “De la comisión de un delito no solo se deriva 
una responsabilidad penal sino que, además, puede surgir una responsabilidad de 
carácter civil. Ello ocurrirá cuando, a través de la realización de un hecho que reúne 
las notas que la ley penal exige para considerarlo como delito, se haya ocasionado 
un daño. Dicho en otros términos: el delito puede o no involucrar la responsabilidad 
                                                 
42 ibídem., p. 275. 
43 SAN MARTIN CASTRO, Cesar. Derecho Procesal Penal. Volumen I. Lima, Grijley, 2003, p. 337. 
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civil; lo hace cuando el hecho castigado con pena es, a la vez, un hecho que le ha 
causado a otro perjuicio susceptible de apreciación pecuniaria, sea directamente en 
las cosas de su dominio o posesión o indirectamente por el mal hecho a su persona 
o a sus derechos o facultades”44. 
Ahora bien, si el hecho delictivo provoca también un daño, tal circunstancia 
puede generar la coexistencia de dos acciones: la penal, regida en su ejercicio por 
las disposiciones de ese Código sustantivo y de la ley de enjuiciamiento criminal y, 
en caso del que el damnificado pretendiera el resarcimiento, la civil45. 
 El mismo jurista fundamenta la naturaleza privada de la reparación civil del 
siguiente modo: “Las normas que regulan el resarcimiento tienen un contenido 
esencialmente patrimonial y privatistico que, como tal, constituye un enclave civil, 
por su naturaleza, régimen y estructura, sin otra particularidad que la fuente u 
origen de la misma o su coyuntural –y parcial- reglamentación en el Código Penal. 
Es que la responsabilidad, en rigor, no surge del delito sino del daño que puede 
producir aquel”. Es decir, la responsabilidad que regula el Código penal “No es una 
consecuencia jurídica de naturaleza penal, sino civil. No deriva del delito mismo, 
sino del daño que este, en su caso, haya podido producir. Conceptualmente, pues, 
no pertenece al derecho penal, y se rige por las normas civiles ordinarias del 
ordenamiento de origen que tienen carácter supletorio de todas aquellas materias 
no disciplinadas por la normativa penal ad hoc”46. 
De lo anteriormente descrito se puede concluir que la acción penal y la acción 
civil tienen distintos titulares, la primera es ejercida por el representante del 
                                                 
44 CESANO, José Daniel. Comentarios al Nuevo Código Procesal Penal. Lima. Ara Editores, 2009.p.105. 
45 Ibídem p,104. 
46 Ibídem p,104. 
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Ministerio Público y la otra por el agraviado o actor civil, existiendo 2 bienes 
jurídicos protegidos. 
En ese orden de ideas el Fiscal Supremo Gálvez Villegas sostiene lo siguiente: 
“Como quiera que cada uno de estos bienes jurídicos afectados normalmente 
tienen distinto titular, surgen contra el agente del delito, la pretensión punitiva el 
Estado y la pretensión civil resarcitoria del agraviado. La pretensión punitiva del 
Estado se ejercita judicialmente a través de la correspondiente acción penal y la 
pretensión del agraviado a través de la pretensión civil que se inserta en el proceso 
penal ya iniciado con el ejercicio de la acción penal”47. 
El citado autor complementa lo desarrollado afirmando que “ Aun cuando 
algunos discuten la naturaleza jurídica de la obligación resarcitoria proveniente del 
delito así como de la propia naturaleza de la pretensión y la acción que se ejercita 
en el proceso penal (sea por el actor civil o por el fiscal) con el fin de lograr la 
reparación del daño causado por el delito, el criterio absolutamente mayoritario es 
que se trata de la reparación de un daño sujeto a las reglas del Código Civil, y por 
ello, tanto la obligación resarcitoria como la pretensión que sustenta la acción 
resarcitoria tienen contenido privado o particular.48 
En efecto, si bien la pretensión se ejercita en el proceso penal, ello obedece a 
fines de economía y celeridad procesal y no a otra razón; y claro la naturaleza 
privada de la pretensión resarcitoria introducida en el proceso penal se mantiene; 
pues, esta no está determinada por la forma como se ejercita ante el órgano 
jurisdiccional, sino por la naturaleza del interés que le da contenido, y precisamente 
                                                 
47 GALVEZ VILLEGAS, Tomas Aladino. En el artículo Posibilidad de recurrir a la vía civil  luego de concluido el 
proceso penal en el que el agraviado se ha constituido en actor civil y se ha amparado su pretensión. En la revista 
Gaceta Penal & Procesal Penal, Tomo 39. Lima. Gaceta Jurídica, 2012. p.133.  
48 Ibídem p.134. 
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este interés es de carácter particular o privado. En este sentido, Creus refiere:”(…) 
el hecho de la inserción de la acción civil en el proceso penal, nada dice contra el 
carácter privado de la pretensión que por medio de ella se hace valer. Esa 
inserción no cambia el carácter de la acción civil que, desde el punto de vista de la 
pretensión que la alienta, sigue siendo civil y privada. En otras palabras (…) la 
acción resarcitoria no integra el sistema represivo del delito, permanece en la 
esfera privada49. 
El aludido jurisconsulto citando al profesor San Martin Castro y otros juristas refiere 
que: “La naturaleza de derecho de realización del Derecho Procesal Penal no 
puede “sustituir “o “transformar” lo que por imperio del Derecho material es privado, 
en tanto se sustenta en el daño causado, producto de un acto ilícito”; y agrega “(…) 
la obligación de reparación por el daño material o moral causado supone un deber 
jurídico que escapa a la esfera integral del Derecho Penal. De hecho, se trata de 
una obligación de naturaleza básicamente patrimonial y con objetivos 
expresamente indemnizatorios “. El mismo criterio esboza Castillo Alva y otros 
autores nacionales. Por nuestra parte hemos tenido oportunidad de pronunciarnos 
en todos nuestros trabajos sobre la materia, en los que además, hemos descartado 
la supuesta naturaleza penal o de tercera vía que algunos pretenden atribuir a la 
reparación civil proveniente del delito”50. 
El carácter privado o particular de la obligación resarcitoria, además de provenir 
de fuente normativa material, queda claramente establecido con las disposiciones 
procesales que refieren que si el perjudicado renuncia al resarcimiento o transige 
                                                 
49 Ibídem p. 134.  
50 Ibídem p.135. 
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sobre ella, cesa la legitimación del Ministerio Publico “para intervenir en el objeto 
civil del proceso”, tal como lo establece en forma expresa el artículo 11 del Código 
Procesal Penal concordante con los artículos 13 y 14 del mismo cuerpo legal51. 
Respaldan a la determinación de la naturaleza privada de la reparación civil en 
el proceso penal, además de la finalidad reparadora del daño que persigue, el 
hecho de que la  obligación reparatoria no sea personalísima, puesto que a 
diferencia de la pena, el obligado a la reparación civil puede ser un tercero. 
Asimismo, el criterio de carácter formal establecido por el artículo 101 del Código 
Penal, que remite el tratamiento y regulación de la reparación civil a las 
disposiciones correspondientes del Código Civil. Igualmente, el hecho de que la 
pretensión resarcitoria sea transigible y objeto de desistimiento dentro del proceso 
penal, con lo que se reconoce la titularidad exclusiva al sujeto pasivo del daño; así 
como también el hecho de la transmisibilidad hereditaria de la obligación, tanto 
respecto a los herederos del agente del daño así como del agraviado; también el 
hecho de que la atribución de la obligación resarcitoria pueda obedecer a criterios 
objetivos, al contrario de la atribución de consecuencias de naturaleza penal, que 
únicamente tienen que sustentarse en criterios subjetivos (atribución por dolo o 
culpa). 
Finalmente el mencionado jurista Gálvez Villegas ratifica su posición en 
relación a la naturaleza privada de la reparación civil argumentado que “ Queda 
claro que la reparación del daño proveniente del delito queda regulada 
fundamentalmente en el Código Civil (a diferencia de otros ordenamientos como el 
español, que tratan el tema fundamentalmente en el propio Código Penal). Al 
                                                 
51 Ibídem p.136 
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respecto, el artículo 101 del Código Penal remite expresamente al Código Civil todo 
lo relativo a la reparación civil. Esto facilita la determinación de la naturaleza 
jurídico-civil de la responsabilidad ex delicto y a la vez, determina claramente que 
dicha pretensión así como la obligación resarcitoria nace de una fuente de 
obligaciones civiles establecida por el Código Civil. 
Como se sabe, dicho cuerpo normativo establece las fuentes mediante las 
cuales una persona queda vinculada frente a otra a través de una relación deudor-
acreedor. Dentro de estas fuentes de las obligaciones esta la responsabilidad 
extracontractual, donde a su vez, se encuentra la obligación resarcitoria nacida del 
delito. El deudor, agente del delito (en nuestro caso), sus partícipes y 
eventualmente el tercero civil, resultan ser deudores del agraviado por un monto 
equivalente al total del daño causado. Si estos deudores cumplieran con resarcir el 
monto total del daño, la obligación quedaría extinguida; sin embargo, si no fuera así 
(como ocurre normalmente), el agraviado o el Ministerio Publico, demandaran su 
cumplimiento en el proceso penal, tal como lo establece la ley penal, procesal 
penal y también el articulo 1219 inc. 1 del Código Civil, concordante con los 
artículos I Y III del Título Preliminar del Código Procesal Civil y con los 
correspondientes artículos del Código Procesal Penal o el Código de 
Procedimientos Penales (salvo los casos de reserva de vía civil en el proceso 
penal). En este caso, el agraviado se constituirá en actor o parte civil (demandante) 
y deberá acreditar en el proceso penal la existencia del daño así como su entidad y 
magnitud”52. 
                                                 
52 Ibídem p. 137. 
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Nosotros coincidimos con la posición de los juristas que hemos citado pues es 
evidente que la reparación civil tiene connotación civil, ello en principio por que el 
mismo Código Penal ha establecido que debe regirse por las normas del Código 
Civil y en segundo lugar porque la reparación civil es determinada de acuerdo al 
daño ocasionado, cuestión que totalmente es contraria de cierta forma al momento 
de determinar una pena privativa de libertad. 
De otro lado también la jurisprudencia se ha encargado de determinar que la 
naturaleza de la reparación civil es privada, así en el Acuerdo Plenario Nº 06-2006 
la Corte Suprema ha establecido como doctrina jurisprudencial lo siguiente: 
 “La reparación civil, que legalmente define el ámbito del objeto civil del proceso 
penal y está regulada por el artículo 93º del Código Penal, desde luego, presenta 
elementos diferenciadores de la sanción penal; existen notas propias, finalidades y 
criterios de imputación distintos entre responsabilidad penal y responsabilidad civil, 
aun cuando comparten un mismo presupuesto: el acto ilícito causado por un hecho 
antijurídico, a partir del cual surgen las diferencias respecto de su regulación 
jurídica y contenido entre el ilícito penal y el ilícito civil. Así las cosas, se tiene que 
el fundamento de la responsabilidad civil, que origina la obligación de reparar, es la 
existencia de un daño civil causado por un ilícito penal, el que obviamente no 
puede identificarse con «ofensa penal» -lesión o puesta en peligro de un jurídico 
protegido, cuya base se encuentra en la culpabilidad del agente-(la causa 
inmediata de la responsabilidad penal y la civil ex delicto, infracción/daño, es 
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distinta); el resultado dañoso y el objeto sobre el que recae la lesión son 
distintos”53. 
El máximo tribunal judicial ratifico su postura en relación a la naturaleza privada 
de la reparación civil, esto se materializo en el Acuerdo Plenario Nº 05-2011, a 
continuación reproducimos uno de los fundamentos del mencionado acuerdo: 
“El Código Penal –Título VI, Capítulo I, Libro I- regula el instituto de la 
reparación civil. El Código Procesal Penal –Libro I, Sección II-, por su parte, 
prescribe el procedimiento necesario para su persecución eficaz. Con 
independencia de su ubicación formal, la naturaleza jurídica de la reparación civil 
es incuestionablemente civil, y que aun cuando exista la posibilidad 
legislativamente admitida de que un Juez Penal pueda pronunciarse sobre el daño 
y su atribución, y en su caso determinar el quantum indemnizatorio –acumulación 
heterogénea de acciones-, ello responde de manera exclusiva a la aplicación del 
principio de economía procesal. GIMENO SENDRA sostiene, al respecto, que 
cuando sostiene que el fundamento de la acumulación de la acción civil a la penal 
derivada del delito es la economía procesal, toda vez que dicho sistema permite 
discutir y decidir en un solo proceso, tanto la pretensión penal, como la pretensión 
civil resarcitoria que pudiera surgir como consecuencia de los daños cometidos por 
la acción delictuosa y que, de ser decidida con absoluta separación en un proceso 
civil produciría mayores gastos y dilaciones al perjudicado por el delito, debido a la                            
                                                 
53 Fundamento Nº7 del Acuerdo Plenario Nº06-2006 /CJ-116 publicado en el Diario Oficial El Peruano el 
26/12/2006. 
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onerosidad, lentitud e ineficacia de nuestro ordenamiento procesal civil [Derecho  
Procesal Penal, 2da Edición, Editorial Colex, Madrid, 2007, p. 257]”54. 
4. La reparación civil en la legislación nacional 
El código penal es la norma que regula el contenido, y determinación de la 
reparación civil, así en el presente subtitulo precisaremos cuales son los artículos 
que regulan a la institución jurídica aludida. 
4.1 Reparación civil en el código penal  
    Reparación civil       
Artículo 92.- La reparación civil se determina conjuntamente con la pena. 
    Contenido de la reparación civil 
Artículo 93.- La reparación comprende: 
1. La restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor; y 
2. La indemnización de los daños y perjuicios. 
    Restitución del bien 
Artículo 94.- La restitución se hace con el mismo bien aunque se halle en poder de 
terceros, sin perjuicio del derecho de éstos para reclamar su valor contra quien 
corresponda. 
      Responsabilidad solidaria 
Artículo 95.- La reparación civil es solidaria entre los responsables del hecho 
punible y los terceros civilmente obligados. 
     Transmisión de la reparación civil a herederos 
                                                 
54 Fundamento Nº8 del Acuerdo Plenario Nº05-2011 /CJ-116 publicado en el Diario Oficial El Peruano el 
12/05/2012. 
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Artículo 96.- La obligación de la reparación civil fijada en la sentencia se transmite a 
los herederos del responsable hasta donde alcancen los bienes de la herencia. El 
derecho a exigir la reparación civil se transfiere a los herederos del agraviado. 
     Protección de la reparación civil 
Artículo 97.- Los actos practicados o las obligaciones adquiridas con posterioridad 
al hecho punible son nulos en cuanto disminuyan el patrimonio del condenado y lo 
hagan insuficiente para la reparación, sin perjuicio de los actos jurídicos celebrados 
de buena fe por terceros. 
     Condenado insolvente 
Artículo 98.- En caso que el condenado no tenga bienes realizables, el Juez 
señalará hasta un tercio de su remuneración para el pago de la reparación civil. 
     Reparación civil de terceros responsables 
Artículo 99.- Procede la acción civil contra los terceros cuando la sentencia dictada 
en la jurisdicción penal no alcanza a éstos. 
     Inextinguibilidad de la acción civil 
Artículo 100.- La acción civil derivada del hecho punible no se extingue mientras 
subsista la acción penal. 
     Aplicación suplementaria del Código Civil 
Artículo 101.- La reparación civil se rige, además, por las disposiciones pertinentes 
del Código Civil. 
4.2 La Reparación civil en el Código Procesal Penal 
El nuevo Código Procesal Penal es la norma que regula los aspectos 
procesales relacionados con la reparación civil, así desarrolla cuales son las 
facultades del ejercicio de la denominada acción civil en el proceso penal, además 
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de establecer una serie de prohibiciones en torno a su ejercicio en sede penal y la 
vía procesal civil. 
  Artículo 98 Constitución y derechos 
La acción reparatoria en el proceso penal sólo podrá ser ejercitada por quien 
resulte perjudicado por el delito, es decir, por quien según la Ley civil esté 
legitimado para reclamar la reparación y, en su caso, los daños y perjuicios 
producidos por el delito. 
      Artículo 99 Concurrencia de peticiones 
1. La concurrencia de peticiones se resolverá siguiendo el orden sucesorio previsto 
en el Código Civil. Tratándose de herederos que se encuentren en el mismo orden 
sucesorio, deberán designar apoderado común, y de no existir acuerdo explícito, el 
Juez procederá a hacerlo. 
      Artículo 106 Impedimento de acudir a la vía extra – penal 
La constitución en actor civil impide que presente demanda indemnizatoria en la vía 
extra - penal. El actor civil que se desiste como tal antes de la acusación fiscal no 
está impedido de ejercer la acción indemnizatoria en la otra vía. 
5. Extensión de la reparación civil 
A tenor de lo prescrito por el Art. 93° del Código Penal vigente la reparación 
civil comprende: la restitución del bien objeto del delito o en defecto de aquel, el 
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pago de su valor; y la indemnización de los daños y perjuicios causados al ofendido 
o a las personas con derecho a dicha reparación. 
5.1 La restitución del bien 
Por restitución se entiende a la restauración del bien al estado existente antes 
de la producción del ilícito penal, es decir es el restablecimiento del status quo. 
El profesor San Martin Castro refiere que “La restitución pretende eliminar las 
consecuencias patrimonialmente perjudiciales que el ilícito penal ha causado en el 
perjudicado. Repone el statu quo ante. Para ello, se trataría de reponer aquello que 
ha sido objeto del ilícito a su anterior poseedor, de tal forma que para este, el delito, 
en lo que afecta a su esfera estrictamente patrimonial, no le hubiera supuesto una 
alteración significativa”55. 
En esta misma tendencia, el art. 94° del Código Penal precisa que la restitución 
se hace con el mismo bien aunque se halle en poder de terceros, sin perjuicio del 
derecho de estos para reclamar su valor contra quien corresponda. No cabe, desde 
luego, la restitución si el bien hubiere perecido o desaparecido, o bien-en el caso 
de inmuebles-hubiera sido adquirido de buena fe por un tercero haciéndolo 
irreivindicable56. 
De la misma forma el citado profesor ratifica su posición en relación a la 
reparación del bien expresando lo siguiente: “Ahora bien, con carácter general 
puede afirmarse que la restitución procede en los delitos y faltas que se consuman 
en virtud de la privación de un bien y de su apropiación por el infractor, con 
independencia de cuál sea el bien jurídico protegido por la infracción. Asimismo, 
                                                 
55 SAN MARTIN CASTRO, Cesar. Derecho Procesal Penal. Volumen I. Lima, Grijley, 2003, p. 338. 
56 Ibidem.p.339. 
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según los casos, en algunos delitos la restitución quedara consumada con la mera 
entrega material del objeto usurpado; en otras, empero, el actor se habrá servido 
de instrumentos fraudulentos para llevar a cabo la apropiación patrimonial, 
hipótesis en que la declaración de nulidad de los actos viciados formara parte 
también de la restitución”57. 
Respecto a la otra modalidad de resarcimiento civil en relación a bienes 
patrimoniales (reparación del bien) el aludido jurista sostiene que implica  “El pago 
del valor del bien perecido, desaparecido o adquirido de buena fe por un tercero”. 
El sujeto activo de la obligación (imputado y/o tercero civilmente responsable) debe 
efectuar una prestación personal tendente a paliar o remediar los menoscabos 
sufridos en el bien. Si bien esta perjudicado en parte, efectuara una prestación 
compatible con ella, en cambio si el bien desapareció o no es posible recuperarlo la 
prestación abarcara el íntegro del valor del mismo58. 
 
5.2 La indemnización de los daños y perjuicios 
La otra forma de resarcir económicamente los daños generados por un delito 
se traducen en la indemnización de los daños y perjuicios, esta es considerada 
como el pago de una cantidad de dinero como compensación por el daño y los 
perjuicios ocasionados a la víctima o a su familia con el delito.  
En palabras de San Martin Castro la indemnización de los daños y perjuicios 
“Pretende hacer desaparecer las consecuencias dañosas que produjo el acto ilícito. 
Importa, de un lado, el pago por el daño patrimonial, que comprende tanto el 
                                                 
57 Ibídem p.340. 
58 Ibídem p.340 
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llamado daño emergente como el lucro cesante, valorados en base a criterios no 
puramente económicos, así como las posibles consecuencias futuras derivadas del 
acto ilícito (v. gr.: secuelas de lesiones, perdidas de días laborables, etc.); y, de otro 
lado, el pago por el daño moral, que es indemnizable independientemente de si 
tiene consecuencias patrimoniales, y tanto si se ha causado al agraviado como a 
su familia o a un tercero. La reparación civil, fuera de la restitución, dice la Corte 
Suprema, debe ser expresada en monto fijo y en moneda nacional”.59 
Respecto a este punto La Corte Suprema en el Acuerdo Plenario Nº06-2006 ha 
establecido: 
“El daño civil debe entenderse como aquellos efectos negativos que derivan de 
la lesión de un interés protegido, lesión que puede originar consecuencias 
patrimoniales y no patrimoniales. Una concreta conducta puede ocasionar tanto (1) 
daños patrimoniales, que consisten en la lesión de derechos de naturaleza 
económica, que debe ser reparada, radicada en la disminución de la esfera 
patrimonial del dañado y en el no incremento en el patrimonio del dañado o 
ganancia patrimonial neta dejada de percibir –menoscabo patrimonial-; cuanto (2) 
daños no patrimoniales, circunscrita a la lesión de derechos o legítimos intereses 
existenciales -no patrimoniales- tanto de las personas naturales como de las 
personas jurídicas-se afectan, como acota Alastuey Dobón, bienes materiales del 
perjudicado, que no tienen reflejo patrimonial alguno- (Conforme: ESPINOZA 
                                                 
59 Ibídem p.341 
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ESPINOZA, Juan, Derecho de la responsabilidad civil, Gaceta Jurídica, 2002, Lima, 
pp. 157 a 159)”60. 
6. Determinación de la Reparación Civil 
Nuestro Código Penal carece de normas específicas que orienten al Juez 
Penal sobre los criterios de determinación de las dimensiones cualitativas y 
cuantitativas de la reparación civil; sin embargo consideramos que ésta debe surgir 
de una valoración objetiva y del grado de realización del injusto penal, asimismo 
tenemos en el artículo 101 del Código Penal se precisa que el juez penal puede 
aplicar supletoriamente las disposiciones del Código Civil que sean pertinentes, 
entonces es viable que el juez penal pueda aplicar las normas que regulan la 
responsabilidad extracontractual, el problema surge al momento de determinar 
específicamente el quantum de la reparación, pues no existe doctrina ni 
jurisprudencia uniforme que establezcan un estándar resarcitorio, ello se realizara 
de acuerdo a las circunstancias de cada caso en especial. 
En cuanto a la determinación de la reparación civil el profesor San Martin 
Castro refiere que “Como quiera que, según lo dispuesto en el art. 101° del Código 
Penal, la reparación civil se rige, además, por las disposiciones pertinentes del 
Código Civil. Desde esta perspectiva legal, la Corte Superior de Lima ha dejado 
sentado dos criterios jurisprudenciales rigurosamente exactos. En primer lugar, que 
el órgano jurisdiccional, para determinar el monto de la reparación civil, debe tomar 
en consideración-de conformidad con el art. 1985° del Código Civil, el daño 
emergente, el lucro cesante y el daño a la persona [también el daño moral, que de 
                                                 
60 Fundamento Nº7 del Acuerdo Plenario Nº06-2006 /CJ-116, publicado en el Diario Oficial El Peruano el 
26/12/2006. 
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conformidad con el art. 1984° del citado Código es indemnizado considerando su 
magnitud y el menoscabo producido a la víctima o a su familia]- ; y, en segundo 
lugar, que el monto de la reparación civil devenga intereses desde la fecha en que 
se produjo el daño, tal como lo ha dispuesto el art. 1085° in fine del Código Civil61. 
En consecuencia la indemnización asume un rol subsidiario y de complemento 
frente a la restitución, su valoración debe hacerse atendiendo a la naturaleza del 
daño y de los perjuicios que éste ha generado a la víctima acorde con el Art. 1985° 
del Código Civil. Sin embargo el texto legal no precisa a qué clase de daños se 
refiere, pero entendemos que se refiere tanto a los daños morales y materiales 
producidos por el delito62. 
 
7. Régimen Procesal de la reparación civil 
7.1 Cuestiones de legitimación en torno a la reparación civil  
7.1.1 Legitimación activa 
El artículo 11 del Código Procesal Penal establece que el “ejercicio de la acción 
civil derivada del hecho punible corresponde al Ministerio Publico y, especialmente, 
al perjudicado por el delito. Si el perjudicado se constituye en actor civil, cesa la 
legitimación del Ministerio Publico para intervenir en el objeto civil del proceso”. 
Ahora bien, en el caso de que la víctima del delito hayan fallecido, la legitimidad 
recae en los familiares de acuerdo al orden sucesorio, la misma norma procesal 
establece una solución a la confluencia de peticiones de constitución en actor civil. 
En lo que respecta a la acción intentada contra el imputado por la víctima del delito 
                                                 
61 SAN MARTIN CASTRO, Cesar. Derecho Procesal Penal. Volumen I. Lima, Grijley, 2003, p. 340. 
62 Ibídem p.340. 
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(o quien se encuentra legitimado para ello), esta tiene, como presupuesto esencial, 
la previa constitución en actor civil, dentro del proceso penal. 
El profesor José Daniel Cesano expone su criterio afirmando que “El actor civil 
es un sujeto eventual al que por regla se le conceden todas las facultades para 
defender su pretensión civil en la medida de su interés; esto es, participar en los 
actos de investigación y de prueba, exigir medidas tendentes a asegurar su 
pretensión condenatoria, intervenir en el juicio oral, interponer las impugnaciones 
que la ley le autoriza (artículo 104), etc. Adicionalmente, y en virtud de lo dispuesto 
por el artículo 105 de la ley de enjuiciamiento criminal, el actor civil también podrá 
colaborar con “el esclarecimiento del hecho delictivo y la intervención de su autor o 
partícipe”. No le está permitido, sin embargo, pedir sanción”63. 
La constitución de actor civil deberá efectuarse antes de la culminación de la 
investigación penal preparatoria (artículo 101 del CPP) y formularse por escrito, 
conteniendo, bajo pena de inadmisibilidad (artículo 100 del CPP): 
a) Las generales de ley de la persona física o la denominación de la persona 
jurídica con las generales de ley de su representante legal; 
b) La indicación del nombre del imputado y, en su caso, del tercero civilmente 
responsable, contra quien se va a proceder; 
c) El relato circunstanciado del delito en su agravio y exposición de las razones 
que justifican su pretensión; y 
d) La prueba documental que acredite su derecho, conforme al artículo 98 del 
Código penal. 
                                                 
63 CESANO, José Daniel. Comentarios al Nuevo Código Procesal Penal. Lima. Ara Editores, 2009.p.117. 
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Respecto a este aspecto de la constitución en actor civil manifiesta que “Cierto 
es que, el artículo 107 de la ley de enjuiciamiento criminal solo habla de quien 
resulte “perjudicado por el delito”; pero la misma norma, inmediatamente, aclara 
que por tal se entenderá a quien “según la ley civil este legitimado para reclamar la 
reparación y, en su caso, los daños y perjuicios producidos por el delito”. Esta 
última precisión no constituye una cuestión menor desde que, de acuerdo a las 
disposiciones del Derecho privado común, a partir de la muerte de una persona, 
sus derechos se transmiten a sus sucesores en la medida de su cuota hereditaria 
(artículo 660 del Código Civil); derechos entre los cuales, obviamente, también 
debe incluirse el ejercicio de la acción resarcitoria. La solución apuntada aparece 
como razonable desde que los herederos del causante tienen su título por ser 
sucesores del damnificado directo. Como agudamente lo sostuviera Núñez: “Ellos 
(…) no encuentran la fuente del perjuicio sufrido en el daño que la muerte del 
causante produjo en un derecho suyo del que venían gozando (…) sino en el hecho 
de ser continuadores patrimoniales del difunto, ya que una vez que han entrado en 
posesión de la herencia (…) continúan su persona y son propietarios de todo lo que 
el difunto era propietario (…)”64. 
La Corte Suprema a través del Acuerdo Plenario Nº05-2011, preciso cual era la 
legitimidad del Ministerio Público, del agraviado y actor civil en relación a la 
pretensión civil en el proceso penal, así se ha establecido lo siguiente: 
“El Código Procesal Penal de 2004 establece que el ejercicio de la acción civil 
derivada del hecho punible corresponde al Ministerio Público y, especialmente, al 
perjudicado por el delito; además, estipula que si éste último se constituye en actor 
                                                 
64 Ibídem p.118. 
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civil, cesa la legitimación del Ministerio Público para intervenir en el objeto civil del 
proceso: artículo 11º, apartado 1), del citado Código adjetivo. En tal virtud, la 
participación del Ministerio Público será por sustitución, esto es, representa un 
interés privado. Por ello, su intervención cesa definitivamente cuando el actor civil 
se apersona al proceso”65. 
 
7.1.2 Legitimación pasiva 
La vieja controversia, propia de los sistemas procesales antiguos, sobre si, en 
el proceso penal, podía ser demandado civilmente solo el imputado o, por el 
contrario, extenderse, también, al tercero responsable civil, ha sido, prácticamente, 
superada con la recepción, en los modernos procedimientos, de esta parte 
procesal. Respecto del Código en análisis, el artículo 111.1, establece que: “Las 
personas que conjuntamente con el imputado tengan responsabilidad civil por las 
consecuencias del delito podrán ser incorporadas como parte al proceso penal 
(…)”66. 
En efecto, hay pleno acuerdo en la doctrina respecto de que la acción civil 
podrá deducirse contra aquellos que, aun cuando no participaron en el delito, “en 
virtud de leyes civiles debe[n] responder por el daño que habría causado el 
imputado al cometerlo (responsabilidad indirecta)”67 
Precisamente, en esta categoría, ciertos autores ubican a la aseguradora 
citada en garantía, criterio que, para el caso del sistema positivo peruano, pareciera 
                                                 
65 Fundamento Nº7 del Acuerdo Plenario Nº05-2012 /CJ-116 publicado en el Diario Oficial El Peruano el 
30/05/2012. 
66 CESANO, José Daniel. Comentarios al Nuevo Código Procesal Penal. Lima. Ara Editores, 2009.p.119. 
67 Ibídem p.120 
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el más correcto, no solo por la latitud del concepto de tercero civil sino, además, 
por la clara previsión del artículo 1987 del Código Civil, que autoriza a dirigir la 
acción indemnizatoria contra el asegurador (quien responderá solidariamente con 
el responsable directo) por el daño ocasionado por el delito.68 
 En cuanto a la legitimidad pasiva de la reparación civil tanto el Código Procesal 
Penal y el Código Penal ha regulado claramente contra quien se puede ejercitar la 
pretensión civil en el proceso penal, consideramos de que no es necesario hacer 
alusión a una norma del Código Civil para identificar el tipo de responsabilidad que 
enfrentaría una persona ajena a la comisión de un delito siempre y cuando exista 
una vinculación, pues como ya hicimos alusión tanto la norma penal sustantiva 
como la adjetiva han previsto la figura del tercero civilmente responsable, por ende 
nosotros creemos que ya no es necesario ni siquiera analizar una norma del 
Código Civil. 
7.2 Acumulación de pretensión penal y pretensión civil  
Existe doctrina uniforme que señala que la acumulación de 2 pretensiones 
(penal y civil) en el proceso penal implica una cuestión de economía procesal, pues 
se ha optado en beneficiar a 2 sujetos procesales, esto es al imputado y agraviado, 
el beneficio radica en el hecho de que los mencionados sujetos procesales tengan 
que lidiar con 2 procesos judiciales. 
En concordancia con lo expuesto el profesor Cesano sostiene que “Existe 
importantes razones de índole practica al evitar un desgaste jurisdiccional inútil. En 
tal sentido, se sostiene, con absoluta corrección, que impedir al juez penal (en 
estos casos) que se pronuncie sobre la cuestión civil, perjudica tanto al damnificado 
                                                 
68 Ibídem p.120. 
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como al victimario por igual: “al primero, porque lo obliga a retrotraer la situación al 
principio, debiendo recomenzar todo el trámite; al segundo porque queda obligado 
a defenderse dos veces por el mismo hecho, ya que cuando la acción civil se ha 
interpuesto en sede penal, su actividad ha estado dirigida no solo a evitar la 
sanción penal, sino también a demostrar que no se habían dado los presupuestos 
que hacían viable la acción civil. De tal modo se lo obliga a una doble defensa por 
el mismo hecho, con las consiguientes molestias y gastos derivados de la 
duplicación de la misma actividad jurisdiccional”69. 
La Corte Suprema también ha adoptado la posición de que la acumulación de 
pretensiones civil y penal en un solo proceso se puede realizar por una cuestión de 
economía procesal, esta posición ha sido materializada en el Acuerdo Plenario Nº 
05-2011, al respecto reproducimos uno de los fundamentos: 
“Como se advierte, nuestro sistema procesal penal se ha adherido a la opción 
de posibilitar la acumulación de la pretensión resarcitoria, de naturaleza civil, en el 
proceso penal. En tal sentido GÓMEZ COLOMER expresa que una vez aceptada la 
existencia de la permisibilidad de la acumulación al proceso penal de uno civil, toca 
determinar el objeto del proceso civil acumulado, que no es otro que la pretensión y 
la resistencia, siendo el contenido de la referida pretensión, casi siempre, de 
naturaleza patrimonial [Derecho Jurisdiccional III. Proceso Penal. El objeto del 
proceso. 12ª Edición, Editorial Tirant lo Blanch, Valencia, 2003, p. 110). En otras 
palabras, la acumulación de la acción civil al proceso penal, responde 
sencillamente a un supuesto de acumulación heterogénea de pretensiones, con 
fines procesales estrictos. Esta tendencia encuentra un beneficio en el hecho de 
                                                 
69 CESANO, José Daniel. Comentarios al Nuevo Código Procesal Penal. Lima. Ara Editores, 2009.p.115. 
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que, con el menor desgaste posible de jurisdicción, se pueda reprimir el daño 
público causado por el delito y reparar el daño privado ocasionado por el mismo 
hecho”70. 
7.3 Pronunciamiento del Juez respecto a la reparación civil en los 
supuestos de absolución del imputado o sobreseimiento de la causa  
En años pasados, se discutía si decidida la absolución del imputado con 
relación a la acusación penal, el juez de ese fuero puede pronunciarse sobre la 
cuestión civil que, también allí, se reclamaba. Existieron diversas posiciones que se 
mostraban divergentes. Al respecto el jurista Cesano refiere que actualmente ya no 
existe esa divergencia de posiciones pues  “No existiría ninguna dificultad para que 
el juez penal pueda resolver sobre la acción civil aun cuando la sentencia penal 
fuese absolutoria, siempre que el Código Procesal respectivo le confiera 
competencia para ello. De hecho, un nutrido elenco de legislaciones procesales 
admite esta posibilidad, entre los cuales se encuentra, precisamente, el Código 
procesal Penal en análisis. En este sentido, el articulo 12.3 expresamente dispone 
que:” La sentencia absolutoria o el auto de sobreseimiento no impedirá al órgano 
jurisdiccional pronunciarse sobre la acción civil derivada del hecho punible 
válidamente ejercida, proceda”71. 
Del mismo modo sostiene el profesor Gonzalo del Rio Labarthe al afirmar que 
“Desde luego, si el sobreseimiento o la absolución se amparan en la inexistencia 
del hecho que conforma el objeto procesal, es imposible condenar al pago de una 
reparación civil en alguna de esas resoluciones. Por inexistencia del hecho, cabe 
                                                 
70 Fundamento Nº10 del Acuerdo Plenario Nº05-2012 /CJ-116 publicado en el Diario Oficial El Peruano el 
30/05/2012. 
71 CESANO, José Daniel. Comentarios al Nuevo Código Procesal Penal. Lima. Ara Editores, 2009.p.117. 
51 
 
  
entender solo dos supuestos: (a) cuando esté probado que el hecho no ha 
sucedido; y (b) cuando resulte probado que el acusado no fue el autor del hecho 
criminal, pues se entiende que respecto de este el hecho no ha existido. Porque, si 
bien es cierto que hoy no es necesario acreditar la responsabilidad penal como 
conditio sine qua non de la declaración de la existencia de responsabilidad civil, 
también es cierto que la declaración acerca de la existencia del hecho —que no es 
lo mismo— evidentemente condiciona no solo la posibilidad de imponer una pena, 
sino también la de obligar al responsable al pago de un concepto indemnizatorio”72. 
Pese a ello, en los supuestos de atipicidad, no punibilidad, presencia de una 
causa de justificación y, en algún caso, algunas reglas de prescripción no siempre 
extinguen la acción civil porque, precisamente, existe un daño de carácter civil que, 
si bien no acredita la presencia de un delito, sí comprueba la necesidad de una 
indemnización por el daño causado. 
Continua refiriendo el profesor Del Rio Labarthe que “Un supuesto clásico que 
se presenta en muchas ocasiones viene dado por el hecho de que es común que 
se denuncie a título de estafa lo que en sentido estricto constituye un 
incumplimiento contractual en el que no media la presencia de dolo o un engaño 
que configure el tipo delictivo. Sin duda, en este caso se debe decretar el 
sobreseimiento o la absolución por atipicidad; sin embargo, si se verifica el 
incumplimiento, el órgano jurisdiccional está obligado a dictar una indemnización 
                                                 
72 DEL RIO LABARTHE, Gonzalo. En el artículo La Acción Civil en el Nuevo Proceso Penal. En la revista Derecho 
PUCP; Nº 65. Lima. Fondo Editorial de la Pontifica Universidad Católica del Perú, 2010. p.228  
72 Ibídem p.134. 
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por daños y perjuicios en la resolución de sobreseimiento o en la propia sentencia 
absolutoria”73. 
La naturaleza atípica del hecho u otro presupuesto procesal se presenten para 
imposibilitar la sentencia penal en el transcurso del proceso no significa que no 
deba declararse la responsabilidad civil que haya sido efectivamente demostrada. 
De la misma manera, tampoco podrá impedirse el pago de una indemnización 
cuando una persona lo merezca a consecuencia de un hecho comprobado 
judicialmente, ello independientemente de cuál sea el bien jurídico protegido, de 
quién sea su titular y quién el sujeto pasivo de la acción o del delito, que es como 
además puede ser calificado ese hecho generador de responsabilidad civil. 
Finalmente, este giro en la concepción debe constituir un importante factor de 
cambio en otros problemas fundamentales de nuestra administración de justicia 
penal 74. 
 
8. Postulación de la pretensión reparatoria en el proceso penal e 
imposibilidad legal de recurrir a otra vía 
El Código Procesal Penal precisa que aquel agraviado que postule su 
pretensión civil  en el proceso penal, está prohibido de recurrir con el mismo motivo 
a otra vía extrapenal, eso especifica el artículo 12 del Código Procesal Penal, del 
mismo modo el artículo 106 del CPP regula la prohibición de recurrir a vía 
extrapenal cuando el agraviado se ha constituido en actor civil. 
                                                 
73 Ibídem p.229. 
74 Ibídem p.229. 
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Existen posiciones a favor de esta como la del Profesor Cesano que refiere: 
“Fijada la indemnización en el proceso penal, a pedido del interesado, dicha 
decisión hará cosa juzgada y, en consecuencia, el demandante no podrá ya 
reclamar otra indemnización en el fuero civil por la misma causa. Dogmáticamente, 
la conclusión anterior se justifica toda vez que, de admitir la posibilidad contraria se 
abrirían las puertas a un enriquecimiento sin causa; al producirse un 
desplazamiento de un valor del patrimonio de una persona a otra sin motivo jurídico 
que justifique ese traspaso”75. 
El mismo jurista ratifica lo argumentado manifestando que “En tales supuestos, 
la doctrina iusprivatista ha elaborado la teoría del enriquecimiento indebido. Por 
aplicación de esta teoría quien resulta empobrecido por aquel hecho puede 
pretender el reintegro de ese empobrecimiento hasta el importe del beneficio que 
sin título o causa haya experimentado otra persona con motivo del mismo hecho. 
En el Código Civil de Perú, la materia se regula en los artículos 1954 y  1955”76. 
Hasta ahí todo aparentemente está bien, el problema surge en la 
administración de justicia, el inconveniente  radica en que la práctica judicial revela 
que los montos dinerarios que se establecen por concepto de daño en sede penal 
son en realidad ínfimos y no guardan relación con el hecho que constituye el objeto 
procesal. Lo que es más grave: existe una terrible desproporción entre las 
indemnizaciones que se otorgan en sede civil y aquellas fijadas en un proceso 
penal, aun cuando se trata de hechos generadores de daños idénticos, como si de 
                                                 
75 CESANO, José Daniel. Comentarios al Nuevo Código Procesal Penal. Lima. Ara Editores, 2009.p.120. 
76 Ibídem p. 120. 
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pronto el orden jurisdicción penal estuviera obligado a actuar con una benevolencia 
que sería inexplicable en sede civil. 
Lo último antes referido implica que aquel agraviado o actor civil que perciba un 
monto indemnizatorio ínfimo o irrisorio en un proceso penal, no pueda recurrir a la 
vía civil a efectos de interponer una demanda por indemnización por 
responsabilidad civil, la prohibición es legal y está establecida en el Código 
Procesal Penal, por ende cualquier intento de interposición de una acción en el 
ámbito del proceso civil debería ser declarado improcedente. 
Si un juez aplica las normas del Código Procesal con un criterio legalista esto 
conllevaría a los rechazos liminares de demandas civiles interpuesta por 
agraviados que no han sido razonablemente indemnizados, sin embargo nosotros 
discrepamos abiertamente con ese razonamiento, pues consideramos que el 
juzgador no puede ser un mero aplicador de normas, mas por el contrario debería 
analizar si es que por una cuestión de protección a los derechos fundamentales 
sería posible admitir a trámite demandas por responsabilidad civil, para ello se 
debe tener en cuenta que el mismo juzgador puede inaplicar normas mediante el 
control difuso. 
Lo antes expuesto coincide con varios pronunciamientos de la Corte Suprema 
en los cuales se admitió a trámite y se emitio sentencias respecto  demandas 
relativas a daños derivados de delitos, a pesar de que en un proceso penal se les 
había otorgado a los agraviados montos por reparación civil, pero que en si no eran 
proporcionales ni razonables con el daño que se había causado. En el tercer 
capítulo desarrollaremos ampliamente este aspecto que viene a ser el eje central 
de la presente investigación. 
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CAPÍTULO III 
LA RESPONSABILIDAD CIVIL Y EL DERECHO LA INDEMNIZACIÒN 
1. Introducción 
En el presente capítulo se abordara la responsabilidad civil y el derecho a la 
indemnización, en primer lugar se desarrollara solo el ámbito de la responsabilidad 
extracontractual, en razón de que está relacionada con la reparación del daño 
ocasionado por un delito, a diferencia de la responsabilidad civil contractual que 
tiene como fin resarcir o indemnizar al ente perjudicado por el incumplimiento de 
una obligación. 
 La relación existente entre la reparación civil y la responsabilidad civil la 
estableció el código penal al prescribir que el juez penal para efectos de 
determinación de un monto reparatorio puede acudir a las normas civiles en lo que 
corresponda. Al finalizar el análisis del presente capítulo se realizara un ensayo de 
la relación y diferencias entre la reparación civil y la indemnización por 
responsabilidad extracontractual.  
 
2. Definición de la responsabilidad civil 
El profesor Juan Espinoza Espinoza refiere que: Etimológicamente, "la palabra 
responsabilidad se remonta al latín tardío respondére. El término antiguo 
respondére es el movimiento inverso de spondére, cuya raíz  lleva  en sí la  idea  
de  rito,  solemnidad  y, con  ello, el de la formación  de un determinado  equilibrio,  
de  un determinado  orden, con  un carácter de solemnidad, así, respondére 
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presupone la ruptura de tal  equilibrio. De tal orden, y expresa con ello la idea de la 
respuesta reparadora  de la  ruptura. En efecto, como consecuencia de la ruptura 
de este orden surge el juicio de responsabilidad, mediante el cual "el costo de un 
daño se transfiere del sujeto, que históricamente lo ha sufrido, a otro sujeto, a 
través de la  imputación al segundo de una obligación, la cual tiene como contenido 
el resarcimiento del daño. Un sector de la doctrina italiana entiende por  
responsabilidad "la idea de la sujeción a las consecuencias desfavorables de su 
propia conducta"77. 
El primer párrafo del art. 1321 c.c. Establece que “queda sujeto a la 
indemnización de daños y perjuicios quien no ejecuta sus obligaciones por  dolo, 
culpa inexcusable o culpa leve y la primera parte del art. 1969 c.c. precisa que 
"aquél que por dolo o culpa causa un daño a otro está obligado a indemnizarlo”. 
Sin mucho esfuerzo, se puede colegir que, sea por incumplimiento de las 
obligaciones,  sea  por lesionar un derecho o un  legítimo  interés  y, por ello, se 
ocasionan daños, la sanción que impone el Código Civil al "responsable" es la  de 
indemnizar. Se puede definir a la responsabilidad civil como una técnica de 
tutela(civil) de los derechos (u otras situaciones jurídicas) que tiene por  
finalidadimponer  al responsable  (no  necesariamente  el autor) la  obligación  de 
reparar los daños que éste ha ocasionado. De ello se deriva la consecuencia que 
“no es admisible hablar en términos de diversos géneros de responsabilidad, en 
cambio, sólo es posible referirse a varios criterios en razón de los cuales se es 
responsable"78. 
                                                 
77 ESPINOZA ESPINOZA, Juan. Derecho de la responsabilidad civil. 6 Ed.Lima, Editorial Rhodas, 2011, p. 32. 
78Ibídem., p. 32.  
57 
 
  
El profesor Lizardo Taboada desarrolla otro concepto de la responsabilidad 
civil, así afirma que: “La responsabilidad civil está referida al aspecto fundamental 
de indemnizar los daños ocasionados en la vida de relación a los particulares, bien 
se trate de daños producidos como consecuencia del incumplimiento de una 
obligación voluntaria, principalmente contractual, o bien se trate de daños que sean 
el resultado de una conducta, sin que exista entre los sujetos ningún vínculo de 
orden obligacional”79. 
3. Funciones que se le atribuye a la responsabilidad civil  
3.1. Función resarcitoria 
El jurista De Tragzenies Granda sostiene que en forma unánime la función 
natural de la responsabilidad civil o del Derecho de daños, es la reparación o 
resarcimiento de los daños causados a la víctima, sea ésta individual o colectiva; 
constituyendo dicha función su razón de ser fundamento dentro del ordenamiento 
jurídico y del control social.80 Apoyando esta postura el profesor Guido Alpa afirma 
que “inclusive desde una perspectiva de eficiencia vinculada al  funcionamiento del  
mercado y al  análisis económico del derecho, se llega a la conclusión de que en la 
sociedad moderna el fin fundamental de las reglas de  la responsabilidad es, en 
consecuencia el perfil resarcitorio”81. 
 
3.2. Función preventiva 
                                                 
79 TABOADA CORDOVA, Lizardo. Elementos de la Responsabilidad Civil. Lima. Editorial Grijley. Tercera edición. 
2013, p. 33. 
80 DE TRAZEGNIES GRANDA, Fernando. Responsabilidad Extracontractual. Fondo Editorial PUCP, 2001, p. 45.  
81 ALPA, Guido. Responsabilidad civil y daño. Traducción de Juan Espinoza Espinoza, Lima, Gaceta Jurídica, 
2001, p. 78. 
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Asimismo, también se  le  atribuye  una  función preventiva de futuras lesiones  
a los bienes o intereses jurídicos; en este sentido De Tragzenies Granda enseña: 
“La prevención representa una nueva función del denominado derecho de daños”.  
Tanto en el Derecho comparado como en nuestro país, se advierten tendencias 
doctrinarias decididas a favor de los remedios preventivos, que se presentan como 
complemento idóneo y necesario de las vías resarcitorias. Esta función preventiva 
puede ser general o específica. La primera referida al efecto disuasorio que 
transmite la  amenaza  efectiva  de  la consecuencia legal frente a la producción del 
hecho dañoso, y la segunda referida a la imposición de  deberes especiales a 
determinados sujetos vinculados a actividades riesgosas o peligrosas a fin de evitar 
la consumación de daños o a detener los efectos de una acción dañosa ya 
iniciada82. 
3.3. Función sancionadora 
De otro lado, también se sostiene que la responsabilidad civil tiene una función 
sancionadora, llegando a hablarse de daños punitivos y de pena civil. Con ello se 
asume que la reparación civil cumple una  finalidad igual o similar a la de la  pena 
diseñada y desarrollada en la órbita del Derecho penal.   
De Tragzenies Granda refiere que se entienden como “daños punitivos o penas 
civiles“ a ciertas sumas de dinero que los tribunales mandan pagar alas víctimas de 
ciertos ilícitos, que  se suman a las indemnizaciones por daños realmente 
experimentados por el damnificado, que están destinados a punir graves 
inconductas del demandado y a prevenir hechos similares en el futuro, 
asumiéndose como finalidades de estos daños (punitivos o penas civiles) la 
                                                 
82 DE TRAZEGNIES GRANDA, Fernando. Op cit. 
59 
 
  
prevención y punición de  graves  inconductas, el restablecimiento del equilibrio 
emocional de la víctima, la  reprobación social frente  a  las conductas  graves,  la 
protección del  equilibrio  del  mercado así como el desmantelamiento de los 
efectos  de ciertos ilícitos.83 
En relación a las funciones de la responsabilidad civil no discrepamos de 
ningún modo con las apreciaciones y afirmaciones realizadas por los juristas que 
se citaron, pues estos criterios son los que predominan en la doctrina nacional. 
4. Elementos de la responsabilidad civil 
Como es sabido, los requisitos comunes a la responsabilidad civil son la 
antijuricidad, el daño causado, la relación de causalidad y los factores de 
atribución. A continuación desarrollaremos los cada uno de los elementos, ello 
siguiendo los conceptos expuestos por el jurista nacional Lizardo Taboada 
Córdova. 
4.1. Antijuricidad 
El profesor Lizardo Taboada explica que: “La antijuricidad es pues el elemento 
caracterizador de los hechos jurídicos voluntarios ilícitos que originan un supuesto 
de responsabilidad civil, sea contractual o extracontractual, así como respecto de 
los hechos jurídicos voluntarios con declaración de voluntad que constituyen los 
denominados actos jurídicos, la doctrina es unánime en señalar que uno de los 
aspectos fundamentales que los caracterizan es justamente por el contrario  la 
licitud”84. 
                                                 
83Ibídem.  
84 TABOADA CORDOVA, Lizardo. Elementos de la Responsabilidad Civil. Lima. Editorial Grijley. Tercera edición. 
2013, p. 47. 
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La antijuricidad, o mejor dicho, que una conducta es antijurídica no sólo cuando 
contraviene una norma prohibitiva, sino también cuando la conducta viola el 
sistema jurídico en su totalidad, en el sentido de afectar los valores o principios 
sobre los cuales ha sido construido el sistema jurídico. Esto ha llevado a la doctrina 
a señalar que en el ámbito de la responsabilidad civil no rige el criterio de la 
tipicidad en materia de conductas que pueden causar daños y dar lugar a la 
obligación legal de indemnizar, sino que dichas conductas pueden ser típicas, en 
cuanto previstas en abstracto en supuestos de hecho normativos y atípicas en 
cuanto, a pesar de no estar reguladas en esquemas legales, la producción de las 
mismas viole o contravenga el ordenamiento jurídico. Sin embargo, este concepto 
de la antijuricidad, en el sentido de antijuricidad genérica, no se acepta sino el 
ámbito de la responsabilidad extracontractual. 85 
Aclarado el concepto de la antijuricidad el profesor Taboada refiere que existe 
antijuricidad típica y atípica, pues argumenta que no todo hecho antijurídico debería 
estar tipificado o establecido en una norma, como en el caso de los delitos, pues 
para la responsabilidad civil opera otra lógica y algunos supuestos de antijuricidad 
no son expresos o regulados, por ende puede existir hechos antijurídicos atípicos. 
Siguiendo esa línea dogmática desarrollaremos la antijuricidad típica y atípica 
de acuerdo a lo expuesto por el profesor Taboada Córdova. 
4.1.1 Antijuricidad típica 
 Una manera muy sencilla y clara de abordar la noción de antijuricidad o ilicitud 
en la estructura de los hechos jurídicos ilícitos dentro del sistema de 
responsabilidad civil, es haciendo referencia a los supuestos en los cuales resulta 
                                                 
85 Ibídem p.49. 
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evidente la existencia de un supuesto de responsabilidad civil extracontractual, por 
ser la conducta causante del daño, una actividad contraria a Derecho,  no por 
atentar contra el orden público, o las buenas costumbres como los patrones de 
comportamientos socialmente aceptados como válidos o legítimos, sino por 
contravenir una norma jurídica que prohíbe expresa o tácitamente dicha 
conducta86. 
  Así por ejemplo, con independencia de la vinculación entre la pretensión penal 
y la civil, y los problemas procesales que ello origina, resulta muy fácil de entender 
que en cualquier caso de una conducta tipificada como delito, cuando se haya 
causado daño efectivamente, el autor del delito no sólo será responsable 
penalmente, sino también civilmente, siendo merecedor por ello, no sólo de una 
pena, sino también de una obligación de indemnizar a la víctima, impuesta por la 
ley. 
En estos casos para el profesor Taboada la antijuricidad resulta evidente, por 
cuanto se trata del daño causado como consecuencia de una conducta prohibida, 
no permitida por el sistema jurídico y como tal ilícita o antijurídica. Sin embargo, ello 
no nos puede llevar a confundir la responsabilidad penal con la responsabilidad 
civil. Lo que sucede es que en estos casos el problema de la necesidad de la 
antijuricidad se encuentra totalmente resuelto, por cuanto el hecho ilícito que ha 
originado una responsabilidad civil por haber causado un daño, ha sido 
previamente valorado y calificado legalmente como delito, es decir, previsto 
abstractamente en el supuesto de hecho de una norma jurídica como una conducta 
prohibida o antijurídica que origina una responsabilidad penal. Obviamente, esta 
                                                 
86 Ibídem p.52. 
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antijuricidad directa, que podríamos calificar de antijuricidad típica, por estar 
prevista en la norma jurídica, no sólo es resultado de una conducta tipificada 
legalmente como un delito penal, sino que también puede resultar de una conducta 
que no esté permitida, sin que la misma llegue a constituirun delito, por tratarse 
simplemente de una conducta no permitida por el Derecho Privado87. 
El jurista Taboada manifiesta que “En nuestro medio existe el prejuicio, 
infundado y generalizado, de que sólo es posible hablar de antijuricidad típica en 
los casos de conductas delictivas, como si las únicas conductas que estuvieran 
prohibidas por el ordenamiento jurídico, fueran aquellas tipificadas como delitos, 
olvidándose que existen muchas conductas prohibidas expresa o tácitamente por 
normas de derecho privado, sin ninguna implicancia de orden penal y que son en 
esencia, y al igual que las otras, conductas perfectamente antijurídicas. La 
antijuricidad típica o tipificada legalmente, que supone siempre una previsión en 
abstracto dentro del supuesto de hecho de una norma jurídica de una determinada 
conducta como prohibida o no permitida, no es únicamente resultado de las normas 
que tipifican delitos, es decir, hechos ilícitos que originan una responsabilidad 
penal, sino también de todas las normas de derecho privado que directamente 
prohíben determinadas conductas”88. 
 Para nosotros son claras las concepciones expuestas por el profesor Taboada 
respecto a la antijuricidad típica, no existiendo dudas al respecto. 
4.1.2 Antijuricidad atípica 
                                                 
87 Ibídem p.52. 
88 Ibídem p.53. 
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El jurista citado líneas arriba expresa: “La antijuricidad atípica o genérica no 
sólo es un concepto que se impone por la misma lógica del sistema, que no exige 
un vínculo obligacional previo entre los sujetos, sino por la misma necesidad de 
reparar o indemnizar daños que sean consecuencia de cualquier conducta, aun 
cuando la misma no se encuentre prohibida expresa o tácitamente por norma 
jurídica”89. 
La antijuricidad atípica o genérica es justamente lo que caracteriza la 
responsabilidad civil, y que permite diferenciarla nítidamente de la responsabilidad 
penal. La única manera de establecer cuándo una conducta está prohibida 
genéricamente, es en nuestra opinión, acudiendo al artículo V del título preliminar 
del Código Civil, y adicionalmente al criterio de valoración social en una 
determinada sociedad y en un momento histórico determinado. 
Con relación al artículo V del Título Preliminar del Código Civil, aun cuando el 
mismo hace referencia directa al concepto de la nulidad virtual en expresa 
concordancia con el inciso 8 del artículo 219, por cuanto dispone expresamente 
que es nulo el acto jurídico contrario a las leyes que interesan al orden público o a 
las buenas costumbres, en nuestra opinión esta norma de carácter principista y 
genérico nos permite deducir que el concepto de antijuricidad o ilicitud no sólo es 
típico en el ámbito del Derecho privado, sino también genérico o atípico.  Más aún, 
en nuestra opinión este artículo V es la norma fundamental que consagra la noción 
de ilicitud o antijuricidad en el derecho privado. Antijuricidad que en el Derecho 
Privado no sólo  tiene relevancia en el campo de la ineficacia de los actos jurídicos 
y contratos, sino también en el campo de la responsabilidad civil.  Dicho de otro 
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modo, es en base a esta norma genérica, que se puede afirmar con toda seguridad 
que existe una antijuricidad atípica90. 
La explicación que expresa el profesor Lizardo Taboada es la siguiente: “Si 
bien es cierto que la norma tiene como propósito directo, el sancionar con nulidad a 
los actos jurídicos cuyo contenido  sea contrario al orden público o a las buenas 
costumbres, la razón de ser de esta nulidad, que hemos calificado de virtual o 
tácita, radica precisamente en que se privan de efectos jurídicos a los actos 
jurídicos cuyo contenido es ilegítimo, ilícito, justamente por ser contrario al orden 
público o a las buenas costumbres, ya que el ordenamiento jurídico considera que 
no merecen la tutela legal y por ende el producir efectos jurídicos todos aquellos 
comportamientos voluntarios del hombre que sean ilícitos por contravenir el orden 
público o las buenas costumbres”91. 
En otras palabras, la razón de ser de la nulidad, genérica por cierto, es el que 
se trata de actos jurídicos cuyo contenido o finalidad es ilícita, por no estar en 
concordancia con los principios fundamentales que conforman el orden público, o 
las reglas de convivencia social aceptadas por todos los miembros de una 
comunidad en un momento histórico determinado que conforman lo que legalmente 
se denominan “buenas costumbres”.  Tal es la importancia del tema sobre la ilicitud 
o antijuricidad en el ámbito del acto jurídico y por ende de los contratos, que el 
legislador ha decidido privarlos de eficacia jurídica dentro de una norma ubicada en 
el título preliminar del Código Civil, vale decir en su puerta de entrada, en el 
entendimiento de los comportamientos ilícitos no merecen la tutela y el amparo 
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legal, precisamente por no estar de acuerdo con lo que se busca en una 
determinada sociedad.  No se olvide que los actos jurídicos y los contratos se 
caracterizan entre otros aspectos, por tratarse de hechos jurídicos voluntarios 
lícitos conformados por una o más declaraciones de voluntad productoras de 
efectos jurídicos.92 
En tal sentido prosigue el jurista Taboada que es deber fundamental del 
sistema jurídico establecer que el acto jurídico será nulo cuando su contenido sea 
ilícito, por atentar contra las normas imperativas, el orden público o las buenas 
costumbres. Si la licitud es uno de los aspectos fundamentales de la estructura de 
los actos jurídicos y contratos, no cabe duda que será necesario señalar que los 
mismos serán nulos cuando su contenido sea ilícito. Es pues deber fundamental 
del sistema jurídico establecer normativamente la ineficacia estructural de los actos 
jurídicos cuyo contenido sea ilícito.93 
Pues bien, de la misma norma se desprende la intención normativa de 
establecer en una norma genérica el concepto privado de ilicitud o antijuricidad, 
pues si bien es cierto que una conducta ilícita no podrá nunca producir efectos 
jurídicos queridos o deseados por los sujetos, con mayor razón se puede afirmar, 
sin dudas de ninguna clase, que cuando se cause daño por intermedio de una 
conducta que atente contra el orden público o las buenas costumbres, existirá o 
nacerá en el mundo del Derecho la obligación legal de indemnizar a cargo del autor 
de esta conducta, sin que sea necesario precisar si la conducta se encuentra o no 
específicamente prohibida o sancionada por una norma jurídica determinada.   
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En otros términos, mediante una norma dirigida a sancionar con nulidad los 
actos jurídicos con contenido ilícito, el ordenamiento jurídico peruano de manera 
indirecta está consagrando un concepto genérico de antijuricidad o ilicitud, 
aplicable por cierto a la responsabilidad civil extracontractual, no así a la 
contractual u obligacional, por las razones explicadas precedentemente. Concepto 
genérico de ilicitud que le da contenido propio a los artículos 1969 y 1970, en 
concordancia obviamente con el artículo 1971, comentado también anteriormente94.
  
En consecuencia, no sólo se debe hablar de responsabilidad civil 
extracontractual, cuando se haya causado daño mediante conductas prohibidas por 
normas jurídicas específicas, con contenido penal o sin él, sino también en todos 
los demás casos en los cuales la conducta, aún cuando no esté prevista 
específicamente en una norma jurídica,  por sí misma sea contraria a derecho o 
antijurídica por contravenir el orden público o las buenas costumbres.  Si este 
razonamiento se hace sin problemas para el caso de los actos jurídicos decretando 
su nulidad, con mayor razón para el caso del resarcimiento de daños en la 
responsabilidad extracontractual. Sobre todo si se tiene en cuenta que la 
antijuricidad es uno de los aspectos estructurales de todos los hechos jurídicos 
ilícitos.95 
Sería inimaginable, por cierto, un sistema jurídico de responsabilidad civil 
extracontractual, en el cual sólo se pudieran indemnizar daños causados por 
conductas típicamente ilícitas o antijurídicas, pues un sistema de dicha naturaleza 
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no cumpliría su función fundamental, cual es la de reparar a las víctimas  de los 
daños que otros les hubieren causado en su vida de relación dentro de una 
determinada sociedad96. 
El principio de legalidad en el derecho privado no se sustenta en el concepto de 
la tipicidad legal, como sucede en el derecho público. De esta manera, así como 
existen contratos atípicos, existen también hechos jurídicos ilícitos atípicos. En el 
campo de la responsabilidad penal por el contrario el principio de legalidad se 
construye sobre la noción de tipicidad, razón por la cual la antijuricidad penal 
siempre es una tipificada legalmente. 
Tampoco debe olvidarse que además de esta ilicitud genérica del artículo V del 
título preliminar, la antijuricidad también puede ser el resultado, no de una conducta 
que atente contra el orden público o las buenas costumbres, sino de un 
comportamiento que sea considerado socialmente como no permitido97. 
No debe olvidarse que la responsabilidad civil se aplica a la conducta de los 
hombres en su vida de relación en una determinada sociedad, y que la sociedad, al 
igual que su sistema jurídico, establece también patrones de conducta, los cuales 
no se agotan con el concepto de buenas costumbres. 
En conclusión, desde el punto de vista del jurista Lizardo Taboada, “La 
antijuricidad es una noción fundamental, de la cual no se puede prescindir en el 
sistema de la responsabilidad civil, contractual o extracontractual,  menos aún 
podría reemplazarse por la noción más genérica aún del daño injusto, que fue 
construida en la doctrina italiana sobre la base de lo dispuesto en el Código Civil 
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italiano, y cuyo significado está referido directamente a la noción de antijuricidad 
atípica o genérica que hemos desarrollado. En la medida que el Código Civil 
peruano no hace referencia en absoluto al concepto del daño injustamente sufrido, 
no es necesario hacer referencia a esta noción, consagrada legalmente en el 
sistema jurídico italiano. Basta con construir y deducir nuestra noción de 
antijuricidad o ilicitud, con las normas que encontramos en nuestro sistema jurídico, 
llegando a la noción de antijuricidad atípica o genérica. De esta forma se le 
concede al sistema de responsabilidad civil peruano la medida exacta de su 
importancia, diferenciándolo perfectamente del sistema de la responsabilidad 
penal, sin copiar conceptos y leyes extranjeras, y sobre la base de una 
interpretación integral y sistemática de nuestras propias normas jurídicas”98. 
 La antijuricidad es pues uno de los aspectos fundamentales de la estructura de 
los hechos jurídicos ilícitos que originan una responsabilidad civil en el sistema 
jurídico nacional, que se impone por la propia fuerza de la naturaleza jurídica de los 
mismos hechos jurídicos ilícitos y por la interpretación sistemática de nuestras 
normas jurídicas. 
4.2. Daño causado 
 El segundo aspecto fundamental de la responsabilidad civil en términos 
genéricos es el daño causado; siendo éste el aspecto fundamental, no único, de la 
responsabilidad civil contractual o extracontractual. Pues se entiende que en 
ausencia de daño no hay nada que reparar o indemnizar y por ende no hay ningún 
problema de responsabilidad civil. Tan importante es este aspecto del daño 
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producido, que hay quienes han preferido denominar con mucho acierto la 
responsabilidad civil como "derecho de daños”. 
Taboada Córdova expresa que se entiende por daño a “La lesión a todo 
derecho subjetivo, en el sentido de interés jurídicamente protegido del individuo en 
su vida de relación, que en cuanto protegido por el ordenamiento jurídico, se 
convierte justamente en derecho subjetivo, esto es un derecho en el sentido formal 
y técnico de la expresión”.99 
Ahora bien, se han propuesto en la doctrina muchas definiciones o intentos de 
definir el daño que origina una responsabilidad civil. Sin embargo, refiere Taboada 
que la fórmula más exacta es aquella que define el daño  jurídicamente 
indemnizable como toda lesión a un interés jurídicamente protegido, bien se trate 
de un derecho patrimonial o extrapatrimonial. En tal sentido, los daños pueden ser 
patrimoniales o extrapatrimoniales. Serán daños patrimoniales las lesiones a los 
derechos patrimoniales y serán daños extrapatrimoniales las lesiones a los 
derechos  de dicha naturaleza, como en el caso específico de los sentimientos 
considerados socialmente dignos o legítimos y por ende merecedores de la tutela 
legal, cuya lesión origina un supuesto de daño moral. Del mismo modo, las lesiones 
a la integridad física de las personas, a su integridad psicológica y a sus proyectos 
de vida, originan supuestos de daños extrapatrimoniales, por tratarse de intereses 
jurídicamente protegidos, reconocidos como derechos extrapatrimoniales100. 
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Como ya se han delimitado cuales son las clases de daños reproduciremos lo 
definido por el profesor Taboada Córdova en lo que respecta a las categorías del 
daño patrimonial, así como del daño extrapatrimonial. 
4.2.1 Categorías del daño patrimonial 
 El profesor Taboada refiere que en la doctrina existe unanimidad en que 
existen dos categorías de daño patrimonial,  que son de aplicación tanto al campo 
contractual como extracontractual: el daño emergente y el lucro cesante. Se 
entiende por daño emergente la pérdida patrimonial efectivamente sufrida y por 
lucro cesante la renta o ganancia frustrada o dejada de percibir. 
 Estas dos categorías de daño patrimonial se aplican con el mismo significado 
tanto al sistema de responsabilidad civil contractual como extracontractual, estando 
ambas reconocidas legalmente en nuestro código civil.  En tal sentido, el artículo 
1321 del Código Civil con relación a la responsabilidad civil contractual u 
obligacional nos dice lo siguiente101:  
“Queda sujeto a la indemnización de daños y perjuicios quien no ejecuta sus 
obligaciones por dolo, culpa inexcusable o culpa leve. El resarcimiento por la 
inejecución de la obligación o por su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso, 
comprende tanto el daño emergente como el lucro cesante, en cuanto sean 
consecuencia inmediata y directa de tal inejecución”  
Del mismo modo, con relación a la responsabilidad extracontractual el artículo 
1985 dispone en forma expresa: 
“La indemnización comprende las consecuencias que deriven de la acción u 
omisión generadora del daño, incluyendo el lucro cesante, el daño a la persona y el 
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daño moral, debiendo existir una relación de causalidad adecuada entre el hecho y 
el daño producido”.  
 Obviamente, cuando el artículo 1985 se refiere a las consecuencias que 
deriven de la acción u omisión generadora del daño está aludiendo directamente a 
la pérdida patrimonial sufrida efectivamente por la conducta antijurídica del autor o 
coautores, es decir, a la noción de daño emergente. De esta forma, queda 
claramente demostrado que en el sistema jurídico nacional el daño patrimonial 
comprende las dos categorías antes mencionadas, bien se trate del ámbito 
extracontractual y contractual, teniendo en ambos casos el mismo significado.  
No debe olvidarse que el daño es el mismo en los dos campos de la 
responsabilidad civil y que la única diferencia se encuentra en que en un caso el 
daño es producto de una conducta que contraviene el deber jurídico genérico de no 
causar daño a los demás y en el otro caso de una conducta que contraviene una 
obligación previamente pactada102. 
Reproduciremos un ejemplo que expresa el profesor Taboada que refiere: Si 
como consecuencia de un accidente de tránsito, una persona pierde el vehículo 
que utilizaba como instrumento de trabajo para hacer taxi, el daño emergente 
estará conformado por el costo de reposición del vehículo siniestrado, mientras que 
el lucro cesante, por los montos que el taxista dejará de percibir por su trabajo 
como taxista con el vehículo. 
Como es también evidente, y lo hemos explicado en los puntos anteriores, no 
basta la producción de un daño, pues es también necesaria la relación de 
causalidad y la concurrencia de los respectivos factores de atribución. Sin 
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embargo, debe quedar claramente establecido que si no hay daño debidamente 
acreditado, no existirá ningún tipo de responsabilidad civil103. 
4.2.2 Categorías del daño extrapatrimonial 
Ahora bien, a diferencia de lo que sucede con el concepto y las categorías del 
daño patrimonial,  respecto al daño extrapatrimonial existen en la doctrina diversas 
orientaciones, lo que ha originado una gran discusión y enorme debate, hasta hoy 
no concluido,  pues para algunos juristas la única categoría de este daño es el 
daño a la persona y para otros por el contrario existen dos categorías: el daño 
moral y el daño a la persona. Sin embargo a efectos de la presente investigación 
reproduciremos lo esgrimido por el jurista Lizardo Taboada. 
4.2.2.1 El daño moral 
 El profesor Taboada Córdova expresa que por daño moral se entiende la lesión 
a los sentimientos de la víctima y que produce un gran dolor o aflicción o 
sufrimiento en la víctima. Así, por ejemplo, se entiende que en los casos de la 
muerte de una persona, los familiares sufren un daño moral por la pérdida del ser 
querido, bien se trate del cónyuge, hijos, padres y familiares en general.  
Sin embargo, para que se pueda hablar de daño moral  no basta la lesión a 
cualquier sentimiento, pues deberá tratarse de un sentimiento considerado 
socialmente digno y legítimo, es decir aprobado por la conciencia social, en el 
sentido de la opinión común predominante en una determinada sociedad en un 
momento histórico determinado y por ende considerado digno de la tutela legal. 
Como se podrá comprender fácilmente la categoría del daño moral presenta 
dos grandes problemas: el primero de ellos referido a la forma de acreditarlo o 
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probarlo y el segundo referido a la manera de cuantificarlo. Se entenderá también 
con facilidad que la prueba del daño moral será a veces muy difícil, dado que no 
todas las personas expresan sus sentimientos o emociones, o como sucede 
también es fácil a veces para algunas personas simular sufrimientos o lesiones a 
los sentimientos sin que existan realmente, además sucede en muchos casos que 
los sufrimientos severos son resistidos con fortaleza sin ninguna alteración en la 
salud o aspecto físico del sujeto. Ante esta enorme dificultad, la jurisprudencia 
peruana ha optado por presumir que en los casos de fallecimiento de una persona, 
el cónyuge y los hijos sufren necesariamente un daño moral. Fórmula que si bien 
nos parece saludable en un aspecto, nos parece perjudicial en el sentido que evita 
que se concedan sumas importantes en concepto de indemnización por daño moral 
al prescindir de la prueba del mismo. Sin embargo, lo saludable de esta presunción 
es que se trata de una manera ingeniosa de evitar las dificultades en la probanza 
del daño moral104. 
4.2.2.2 El daño a la persona 
Para un sector de la doctrina el daño a la persona es la lesión a la integridad 
física del sujeto, por ejemplo, la pérdida de un brazo, una lesión severa que 
produzca parálisis, etc, o una lesión a su aspecto o integridad psicológica, mientras 
que para otros el daño a la persona constituye la frustración del proyecto de vida, 
como aferradamente sostiene el profesor Fernández Sessarego. 
Así, por ejemplo, los casos típicos que utilizan estos autores de frustración del 
proyecto de vida,  hacen referencia a la  pérdida de uno o varios dedos para un 
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pianista, de una pierna para una bailarina o jugador profesional de algún deporte 
rentado, etc.105 
Para Taboada Córdova la fórmula más sencilla y adecuada para entender el 
significado de daño a la persona es estableciendo que se produce dicho daño 
cuando se lesione la integridad física del sujeto, su aspecto psicológico y/o su 
proyecto de vida, todo lo cual deberá ser obviamente acreditado. 
No obstante lo cual, en lo relativo a la frustración del proyecto de vida, no se 
trata de cualquier posibilidad de desarrollo de una persona, que puede ser incierta, 
sino que deberá tratarse de la frustración de un proyecto evidenciado y en proceso 
de ejecución y desarrollo que se frustra de un momento a otro. No se debe 
confundir proyecto de vida, con cualquier posibilidad respecto de la cual no exista 
ningún tipo de evidencia comprobada. 
Como tampoco se debe confundir proyecto de vida con las simples 
motivaciones de los sujetos. Desde el punto de vista de citado profesor, la fórmula 
integral que plantea, le parece la más razonable y lógica para entender la noción de 
daño a la persona, por cuanto la persona no es únicamente un cuerpo, sino 
también una mente, y en muchos casos supone un proyecto de vida evidenciado 
por hechos y conductas concretas.106 
El profesor sostiene que “La regulación del Código Civil peruano mantiene la 
diferencia entre ambas categorías de daños, lo que significa que hoy por hoy no 
podemos adherirnos a la posición que sostiene que el daño moral debe 
desaparecer para referirnos solamente al daño a la persona. El hecho que sea muy 
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difícil probar el daño moral y cuantificarlo, no significa que deba ser eliminado como 
categoría de daño jurídicamente indemnizable”. 
Como es también evidente, en el caso del daño a la persona el problema 
fundamental no es tanto la prueba del mismo como su cuantificación, en cuyo caso 
el Juez deberá acudir también necesariamente al criterio de conciencia y 
equidad107. 
En torno a este aspecto de la responsabilidad civil no enunciamos una 
consideración propia pues dado el carácter complejo de las concepciones en esta 
materia ensayar una posición seria algo descabellado, además de que implicaría 
abordar cuestiones ajenas al punto central de la investigación. 
 
4.3. Relación de causalidad 
En lo relativo a la relación de causalidad el jurista Taboada Córdova refiere que 
esta misma es un requisito de toda la responsabilidad civil, pues si no existe una 
relación jurídica de causa a efecto entre la conducta típica o atípica y el daño 
producido a la víctima, no habrá responsabilidad de ninguna clase. La diferencia de 
regulación legal en nuestro Código Civil radica que en el campo extracontractual se 
ha consagrado en el mismo artículo 1985 la teoría de la causa adecuada, mientras 
que en el contractual en el mismo artículo 1321 la teoría de la causa inmediata y 
directa. 
Pues bien, habiendo establecido la necesidad de este tercer requisito de la 
responsabilidad civil, corresponde ahora determinar el sentido de la noción de 
causa adecuada para poder entender el significado de la relación causal en el 
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campo de la responsabilidad civil extracontractual. En este sentido el profesor 
Taboada se plantea la siguiente pregunta ¿cuándo se debe entender que una 
conducta es causa adecuada de un determinado daño?.108 
La respuesta a esta interrogante es la siguiente: para que una conducta sea 
causa adecuada de un daño es necesario que concurran dos factores o aspectos: 
un factor in concreto y  un factor in abstracto. 
El  aspecto in concreto debe entenderse en el sentido de una relación de 
causalidad física o material, lo que significa que en los hechos la conducta debe 
haber causado el daño, es  decir,  el daño causado debe ser consecuencia fáctica 
o material de la conducta antijurídica del autor. Sin embargo, no basta la existencia 
de este factor, pues es necesaria la concurrencia del factor in Abstracto para que 
exista una relación de causalidad adecuada. Este segundo factor debe entenderse 
en los términos siguientes: la conducta antijurídica abstractamente considerada, de 
acuerdo a la experiencia normal y cotidiana, es decir, según el curso normal y 
ordinario de los acontecimientos, debe ser capaz o adecuada para producir el daño 
causado. Si la respuesta a esta interrogante es negativa, no existirá una relación 
causal, aun cuando se hubiere cumplido con el factor in concreto. Es pues 
necesaria la concurrencia de ambos factores para que se configure una relación de 
causalidad adecuada109. 
4.4. Factores de Atribución: 
Finalmente, tenemos que referirnos, muy brevemente, a los factores de 
atribución, que son aquellos que determinan finalmente la existencia de la 
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responsabilidad civil, una vez que se han presentado, en un supuesto concreto de 
un conflicto social, los requisitos antes mencionados de la antijuricidad, el daño 
producido y la relación de causalidad. El jurista Lizardo Taboada sostiene que en 
materia de responsabilidad contractual el factor de atribución es la culpa, mientras 
que en el campo extracontractual, de acuerdo al Código actual son dos los factores 
de atribución: la culpa y el riesgo creado. En el campo contractual la culpa se 
clasifica en tres grados: la culpa leve, la culpa grave o inexcusable y el dolo, 
mientras que en el lado extracontractual se habla únicamente de culpa y también 
de riesgo creado. Estos dos factores de atribución se encuentran consagrados 
independientemente en los artículos 1969 y 1970 respectivamente.110 
El mejor camino para comprender la temática de los factores de atribución -nos 
parece- es el indicar en primer lugar que hay dos sistemas de responsabilidad civil 
extracontractual en la legislación comparada y en la doctrina universal y también en 
el Código Civil peruano: el sistema subjetivo y el sistema objetivo, cada uno de 
ellos construido o fundamentado sobre diferentes factores de atribución. Por ello 
los factores de atribución de los sistemas subjetivos reciben también la calificación 
de factores de atribución subjetivos y los correspondientes a los factores de 
atribución de los sistemas objetivos merecen la calificación de factores de 
atribución objetivos. 
5. El derecho a la indemnización y daños indemnizables 
Como ya se mencionó líneas arriba la responsabilidad civil tiene como finalidad 
que se indemnice económicamente a un ente que ha sufrido un menoscabo de 
índole patrimonial o extra patrimonial siempre y cuando se configuren los 
                                                 
110Ibídem., p.43. 
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elementos de la responsabilidad civil, el derecho a la indemnización tiene su 
sustento en la reparación del daño causado, pues cualquier lesión debe ser 
indemnizada o compensada económicamente, así el jurista Lizardo Taboada 
explica que daños son los que puede ser materia de resarcimiento. 
En el campo extracontractual, el monto indemnizatorio no depende del grado 
de culpabilidad del autor del daño, sino únicamente de la existencia de una relación 
de causalidad adecuada, en tanto y en cuanto se indemnizan todos los daños 
siempre que sean consecuencia de una relación de causalidad adecuada.  
Esto significa que en el ámbito extracontractual se indemnizan todos los daños 
y no interesa la calificación de previsibles e imprevisibles, como tampoco el que 
sean consecuencia inmediata y directa o no de la conducta antijurídica. 
Este principio recibe la denominación de reparación integral y se encuentra 
claramente establecido en el artículo 1985 que hemos examinado anteriormente. 
De esta forma, pues, llegamos a diferenciar claramente los criterios para 
cuantificar o calcular los montos indemnizatorios en ambos sistemas de 
responsabilidad civil, debiendo quedar muy en claro que en el campo contractual el 
monto indemnizatorio depende fundamentalmente del grado de culpabilidad, 
mientras que en el extracontractual depende exclusivamente de la relación de 
causalidad adecuada, siendo indiferente la calificación jurídica del daño y el grado 
de culpabilidad del autor de la conducta antijurídica. 
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CAPÍTULO IV 
EJERCICIO DEL DERECHO  A LA INDEMNIZACIÓN EN LA VÍA CIVIL 
POSTERIOR AL COBRO DE UNA REPARACIÓN CIVIL IRRISORIA 
En esta penúltima sección de la presente investigación desarrollaremos el 
ámbito del ejercicio del derecho a la indemnización en el proceso civil posterior al 
cobro de una reparación civil, como ya mencionamos en el capítulo I el Código 
Procesal Penal regula una prohibición que consiste en que aquella persona que 
resulte perjudicada con un delito solo puede ejercer la acción civil bien en el 
proceso penal o de modo contrario en la vía extrapenal. 
Como ya se argumentó en el aludido capitulo supuestamente esta restricción 
se estableció con un fin de economía procesal, para evitar que se postulen la 
pretensión penal y civil por separado y estas puedan ser dilucidadas dentro de un 
mismo proceso. 
El inconveniente surge cuando el juez penal no otorga un monto de reparación 
civil razonable y acorde al daño causado por delito, bajo la lógica de interpretar 
literalmente la norma procesal penal se deberían rechazar o desestimar las 
demandas civiles interpuestas posterior a un pronunciamiento judicial en sede 
penal, en efecto eso sucedió en primera o segunda instancia en los procesos 
judiciales que se me comentaran en el presente título, en dichas causas la Corte 
Suprema se pronunció al respecto y estableció la posibilidad de que se pueda 
ejercer el derecho a la indemnización a pesar de ya haberse atesorado un monto 
reparatorio.  
Al respecto un grupo de magistrados han cuestionado esta posibilidad 
desarrollada por la Corte Suprema arguyendo que se vulneraria la cosa juzgada 
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establecida en el proceso penal y que el demandar un segundo monto económico 
resarcitorio significaría el ejercicio abusivo del derecho, en las siguientes líneas se 
despejaran las dudas al respecto.  
 
1. La Casación Nº1221-2010-Amazonas y el ejercicio del derecho a la 
indemnización frente a la cosa juzgada 
La Sentencia Casatoria N°1221-2010-Amazonas, del 13 de marzo de 2012111, 
emitida por la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia, en síntesis 
estipula que “(…) el cobro de la reparación civil determinada en la vía penal no 
excluye el cobro de los daños y perjuicios en la vía civil”. 
1.1 Hechos contenidos en la Ejecutoria Suprema 
Conforme al contenido de la propia Ejecutoria Suprema materia de análisis, los 
hechos consisten en el atropello sufrido por la demandante Juana Zabarburu 
Mendoza por uno de los vehículos de propiedad de la Municipalidad Provincial de 
Chachapoyas conducido por uno de sus empleados, que habría actuado 
negligentemente y sin contar con la respectiva licencia de conducir, habiéndole 
causado daños en el brazo que finalmente generaron la amputación de dicha 
extremidad superior. Por lo que la demandante, ante la vía civil, solicito una 
indemnización de 230,777 nuevos soles por concepto de daño a la persona, daño 
emergente, lucro cesante y daño moral. 
En el proceso penal seguido contra el autor de los hechos, la agraviada se 
constituyó como parte civil y se impuso al imputado, solidariamente con la propia 
                                                 
111 Casación Nº N°1221-2010-Amazonas,del 13 de marzo de 2012 , emitida por la Sala Civil Permanente de la 
Corte Suprema de Justicia, publicada en el Diario Oficial El Peruano el 30/12/2012. 
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municipalidad provincial (tercero civil), el pago de 5,000 nuevos soles por concepto 
de reparación civil. Al no considerar suficiente esta cantidad para reparar el daño 
causado, la agraviada interpuso la acción civil resarcitoria materia de la sentencia 
casatoria en comentario. 
1.2 Decisiones jurisdiccionales de primera y segunda instancia 
El juzgado de primera instancia, declaro fundada en parte la demanda 
ordenando el pago de 51,186 nuevos soles a favor de la agraviada, estableciendo 
como factor de atribución de la responsabilidad civil el riesgo creado con la puesta 
en funcionamiento de un bien riesgoso. 
La sentencia de segunda instancia, dictada por la Sala Superior, revoco la 
decisión de primera instancia y declaro infundada la demanda, aduciendo que la 
demandante se ha constituido en parte civil en el proceso penal instaurado, contra 
el causante del daño por el delito de lesiones culposas graves, por lo que en dicho 
proceso la agraviada ya agoto su pretensión indemnizatoria, deviniendo en 
infundada la acción civil interpuesta, al existir un proceso anterior que impide la 
concurrencia de otro en el que estén presentes las identidades propias de la cosa 
juzgada, tanto en lo subjetivo como en lo objetivo, conforme al artículo 438 inciso 3 
del Código Procesal Civil. 
1.3 Fundamentos de la Ejecutoria Suprema 
 Al elevarse en revisión la sentencia de segunda instancia, la Sala Civil 
Permanente de la Corte Suprema declaro fundado el recurso de casación por la 
causal relativa a la infracción normativa de carácter procesal, que incide 
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directamente sobre la decisión contenida en la resolución impugnada, con base a 
los siguientes fundamentos: 
a) Para determinar la existencia, al mismo tiempo, de dos o más relaciones 
procesales sobre el mismo objeto deben configurarse la triple identidad: de 
personas, petitorio material del proceso y causa o motivo que fundamenta el 
proceso. 
b) Que de autos no se observa la triple identidad alegada por el ad quem, en tanto 
que en el proceso penal seguido contra los codemandados, se busca la sanción al 
infractor de la ley penal ante la comisión de un hecho que la sociedad y la ley 
consideran repudiable y reprimible, mientras que en el proceso civil la 
responsabilidad responde a una lógica distinta, pues se busca determinar quién 
debe asumir el daño ocasionado producto de determinada situación jurídica. 
c) Si bien en el proceso penal se ha fijado 5,000 nuevos soles como monto de la 
reparación civil, en dicho proceso no se ha analizado con toda amplitud toda la 
gama de daños como el daño moral, daño a la persona, daño emergente y 
lucro cesante que debe ser materia de pronunciamiento por parte del juez 
civil. 
d) Por lo tanto, el cobro de la reparación civil determinada en la vía penal no 
excluye el cobro de los daños y perjuicios en la vía civil (incluso cuando el 
agraviado se haya constituido en actor civil en el proceso penal). 
1.4. Análisis de la sentencia casatoria y de la cosa juzgada. 
A efectos de que se pueda analizar de mejor manera la sentencia aludida 
procederemos a determinar una concepción clara de la cosa juzgada. 
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1.4.1 La Cosa Juzgada 
Montero Aroca  define  a  la  cosa  juzgada  como  “la  fuerza  que  el  
ordenamiento jurídico concede al resultado de la actividad jurisdiccional declarativa, 
fuerza que consiste en la subordinación a los resultados del proceso y que se 
resuelve en la irrevocabilidad de la decisión judicial”. 
Si bien es cierto se define a la cosa juzgada como afirmación de una voluntad 
concreta de la ley, es usual emplear dicho término en otras acepciones. Nos dice 
que es común usar el término de cosa juzgada en dos sentidos: como estado 
jurídico y como efecto de ciertas resoluciones. A cada una de estas acepciones les 
corresponden las siguientes frases: “hay cosa juzgada” y “tiene el efecto de cosa 
juzgada”. Sin embargo, precisa que ambos sentidos se encuentran relacionados 
entre sí: la conexión se establece en que el estado jurídico de cosa juzgada al que 
puede llegar un asunto se produce a consecuencia de una decisión jurisdiccional, 
es decir, de una resolución judicial112. 
La cosa juzgada es un derecho y una garantía, bajo esa óptica el Tribunal 
Constitucional estableció que “La garantía de la cosa juzgada se instituye el 
derecho de todo justiciable, en primer lugar, a que las resoluciones que hayan 
puesto fin al proceso judicial no puedan ser recurridas mediante nuevos medios 
impugnatorios, ya sea porque estos han sido agotados o porque ha transcurrido el 
plazo para impugnarla; y, en segundo lugar, a que el contenido de las resoluciones 
que hayan adquirido tal condición no pueda ser dejado sin efecto ni modificado, sea 
                                                 
112 Vilela Carbajal, Karla, El Debido Proceso, Estudios sobre derechos y garantías procesales, primera edición año 
2012. Lima, Editorial Gaceta Jurídica, pág.254 
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por actos de otros poderes públicos, de terceros o, incluso, de los mismos órganos 
jurisdiccionales que resolvieron el caso en el que se dictó”113. 
Cuando se señala que un pronunciamiento adquiere la calidad de cosa 
juzgada, quiere decir que éste debe ser ejecutado en sus propios términos, y no 
puede ser dejado sin efecto ni tampoco ser objeto de alteraciones o modificaciones 
posteriores por parte de particulares, funcionarios públicos e incluso jueces 
encargados de su ejecución [FJ. 3]114. 
La cosa juzgada proscribe que las autoridades distorsionen el contenido o 
realicen una interpretación parcializada de las resoluciones judiciales que hayan 
adquirido tal cualidad. Cualquier práctica en ese sentido debe ser sancionada 
ejemplarmente, recayendo la sanción respectiva no sólo respecto de la institución 
de la que emana la decisión sino también respecto de los que actúan en su 
representación [FJ. 4]115. 
Para que opere la cosa juzgada deben concurrir tres elementos en el proceso 
fenecido, cuya tramitación se pretende nuevamente: 1) los sujetos 
(eadempersonae); 2) el objeto (eadem res), y 3) la causa (eadem causa petendi). 
Una segunda consideración es que la sentencia del proceso fenecido haya resuelto 
la pretensión (objeto) que se plantea en proceso posterior.116 
Esclarecido el ámbito conceptual de la cosa juzgada procederemos a realizar el 
análisis de la sentencia casatoria. 
1.4.2 Examen de la casación Nº 1221-2010-Amazonas 
                                                 
113 Fundamento jurídico 2 de la Sentencia del Tribunal Constitucional emitida en el Exp. N.° 01182-2010-PA/TC. 
114 Ibídem. FJ. 3. 
115 Ibídem. FJ. 4. 
116 Ibídem. FJ. 5. 
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a) En cuanto a que debe determinarse la triple identidad: de personas, petitorio 
material del proceso y causa o motivo que fundamenta, obviamente es el criterio a 
tenerse en cuenta para establecer si sobre los mismos hechos existe o no doble 
proceso y si se afecta o no la cosa juzgada; por lo que ello no merece mayor 
análisis ni comentario crítico alguno. 
b) El problema se presenta cuando la Sala Suprema aduce que en el proceso 
penal seguido contra los codemandados se busca la sanción al infractor de la ley 
penal ante la comisión de un hecho que la sociedad y la ley consideran repudiable 
y reprimible, mientras que el proceso civil la responsabilidad responde a una lógica 
distinta. 
En este extremo el Fiscal Supremo Gálvez Villegas comentando la sentencia 
en mención refiere “Cuando el agraviado se constituye en actor civil, también se 
ventila la pretensión civil resarcitoria que da contenido a la acción civil, y 
consecuentemente, con la sentencia definitiva que se dicte al respecto, se resuelve 
y agota toda pretensión resarcitoria a favor del agraviado. Pues, esta acción puede 
ventilarse en el proceso penal o reservarse la vía para ejercitarse en el proceso 
civil. Consecuentemente, esta afirmación de la Sala Suprema resulta totalmente 
contraria a Derecho”117. 
En este aspecto discrepamos con el citado autor pues confunde la reparación 
civil con la indemnización de daños y perjuicios, estas son instituciones jurídicas 
diferentes pues difieren en contenido, por un lado la reparación civil puede contener 
la restitución del bien o su pago en valor económico y la indemnización por daños y 
                                                 
117GALVEZ VILLEGAS, Tomas Aladino. En el artículo Posibilidad de recurrir a la vía civil  luego de concluido el 
proceso penal en el que el agraviado se ha constituido en actor civil y se ha amparado su pretensión. En la revista 
Gaceta Penal & Procesal Penal, Tomo 39. Lima. Gaceta Jurídica, 2012. p.138. 
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perjuicios, en cambio en el proceso civil la indemnización solo se fija en un monto 
económico determinado. 
El citado autor continua sustentando su posición de la siguiente forma: “La 
obligación resarcitoria a cargo del agente del delito (cuya determinación se solicita 
en el proceso a través del ejercicio de la pretensión civil resarcitoria que sustenta la 
acción civil), como toda obligación de carácter civil, se sustenta en las fuentes de 
las obligaciones previstas en el Código Civil, específicamente en la responsabilidad 
extracontractual. Por ello, es exactamente la misma que se puede ejercitar en el 
proceso penal o en el proceso civil. Claro que para ejercitarlo en la vía civil se 
requiere que el agraviado por el hecho delictivo no haya demandado el 
resarcimiento en el proceso penal constituyéndose en actor o parte civil; o en todo 
caso, que haya reservado la vía civil, se haya desistido de su pretensión 
resarcitoria, o inclusive que haya caído en abandono dicha pretensión en el 
proceso penal”118. 
Todo ello en aplicación de las normas correspondientes del Código Procesal 
Penal; puesto que tal como lo hemos adelantado líneas antes, en el Código de 
Procedimientos Penales no se establecía expresamente la reserva de la vía civil, y 
por lo tanto, no existía norma que faculte al agraviado a recurrir a la vía civil para 
exigir el resarcimiento del daño proveniente de una conducta delictiva ;aun cuando 
la jurisprudencia asumió mayoritariamente que si se podía recurrir a la vía civil 
cuando el agraviado no se constituía en parte civil en el proceso penal, pero 
                                                 
118 Ibídem p.139. 
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descartaba definitivamente tal posibilidad, cuando el agraviado por el delito se 
constituía en parte civil en el proceso penal119. 
No obstante, aplicando los criterios doctrinarios mayoritariamente aceptados y 
plasmados en el nuevo Código Procesal Penal (los mismos que configuran la 
doctrina imperante) y se ajustan a los principios, valores y derechos fundamentales 
reconocidos en nuestra forma fundamental y contextualizados en el Estado 
Constitucional de Derecho, podemos aceptar el recurso de la agraviada a la vía 
civil. Sin embargo, no podemos aceptar el argumento de la Sala Suprema, en 
cuanto desconoce y rechaza que en el proceso penal también se ventila la acción 
civil resarcitoria. En tal sentido, para sustentar el recurso a la vía civil, luego de 
haberse constituido en actor civil en el proceso penal, debemos tener en cuenta lo 
siguiente: 
i) Comoquiera que nuestros operadores jurisdiccionales penales no fundamentan 
la determinación de la entidad y la magnitud del daño causado por el delito, y sobre 
todo, no resuelven atendiendo al verdadero contenido de la pretensión resarcitoria 
y a los conceptos resarcitorios reclamados y probados en el proceso penal, en 
realidad, en dicho proceso se vulnera el derecho  a la tutela jurisdiccional efectiva 
del agraviado que demanda la reparación en el proceso penal. Pues, si se pretende 
la indemnización por diversos conceptos resarcitorios y en la sentencia solo se 
considera alguno de ellos dejando de lado los demás (no se amparan ni se 
descartan), en buena cuenta no se expide pronunciamiento sobre el objeto de la 
pretensión. 
                                                 
119 Ibídem p.139. 
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ii) Asimismo, pueden presentarse casos en que la pretensión resarcitoria 
ejercitada en el proceso penal, no comprenda a todos los conceptos resarcitorios 
componentes de la reparación integral de los daños; sobre todo, cuando ciertos 
resultados dañosos se presentan con posterioridad a la conclusión del proceso 
penal. En el presente caso, tal como se ha indicado en la Ejecutoria Suprema, en la 
sentencia de la vía penal no se habría comprendido el daño moral, el daño a la 
persona, el lucro cesante y el daño emergente, lo que evidencia que en la 
pretensión resarcitoria ejercitada en el proceso penal no se habrían comprendido 
todos los conceptos integrantes de la obligación resarcitoria considerada 
integralmente. Por lo que no se puede sostener en el proceso civil que el objeto 
demandado ya ha sido materia de cosa juzgada en el proceso penal. 
iii)  Finalmente, en un tercer supuesto, pueden presentarse casos en que en la 
pretensión resarcitoria ejercitada en el proceso penal se comprenden todos los 
conceptos resarcitorios componentes de una reparación integral, sin embargo, la 
sentencia ampara, sin fundamento alguno, solo reconoce una fracción irrisoria de 
los daños solicitados, con lo que no se puede sostener que se ha resuelto en 
definitiva el objeto de la obligación resarcitoria.120 
En todos estos casos, como fácilmente se puede apreciar, se viola el derecho a 
la tutela judicial efectiva del agraviado, así como también el debido proceso, a la 
vez que el principio-valor de equidad y justicia que subyace en todo el 
ordenamiento jurídico debe ser observado en todo proceso judicial. Por lo tanto, el 
conflicto creado por el delito respecto a la agraviada, no ha sido resuelto por la 
                                                 
120 Ibídem p.141. 
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sentencia dictada en el proceso penal, y por ello mismo no se puede negar al 
agraviado el derecho a acceder a la jurisdicción civil en aras de satisfacer su 
interés resarcitorio conforme a los valores, principios y derechos subyacentes en 
todo el ordenamiento jurídico. 
1.4.3 Nuestra posición 
Del análisis de la sentencia casatoria realizado se puede concluir que no existe 
cosa juzgada al respecto, puesto que no se puede determinar la triple identidad de 
la cosa juzgada (sujetos, objeto y fundamento), ya que en este caso, el objeto de la 
pretensión resuelto en el proceso penal no sería el mismo que el ejercitado en el 
proceso civil (en el que se comprende todos los tipos de daños, entre ellos el daño 
moral, daño a la persona, lucro cesante y daños futuros). 
Coincidimos en parte con el fiscal Supremo Gálvez Villegas cuando refiere que 
el monto resarcitorio o indemnizatorio puede determinarse tanto en el proceso 
penal como en el proceso civil, eso es totalmente cierto, el juez penal puede 
establecer una suma reparatoria tomando en cuenta lo establecido en el Articulo 93 
del Código Penal, así como puede recurrir a las normas del Código Civil y analizar 
aspectos como el daño moral, daño a la persona, el proyecto de vida, daño 
emergente y lucro cesante, pues la misma norma penal lo autoriza a que recurra al 
ordenamiento civil para estos fines, esto de acuerdo al Art. 101 del Código Penal. 
En el supuesto de que el juez penal no realice este análisis, queda la posibilidad de 
que el agraviado recurra al proceso civil, a pesar de que existan normas que lo 
prohíben (Art. 12 y 106 del Código Procesal Penal). 
Ahora bien en la sentencia casatoria materia de examen se hace alusión a un 
proceso penal en el que se fijó la suma de cinco mil nuevos soles como monto de 
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la reparación civil a favor de la agraviada por la pérdida de un brazo, en dicho 
proceso no se ha analizado con toda amplitud toda la gama de daños como el daño 
moral, daño a la persona, daño emergente y lucro cesante que debe ser materia de 
pronunciamiento por parte del juez civil, esto por inoperancia de los sujetos 
procesales en el ámbito del proceso. 
En general, resulta correcta la afirmación contenida en la casación, en el 
sentido de que la reparación civil determinada (y cobrada) en la vía penal no 
excluye el cobro de los daños y perjuicios en la vía civil, puesto que si en el 
proceso penal no se compensan económicamente todos los conceptos resarcitorios 
integrantes de la reparación del daño, no se puede sostener que la pretensión 
resarcitoria ha sido resuelta y que por ende no constituiría cosa juzgada, pues el 
ordenamiento jurídico establece que la reparación de los daños debe ser acorde a 
los daños causados y debe ser determinada íntegramente. 
Reiteramos que si en el proceso penal, al constituirse el agraviado en actor 
civil, y si no se ejercitó y compenso todos los conceptos resarcitorios propios de 
una reparación integral del daño causado, por motivos no imputables al referido 
agraviado, será posible recurrir a la vía civil a fin de lograr la reparación integral del 
daño, sin que pueda alegarse la existencia de cosa juzgada, puesto que el objeto 
de uno y otro proceso no será el mismo. 
Al respecto un criterio similar se expuso en la Casación Nº 564-2010-
Moquegua121 emitida por la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema, ejecutoria 
en la que el caso concreto se resume en una demanda de indemnización por 
                                                 
121 Casación Nº564-2010-Moquegua, emitida por la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema, publicada en el 
Diario Oficial  El Peruano el 02/01/2012. 
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responsabilidad extracontractual interpuesta por una señora respecto al 
fallecimiento de su esposo en un accidente de tránsito ocasionado por la 
negligencia del demandado, en primera y segunda instancia se declaró 
improcedente la acción con el argumento de que si ya existió una reparación civil 
en un proceso penal ya no procedería admitir a trámite una demanda por 
indemnización por los mismos hechos que fueron materia de pronunciamiento en el 
proceso penal pues se transgrediría la cosa juzgada, como ya lo mencionamos 
previamente existió un proceso judicial en el que se emitió sentencia condenatoria 
y se impuso un monto de reparación civil ascendente a S/.15,000, las instancias 
judiciales en sede penal solo se pronunciaron respecto al proyecto de vida 
frustrado de la persona fallecida, esta situación género que la Sala Civil Transitoria 
de la Corte Suprema declare insubsistentes las resoluciones de primera y segunda 
instancia(esto en el proceso civil de indemnización), pues al no haber un 
pronunciamiento respecto a conceptos resarcitorios como daño moral, daño a la 
persona, estos si podían ser materia de pronunciamiento en el órgano jurisdiccional 
civil. 
Ahora bien, en el supuesto de que en el proceso penal se haya emitido una 
resolución judicial respecto a todos los conceptos resarcibles imponiendo un monto 
reparatorio ínfimo si es posible demandar una indemnización en la vía procesal 
civil, amparado en el principio de reparación integral del daño, el rechazar 
liminarmente una acción de esta naturaleza implica una vulneración del principio y 
derecho a la reparación integral del daño y la tutela jurisdiccional efectiva, nuestra 
92 
 
  
posición es concordante con la Casación Nº366-2002-Santa122, emitida por la Sala 
Civil Transitoria de la Corte Suprema, sentencia en la que se estableció que si una 
reparación civil no ha sido determinada de acuerdo a la magnitud del daño causado 
esto implicaría la posibilidad de demandar en un proceso civil una indemnización a 
efectos de obtener un monto resarcitorio razonable. 
En este último supuesto ya existiría una resolución judicial que constituye cosa 
juzgada pues la instancia judicial se pronunció en el fondo respecto a todos los 
conceptos resarcitorios, sin embargo el monto impuesto resulto ser irrazonable y 
desproporcional con el daño causado, ante ello la Corte Suprema realizo una 
especie de ponderación de derechos, pues consideró que era mas importante el 
derecho a la indemnización del demandante dejando de lado el derecho a la cosa 
juzgada de la parte procesal que había abonado una reparación civil en un proceso 
penal. 
2. La Casación Nº2182-2006- El Santa123 y el derecho a la indemnización frente 
al ejercicio abusivo del derecho 
2.1 Hechos contenidos en la sentencia casatoria 
El demandante solicita se le indemnice por daños y perjuicios producidos por el 
daño irrogado a su persona en la suma de cuatrocientos mil nuevos soles, 
refiriendo, que con fecha dieciocho de Marzo del dos mil los demandados don 
Manuel Serapio Ortiz Palomino y don Wilson Roberto Bulnes, trabajadores de la 
Empresa Embotelladora RIVERA Sociedad Anónima llegaron al inmueble de 
                                                 
122 Casación Nº366-2002-Santa, contenida en los Anales Judiciales de la Corte Suprema de la República, Año 
Judicial 2003. Fondo Editorial del Poder Judicial. 
123 Casación Nº2182-2006-Santa, en la Revista RAE Jurisprudencia. Enero del 2009 
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propiedad de sus padres, lugar donde existe una Bodega y procedieron a dejar el 
pedido de las bebidas solicitadas, siendo que posteriormente se produjo un 
accidente consistente en una explosión producida por el descuido de los 
demandados quienes habrían dejado productos con gas a exposición del sol 
provocando una explosión que le ha causado daños en su persona, habiendo 
perdido la visión del ojo derecho; lo que ha motivado que haya dejado de trabajar y 
truncado su desarrollo profesional, pues es un profesional de la salud (Técnico 
Dental). 
Habiendo existido un proceso penal por lesiones graves en agravio del 
demandante, el que se fijó como monto de reparación civil la suma de tres mil 
nuevos soles. 
2.2 Decisiones jurisdiccionales de primera y segunda instancia 
La sentencia de primera instancia declaró improcedente la demanda, tomando 
como fundamento que como aparece del proceso penal que corre documentado en 
el expediente acompañado y de la sentencia de vista se ha reservado el fallo 
condenatorio a los demandados en este proceso, por el delito de lesiones culposas 
en agravio de Jorge Christian Nazario Villalba, por lo que resulta obvio que la 
medida dictada (proceso penal) se funda en consideraciones de responsabilidad–
en este caso a título de culpa- del imputado, en los hechos materia del proceso, 
que son los mismos que han generado daños extracontractuales materia de la 
presente pretensión indemnizatoria en la presente causa; agregando, asimismo, 
que el agraviado don Jorge Nazario Villalba se constituyó en parte civil en el 
mencionado proceso, concluyendo en que por tal razón ya no puede interponer la 
presente demanda civil sobre indemnización por los mismos daños que han sido 
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materia de resarcimiento mediante sentencia ejecutoriada recaída en el citado 
proceso penal. 
La sentencia de vista ha concluido por confirmar la sentencia apelada que 
declaró improcedente la demanda, señalando que el monto indemnizatorio 
definitivo fijado en el proceso penal, ha sido pagado por el tercero civilmente 
responsable, Embotelladora Rivera Sociedad Anónima, y por lo tanto, si el íntegro 
de la reparación civil se encuentra cancelada, se ha satisfecho el resarcimiento que 
dispone el artículo 93° del Código Penal. Añadiendo, en ese sentido resulta 
manifiestamente improcedente pretender nueva indemnización por los mismos 
hechos, desde que la Constitución en su artículo 103° y el Código Civil en su 
numeral II del Título Preliminar proscriben el ejercicio abusivo del derecho. 
2.3 Fundamentos de la sentencia casatoria 
Al elevarse en revisión la sentencia de segunda instancia, la Sala Civil 
Transitoria de la Corte Suprema declaro fundado el recurso de casación, en base a 
los siguientes fundamentos: 
- El ejercicio abusivo del derecho es una figura por la cual se ejerce un derecho 
fuera de la finalidad económica social para la que fue concebido, atropellando un 
interés legítimo, aún no protegido jurídicamente. Cuando el titular de un derecho lo 
ejercita con el fin de dañar a otro, no con el fin de beneficiarse. La doctrina vigente 
ha señalado que el nombre de la figura está mal dado, ya que el derecho no abusa, 
sino el abuso se configura por su ejercicio abusivo. Por lo tanto, la norma está 
hecha para regular la conducta humana; pero existen otros preceptos reguladores: 
95 
 
  
la buena fe, la moral, la equidad. Lo que se configura es un actuar conforme a un 
precepto escrito, pero ajeno a sus bases.; 
- Un hecho incontrovertible es la existencia de una lesión física en la persona del 
demandante (ceguera en el ojo derecho), lo que evidentemente le ha ocasionado 
un perjuicio irreversible, siendo ello así, no se infiere que la interposición de la 
presente demanda pretenda un beneficio desmedido o ilícito para concluirse de 
esta forma en que se está haciendo uso del ejercicio abusivo de un derecho. Es 
que, si bien es cierto que en el proceso penal se ha señalado una reparación 
económica a favor del actor, quien en dicho proceso se constituyó en parte civil; 
también lo es, que ello no es óbice para que con mayores elementos de juicio se 
reclame en la vía civil el quantum indemnizatorio correspondiente a la lesión 
ocasionada al actor. Por lo que en atención a la finalidad dikelógica del presente 
recurso impugnatorio es menester casar la resolución de vista y declarar la 
insubsistencia de la apelada a fin de que los organismos de mérito, emitan una 
nueva decisión, teniendo en cuenta que la finalidad del proceso civil el lograr la paz 
social en Justicia. 
- La conducta de los demandados encaja en este tipo de responsabilidad y además 
en el presente proceso la indemnización por daños y perjuicios está basada en 
hechos que se derivan de la explosión de la botella, trayendo consigo al agraviado 
la pérdida del ojo derecho, truncando su proyecto de vida por lo que como producto 
de esta explosión es que actualmente se encuentra impedido de ejercer su 
profesión y con el peligro de que pierda la otra vista; siendo así, al no derivar los 
daños y perjuicios que se reclaman en esta causa el mismo hecho dañoso que fue 
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materia de sanción penal y de reparación civil en el proceso invocado por la Sala 
de mérito no se configura la imposibilidad jurídica expuesta por el Colegiado. 
- Siendo que ya se ha determinado que no se configura el ejercicio abusivo de un 
derecho, es posible, por lo tanto, reclamar la indemnización correspondiente por el 
daño que se enuncia en la demanda, el mismo que en todo caso deberá ser 
compulsado por las instancias de mérito al decidir la litis y establecer de esta forma 
si resulta pertinente o no la norma en comentario. 
 
2.4. Análisis de la sentencia casatoria y del ejercicio abusivo del derecho  
A efectos de que se pueda analizar de mejor manera la sentencia aludida 
procederemos a determinar una concepción clara del ejercicio abusivo del derecho 
2.4.1 El ejercicio abusivo del derecho  
 El jurista Marcial Rubio Correa defina esta institución jurídica afirmando que “El 
abuso del derecho consistiría en un acto en principio lícito, pero que por una laguna 
específica del Derecho es tratado como no lícito al atentar contra la armonía de la 
vida social. Tal calificación no proviene ni de la aplicación de las normas sobre 
responsabilidad civil, ni de otras normas expresas restrictivas de la libertad, sino 
que se realiza por el juez aplicando los métodos de integración jurídica. El acto que 
se califica como abuso del derecho es un acto en principio lícito, es decir, que 
formalmente constituye ejercicio de un derecho subjetivo dentro del sistema jurídico 
de que se trate. Sin embargo, este acto lícito contraría el espíritu o los principios del 
Derecho en el transcurso de su ejecución y, por tanto, se configura una laguna del 
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Derecho que deber ser resuelta por el juez, ante la carencia de una disposición 
restrictiva o prohibitiva específica que impida el acto tal como se realiza”124. 
El mismo jurista al que hemos hecho alusión define cuales son las 
características del abuso del derecho de la siguiente forma:  
El abuso del derecho asume las siguientes características, a manera de 
resumen: 
• Es aplicable ante el ejercicio de los derechos subjetivo por los sujetos. 
• El abuso ocurre cuando el sujeto ejercita su derecho u omite su ejercicio de 
manera no prohibida por la legislación positiva, pero agraviando principios del 
Derecho que pueden resumirse en la sana convivencia social. 
• El abuso tiene así conexión con el reconocimiento de las lagunas del Derecho en 
nuestra legislación positiva. 
• La existencia del abuso y la medida correctiva pertinente son determinadas por el 
magistrado judicial en aplicación de los procedimientos de integración jurídica125. 
2.4.2 Los efectos de la constatación del ejercicio abusivo del derecho 
 El profesor Rubio Correa desarrolla cuales son los efectos de la constatación 
del ejercicio abusivo del derecho. El propio artículo II del Título Preliminar del 
Código Civil establece las consecuencias del abuso del derecho, innovando 
positivamente frente al similar artículo II del Código de 1936.  En síntesis ellas son: 
• En primer lugar, que el abuso del derecho no es amparado por la ley.  Es evidente 
que aquí el legislador se refiere no a las leyes formales (Aquellas aprobadas por el 
Congreso), sino al sistema jurídico en general. Es decir, que la norma equivale a 
                                                 
124 RUBIO CORREA, Marcial. El Título Preliminar del Código Civil. 6 Ed. Lima, Fondo Editorial PUCP, 2008, p. 32. 
125Ibídem., p. 34. 
 
98 
 
  
decir que en el Derecho, el abuso de los derechos no resuelta amparado. Es, así 
una norma que trasciende el campo civil pava regular a todo el sistema jurídico. 
•  El  interesado  puede  exigir  la  adopción  de  las  medidas  necesarias para  
evitar  el  abuso,  es  decir,  que  la  protección  es  extendida  aún para evitar una 
situación potencial de abuso. 
Estas son las consecuencias propias del abuso del derecho, según hemos 
comprobado del trabajo sobre los artículos específicos de los distintos libros del 
Código. Con ello, sostenemos que la referencia  al demandar indemnización del 
artículo II es una recurrencia a la parte de responsabilidad civil de que se trate y no 
constituye una consecuencia consustancial al abuso en sí mismo. 
La gama de consecuencias normativas para efectos del abuso del derecho es, 
así, distinta a la correspondiente a la responsabilidad civil, lo que abona sobre la 
distinta naturaleza de ambas instituciones. Naturalmente, esta es una interpretación 
sistemática y de ratio legis de las distintas normas que versan sobre el abuso del 
derecho dentro del Código, con todas las limitaciones que estos métodos de trabajo 
conllevan, pero la estimamos consistente a la luz de las normas establecidas126. 
 
2.4.2 Examen de la casación Nº 2182-2006-Santa 
 La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema enfoca al ejercicio abusivo del 
derecho como un freno al ejercicio de los derechos, para mantenerlo dentro del 
cauce de lo lícito. Así, el referido órgano colegiado señala que esta institución se 
configura como “un límite jurídico contenido en nuestro Código [Civil], tendiente a 
que el individuo ejercite sus derechos subjetivos, sin causar lesión o daño a 
                                                 
126 Ibídem., p. 40. 
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terceros o intereses ajenos no protegidos por normas específicas; lo que implica la 
existencia de la intención de dar, la ausencia de interés, el perjuicio relevante y la 
conducta contraria a las buenas costumbres, lealtad y confianza recíproca127. 
 Complementando lo anteriormente expuesto, Fernández Sessarego sostiene 
que “En el `abuso del derecho´ se parte siempre de la preexistencia de un derecho 
subjetivo del cual es titular el actor. El agente del ejercicio o la omisión abusivos 
posee, siempre y necesariamente, un derecho subjetivo”128 
 De lo antes descrito consideramos que la Corte Suprema emitió un fallo acorde 
a derecho toda vez que en el caso materia de análisis el demandante recurrió al 
órgano jurisdiccional con la finalidad de que se le indemnice adecuadamente, esto 
porque solo se determinó una suma de tres mil nuevos soles por reparación civil 
cuando había perdido parcialmente la visión, y corría el riesgo de perder la totalidad 
de la vista, el hecho de recurra por segunda vez al poder judicial para que se le 
indemnice adecuadamente no constituye ejercicio abusivo del derecho pues es 
totalmente legitimo reclamar una indemnización acorde al daño irrogado, esta 
acción no contradice las normas del derecho, ni mucho menos se ejerce un 
derecho subjetivo tendiente a perjudicar a un tercero. 
2.4.3 Nuestra posición 
 En el caso de la sentencia elemento de análisis, el hospital que atendió al 
demandante, con ocasión del accidente que sufrió, da cuenta de los daños sufridos 
por el demandante al trasladar unas cajas de gaseosa y explotar una botella de 
vidrio, cuyos fragmentos le produjeron lesiones en los ojos, diagnosticándole 
                                                 
127 Sentencia en casación de la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia, CAS. N° 559-2002 LIMA, 
emitida el 30 de abril de 2003 y publicada el 30 de octubre de 2003 en el Diario Oficial El Peruano. 
128 FERNÁNDEZ SESSAREGO, Carlos. Abuso del derecho. En: La Constitución comentada artículo por artículo. 
Lima: Gaceta Jurídica, 2005. Pág. 174 
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ceguera, debido al desprendimiento de retina. La empresa Compañía 
Embotelladora Rivera Sociedad Anónima, incluida en el proceso penal por lesiones 
graves como tercero civilmente responsable, consignó la suma de tres mil nuevos 
soles por reparación civil, de acuerdo a lo que se fijo en la sentencia recaída en el 
aludido proceso penal.  
 Del análisis de lo actuado, consideramos que la Corte Suprema descartó 
correctamente la institución del ejercicio abusivo del derecho, puesto que el 
agraviado, y recurrente en el recurso de casación, sufrió de manera 
“incontrovertible” una lesión física, ocasionándole un perjuicio. Por ello, sostiene la 
Corte Suprema que no se puede inferir que la interposición de demanda sobre 
indemnización por daños y perjuicios en la vía civil pretenda ser “un beneficio 
desmedido o ilícito” o un “ejercicio abusivo de un derecho”. 
 Así, considera la Sala acertadamente, en el considerando sexto de la sentencia 
materia de la análisis, que si bien es cierto que en el proceso penal por lesiones 
sufridas, en el que el recurrente se constituyó en parte civil, se ha señalado una 
reparación económica a favor de éste, también lo es que ello no impide que “con 
mayores elementos de juicio se reclame en la vía civil el quantum indemnizatorio 
correspondiente a la lesión ocasionada al actor”. Por estos motivos, la Corte 
Suprema falla declarando fundado el recurso de casación interpuesto por el 
demandante. 
 Además de ello consideramos que el hecho de que las sentencias de primera y 
de segunda instancia hayan declarado improcedente la demanda de indemnización 
implica una vulneración al derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, el cual ha sido 
definido por el Tribunal Constitucional del siguiente modo: 
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 “El derecho a la tutela jurisdiccional es un atributo subjetivo que comprende 
una serie de derechos, entre los que destacan el acceso a la justicia, es decir, el 
derecho de cualquier persona de promover la actividad jurisdiccional del Estado, 
sin que se le obstruya, impida o disuada irrazonablemente; y el derecho a la 
efectividad de las resoluciones judiciales”129. 
 Este derecho de índole constitucional tiene límites, uno de esos límites se 
constituyen en los requisitos procesales que establecen las leyes y código 
procesales, en el caso materia de examen tanto el juez de primera y de segunda 
instancia no sustentaron bajo que norma legal se declaraba improcedente la 
demanda de indemnización de daños y perjuicios, es evidente que de la lectura del 
Articulo 427 del Código Procesal Civil no se advierte una causal que permita 
declarar improcedente una demanda que podría significar  un ejercicio abusivo del 
derecho, mas por el contrario del caso materia de comentario se puede advertir que 
existe una necesidad justificante y actual para recurrir al órgano jurisdiccional 
configurándose el interés para obrar, pues el demandante reclamaba un pago 
indemnizatorio acorde a un daño grave que se le había causado (perdida de parte 
del sentido de la vista con posibles complicaciones), entonces el accionar del 
demandante era totalmente amparable y de ningún modo se le debió restringir el 
derecho al acceso a la justicia. 
 Una cuestión similar en el que el órgano jurisdiccional de segunda instancia 
declaro improcedente una demanda de indemnización supuestamente por carencia 
de legitimidad para obrar fue aquel sobre el que la Corte Suprema se pronunció en 
                                                 
129 Criterio desarrollado en la Sentencia del Tribunal Constitucional emitida en el Expediente. Nº 0015-2005-AI, 
05/01/06, P, FJ. 16.  
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la Casación Nº 3824-2013 - Ica130, caso en el que la madre de un menor de edad 
de 11 años que falleció a causa de un accidente de tránsito demanda 
indemnización por responsabilidad extracontractual por daño moral, social y familiar 
en contra de quien había ocasionado la muerte de su menor hijo y en contra de la 
empresa empleadora de quien cometió la acción negligente que ocasiono la muerte 
del referido menor. El argumento central de la Sala de segunda instancia consistió 
en considerar que el supuesto de que la demandante (madre del menor fallecido) 
se haya constituido en parte civil y haya cobrado una reparación civil de S/.15,000 
significaba que esta no tenía una necesidad real y oportuna de recurrir al órgano 
jurisdiccional pues su pretensión resarcitoria ya había sido satisfecha con el pago 
por concepto de reparación civil, más aún si la sentencia donde se fijaba este 
quantum indemnizatorio no fue materia de impugnación.  
 La Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema caso la aludida sentencia de vista 
argumentando que si existía una necesidad de que se emita un pronunciamiento 
sobre el fondo respecto a la cuestión demandada consistente en el pago de una 
indemnización por daño moral posterior a un cobro de reparación civil, pues en el 
proceso penal se busca la sanción punitiva del individuo que infringió una norma 
penal, en cambio en el proceso civil la responsabilidad responde a una lógica 
distinta, pues en este proceso solo se determina quien asume el daño causado 
bajo distintos criterios, mas aún si el daño por el que demandada la accionante no 
había sido materia de juzgamiento y pronunciamiento en sede penal.  
                                                 
130 Casación Nº3821-2013-Ica  emitida por la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de la República, publicada 
en el Diario Oficial El Peruano el 02/03/2015, pags.60766-60767.  
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 Finalmente respecto a la Casación Nº 2182-2006-El Santa,  cabe reiterar que el 
demandante de la acción indemnizatoria no ejercía abusivamente su derecho, en 
tanto su conducta no provocaba desarmonía social ni injusticia, por ende al ser 
legítimo su actuar se tuvo que desestimar el principal argumento de la sala de 
segunda instancia. 
CAPÍTULO V 
RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN Y PROPUESTAS DE SOLUCIÓN 
 
1. Propuestas de solución a la problemática planteada en la investigación: 
 La jurisprudencia de la Corte Suprema ha establecido que el hecho de  que un 
agraviado se constituya en actor civil dentro de un proceso penal y que cobre una 
reparación civil irrisoria o ínfima no excluye la posibilidad de que este mismo 
agraviado pueda demandar indemnización de daños en la vía civil, los 
pronunciamientos son diversos así como también los argumentos que amparan 
estas decisiones, no obstante ello cabe resaltar que ninguna de las sentencias 
casatorias que se han analizado en la presente investigación han emitido un 
pronunciamiento tomando en cuenta los artículos 12 y 106 del Código Procesal 
Penal, normas que establecen una prohibición legal de recurrir al proceso civil 
posterior a la constitución de actor civil y cobro de una reparación civil. 
 En realidad no entendemos como se ha obviado este aspecto que ciertamente 
sería una limitación de índole legal, pues es evidente que en distritos judiciales 
como Ica y Moquegua ya se encontraba vigente el Código Procesal Penal del 2004 
al momento de emitirse las sentencia de primera y segunda instancia y en ninguna 
de estas ni en los mismos pronunciamientos de la Corte Suprema se tomó en 
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cuenta las restricciones establecidas en el CPP del 2004, es menester resaltar que 
2 de los casos que se analizan en la presente tesis tienen como procedencia los 
distritos judiciales mencionados líneas arriba. 
 Por ello en las siguientes líneas se propondrá una solución tentativa a este 
problema pues la jurisprudencia de la máxima instancia judicial de nuestro país ha 
obviado emitir un pronunciamiento relativo a las prohibiciones legales de los 
artículos 12 y 106 del CPP. 
 Así mismo se desarrollara los mecanismos legales y constitucionales que un 
juez podría utilizar a fin  de no cometer un delito (prevaricato) y de emitir un 
pronunciamiento arbitrario y contrario a derecho.  
 
1.5 El uso del control difuso 
1.5.1 Breves concepciones del control difuso, control concentrado 
y control político de la constitución 
Para el Tribunal Constitucional el control difuso es definido como: “El control 
difuso de la constitucionalidad de las normas constituye un poder-deber del Juez 
que constituye un mecanismo para preservar la supremacía de la Constitución y, 
en general, el principio de jerarquía de las normas establecido en el art. 51° de 
nuestra norma fundamental”131. 
Así también el Supremo interprete de la Constitución refiere: “El control difuso 
es un acto complejo en la medida que significa preterir la aplicación de una norma 
cuya validez, en principio, resulta beneficiada de la presunción de legitimidad de las 
                                                 
131 Fundamento jurídico 9 de la STC emitida en el EXP. N.° 2600-2008-PA/TC– LIMA Caso JOSÉ ESCOLÁSTICO 
SEGURA BAUTISTA Y OTROS. 
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normas del Estado. Su ejercicio no es un acto simple, requiriéndose, para que sea 
válido, la verificación en cada caso de los siguientes presupuestos: a) Que en el 
proceso constitucional, el objeto de impugnación sea un acto que constituya la 
aplicación de una norma considerada inconstitucional. b) Que la norma a 
inaplicarse tenga una relación directa, principal e indisoluble con la resolución del 
caso, es decir, que sea relevante en la resolución de la controversia. c) Que la 
norma a inaplicarse resulte evidentemente incompatible con la Const., aun luego de 
haberse acudido a interpretarla de conformidad con la misma”132. 
En tanto en control concentrado ha sido regulado por el artículo 201 del carta 
magna y prescribe que el Tribunal Constitucional es el órgano de control de control 
de la constitución, siendo considerado -en la práctica- como el máximo intérprete 
de la misma debido a la intensa labor que viene desarrollando en la actualidad 
dirimiendo controversias en las cuales estén en juegos derechos fundamentales o 
pronunciándose sobre la constitucionalidad de normas legales de inferior rango 
como leyes ordinarias, decretos legislativos, decretos, reglamentos, entre otros. 
Es así que su labor se ve precisada en el artículo siguiente donde se contempla 
que resuelve en instancia única la acción de inconstitucionalidad,a que la acción de 
inconstitucionalidad implica cuestionar seriamente la constitucionalidad de una 
norma legal y su consecuente retiro del ordenamiento jurídico. 
Respecto al control político este tipo de control de la constitucionalidad es 
distinto a los comentados anteriormente. Ciertamente, este tipo constituye más un 
                                                 
132 Fundamento jurídico 10 de la STC emitida en el EXP. N.° 2600-2008-PA/TC –LIMA Caso  JOSÉ 
ESCOLÁSTICO SEGURA BAUTISTA Y OTROS. 
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procedimiento o formalismo vinculado a la dación de normas legales que a un tipo 
diseñado específicamente para analizar la constitucionalidad de una norma. 
Este procedimiento de control está recogido en los artículos 90 y 91 del 
Reglamento del Congreso de la República donde se contemplan procedimientos de 
control sobre la legislación delegada (cuando se trata de decretos legislativos) y 
sobre decretos de urgencia respectivamente. 
Como bien sabemos, los decretos legislativos son una forma distinta de 
dictarse normas con rango de ley. Lo característico de esta forma es que el propio 
Congreso de la República dicta una ley autoritativa en donde establece un marco 
de delegación de facultades para el Poder Ejecutivo. Es con dichas facultades 
determinadas por ley, que el Ejecutivo puede dictar normas con fuerza de ley sobre 
materias que competen exclusivamente al Congreso de la República. De igual 
forma, la constitución reconoce en su artículo 118 inciso 19 que es facultad del 
Presidente de la República el dictar medidas extraordinarias, mediante Decretos de 
Urgencia (los cuales tienen fuerza de ley), en materia económica y financiera 
cuando así lo requiera el interés nacional. 
Ambas formas de dictar normas están subordinadas a que se dé cuenta al 
Congreso de la República para su evaluación. Una vez realizado el informe por 
parte del Ejecutivo, éste es evaluado por la Comisión de Constitución y 
Reglamento, la cual emitirá un dictamen o un informe al pleno sobre la 
constitucionalidad de los mencionados decretos, sugiriendo su derogación o 
modificación por el Congreso de la República. 
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1.6 El uso del control difuso para inaplicar los artículos 12 y 106 del 
Código Procesal Penal. 
Es sabido que tanto los jueces ordinarios como juzgadores constitucionales 
tiene la facultad y potestad de inaplicar normas mediante el control difuso, esta 
institución está regulada específicamente en el artículo 138 de la Carta Magna, al 
ser una norma de carácter constitucional no precisa detalles o supuestos para el 
uso adecuado de esta institución jurídica, sin embargo el Tribunal Constitucional ha 
precisado sus alcances y los supuestos aquellos en que los jueces puede recurrir a 
este mecanismo constitucional.   
 Ya habiéndose definido lo relativo al control difuso, corresponde realizar un 
análisis si se pudiera inaplicar los artículos 12 y 106 del Código Procesal, estas 
normas como ya lo mencionamos para nosotros restringen el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva y el derecho a la indemnización, al ser normas procesales 
están deberían aplicarse sin condicionamiento alguno, ahora en los supuestos que 
se han enunciado en el presente trabajo de investigación, un juez civil tendría que 
aplicar estas normas, ello por el principio de legalidad procesal y en consecuencia 
declarar improcedente o infundada una demanda de indemnización promovida a 
raíz de una determinación de reparación civil ínfima en sede penal. 
 Ahora en el caso de que el juez opte por admitir a trámite una demanda 
indemnizatoria, así como también emita una sentencia estimatoria, implícitamente 
estaría inaplicado los arts. 12 y 106 del CPP por convicción y un criterio de justicia 
o quizás por desconocimiento, en realidad nosotros creemos que esa no es la 
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forma correcta de actuación, pues si no se inaplica correctamente una norma el 
juez incurriría en responsabilidad penal y administrativa. 
 Consideramos que a pesar de que el Tribunal Constitucional en el fundamento 
jurídico 10 de la STC emitida en el Exp. N° 2600-2008-PA/TC –Lima haya 
precisado que el control difuso debe realizarse dentro de un proceso constitucional, 
esto no es óbice para que un juez ordinario pueda realizar esta actividad en un 
procedimiento ordinario (proceso civil por ejemplo), pues la misma jurisprudencia 
del máximo intérprete de la Constitución ha establecido que también los jueces 
ordinarios pueden tutelar derechos constitucionales mediante los procesos 
ordinarios, y que en medio de estos procesos pueden inaplicar tanto normas 
legales como infralegales que sean contrarias a la Constitución, así por ejemplo 
citaremos el siguiente razonamiento realizado por el TC: 
“Conforme al artículo 138 de la Constitución, los jueces administran justicia con 
arreglo a la Constitución y las leyes, puesto que ellos también garantizan una 
adecuada protección de los derechos y libertades reconocidos por la Constitución. 
Sostener lo contrario significaría firmar que solo el amparo es el único medio para 
salvaguardar los derechos constitucionales, a pesar de que a través de otros 
procesos judiciales también es posible obtener el mismo resultado. De igual modo, 
debe tenerse presente que todos los jueces se encuentran vinculados por la 
Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos; más aún, la 
Constitución los habilita a efectuar el control difuso conforme a su artículo 138.”133. 
Del mismo modo el TC refiere que “El control concreto de constitucionalidad de 
una norma infralegal por parte del Tribunal Constitucional no plantea problema 
                                                 
133 Fundamento jurídico 5 de la STC emitida en el Exp. Nº 00206-2005-PA, 28/11/05. 
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alguno debido a que ella deriva del poder-deber de control de inaplicabilidad que 
habilita la Constitución (artículo 138, 2do párrafo) a los “jueces” y, en tal sentido, al 
Tribunal Constitucional, con respecto a toda norma infraconstitucional, sea de 
jerarquía legal o infralegal. Es en este sentido que el CPConst ha establecido que 
“cuando exista incompatibilidad entre una norma constitucional y otra de inferior 
jerarquía, el Juez debe preferir la primera, (…)” (artículo VI). Distinto es, en cambio, 
cuando de lo que se trata es del control “abstracto” de constitucionalidad de las 
normas infralegales.”134. 
 De lo expuesto por el TC nosotros consideramos que si es posible la 
inaplicación de los artículos 12 y 106 del CPP por que estos contravienen y 
restringen el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, el cual es considerado un 
derecho fundamental de orden procesal, en ese sentido se impondría la jerarquía 
de normas, pues no es correcto que una norma contenida en un código procesal 
limite un derecho constitucional, lo mismo sucede con el derecho a la 
indemnización, una norma procesal no puede limitar el ejercicio del derecho 
mencionado, pues está claro que el proceso ha sido creado para establecer justicia 
y no injusticia. 
1.3 El uso de los principios pro homine y pro debilis para afectar el 
derecho a la cosa juzgada  
Como ya lo advertimos en el capítulo anterior la garantía y el derecho de la 
cosa juzgada ha sido definido por el Tribunal Constitucional como: “El derecho de 
todo justiciable, en primer lugar, a que las resoluciones que hayan puesto fin al 
                                                 
134 Fundamento jurídico 72 de la STC emitida en el Exp. Nº 00045-2004-AI, 29/10/05. 
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proceso judicial no puedan ser recurridas mediante nuevos medios impugnatorios, 
ya sea porque estos han sido agotados o porque ha transcurrido el plazo para 
impugnarla; y, en segundo lugar, a que el contenido de las resoluciones que hayan 
adquirido tal condición no pueda ser dejado sin efecto ni modificado, sea por actos 
de otros poderes públicos, de terceros o, incluso, de los mismos órganos 
jurisdiccionales que resolvieron el caso en el que se dictó”135. 
En líneas anteriores comentábamos acerca de aquellos supuestos en los que 
en un proceso penal se determine mediante una resolución judicial un monto 
reparatorio ínfimo esto considerando todos los conceptos indemnizables, como el 
lucro cesante, daño emergente y toda la gama de daños, la decisión judicial se 
haya impugnado o no, se constituiría en cosa juzgada. 
 En este hipotético caso si nos restringimos a respetar el derecho a la cosa 
juzgada de la persona o personas que abonaron un monto dinerario por reparación 
ya sea el imputado o tercero civilmente responsable, cualquier demanda de 
indemnización presentada posterior al cobro de una suma reparatoria debería ser 
declarada infundada o improcedente, lo último por que se haya deducido una 
excepción de cosa juzgada. 
 Sin embargo consideramos que no todos los derechos son absolutos y estos 
pueden ser materia de restricción y/o afectación por los poderes públicos, entre 
ellos el Poder Judicial, ahora bien en aquellos casos en lo que existe una 
resolución con carácter de cosa juzgada la cual significo que se haya abonado una 
suma por concepto de reparación civil, un juez civil podrá ponderar el derecho a la 
                                                 
135 Fundamento jurídico 2 de la Sentencia del Tribunal Constitucional emitida en el Exp. N.° 01182-2010-PA/TC. 
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cosa juzgada del imputado y tercero civilmente responsable de ser el caso con los 
derechos a la indemnización y tutela jurisdiccional del agraviado o actor civil. 
 Creemos que para la solución de esta confrontación de derechos el magistrado 
a cargo de dirimir esta controversia deberá utilizar los principios del derecho 
constitucional pro homine y pro debilis. 
 El TC respecto al principio homine refiere: “El principio pro homine es un 
principio hermenéutico que al tiempo de informar el derecho de los derechos 
humanos en su conjunto, ordena que deba optarse, ante una pluralidad de normas 
aplicables, siempre por aquella norma iusfundamental que garantice de la manera 
más efectiva y extensa posible los derechos fundamentales reconocidos; es decir 
aquella que despliegue una mayor eficacia de la norma. El principio pro homine 
implica que los preceptos normativos se tengan que interpretar del modo que mejor 
se optimice el derecho constitucional y se reconozca la posición preferente de los 
derechos fundamentales [STC Nº 1049-2003-PA/TC, FJ. 4]. También implica que 
debe preferirse la norma o interpretación más restringida cuando de los que se 
trata es de fijar restricciones al ejercicio de los derechos, sean éstas de carácter 
permanente o extraordinaria. Esta directriz de preferencia de normas o de 
interpretación alcanza a ser aplicable incluso en los casos de duda sobre si se 
presenta una situación en que se encuentran en juego derechos fundamentales u 
otros derechos” 136 
En cuanto al principio pro debilis el TC expresa que: “El principio favor debilis, 
pro debilis o principio de protección a las víctimas, que junto con el principio pro 
                                                 
136 Fundamento jurídico 33 de la Sentencia del Tribunal Constitucional emitida en el EXP. N.º 02005-2009-PA/TC- 
LIMA Caso ONG “ACCIÓN  DE LUCHA  ANTICORRUPCION” 
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homine antes anotado, configuran el principio de centralidad del ser humano. Este 
principio manda que ante situaciones de derechos fundamentales en conflicto, 
debe tenerse especial consideración con aquella parte más débil, en una situación 
de inferioridad y no de igualdad con la otra”137. 
A la luz de los dos principios del derecho constitucional que se enunciaron se 
entiende que en el caso de las 2 normas (Arts. 12 y 106 del CPP) que restringen 
los derechos de agraviados y actores civiles a recurrir al órgano jurisdiccional a fin 
de que se les indemnice adecuadamente, la interpretación de estas últimas normas 
debe ser restrictiva, es decir interpretar la norma de una forma en que no se 
vulneren derechos lo cual implica que no necesariamente se debería prohibir el 
ejercicio de algún derecho fundamental, ahora bien ante la colisión de dos 
derechos fundamentales, como el derecho a la cosa juzgada del imputado o tercero 
civil y el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva del agraviado o actor civil, el juez 
debería optar por tutelar el derecho del agraviado pues este se encontraría en una 
situación de debilidad, tomándose en cuenta para ello que la persona humana es el 
objeto central de protección de los derechos establecidos en la Carta Magna.      
1.4 La derogación de los artículos 12 y 106 del CPP por vulnerar derechos 
fundamentales 
Como hicimos mención en un número importante de comentarios en el 
desarrollo de la presente investigación los artículos 12 y 106 del Código Procesal 
Penal para nosotros restringe el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva del 
agraviado perjudicado con un delito, así como otros derechos de índole 
                                                 
137 Fundamento jurídico 34 de la Sentencia del Tribunal Constitucional emitida en el EXP. N.º 02005-2009-PA/TC- 
LIMA Caso ONG “ACCIÓN  DE LUCHA  ANTICORRUPCION” 
113 
 
  
constitucional, existiendo esta situación nos parece conveniente proponer un 
proyecto de ley postulando la derogación de los aludidos artículos, el aludido 
proyecto de ley se encuentra anexado en la parte correspondiente a anexos, en 
cuanto a los motivos que sustentarían la eliminación de las normas legales 
descritas creemos que es suficiente el hecho de que se vulneren derechos de una 
parte procesal del proceso penal. 
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CONCLUSIONES 
 Como ya lo referimos en el inicio de la investigación el objeto de la presente 
investigación era determinar si a pesar de existir una prohibición normativa (Art. 12 
y 106 del CPP) para interponer una demanda de indemnización en un proceso civil 
a la postre de que una agraviado se haya constituido en actor civil y haya cobrado 
una reparación civil, como ya se indicó en las páginas anteriores esta situación era 
viable por algunos pronunciamientos de la Corte Suprema que fueron materia de 
estudio en el presente trabajo, además de ello también se comprobó las hipótesis 
que afirmamos en el proyecto de investigación, así es que llegamos a las 
siguientes conclusiones:  
PRIMERA: Se puede demandar daños y perjuicios en la vía civil a pesar de que se 
haya cobrado una reparación civil en la que no se ha determinado un monto 
resarcitorio respecto a toda la clase de daños que pueden ser originados por un 
ilícito penal,  
SEGUNDA: Se puede demandar indemnización de daños y perjuicios posterior a 
la constitución en actor civil y de haber cobrado una reparación civil a pesar de 
que los artículos 12 y 106 del Código Procesal Penal lo prohíben. 
TERCERA: Un juez no puede declarar improcedente una demanda de 
indemnización que es interpuesta posterior a la constitución en actor civil y cobro 
de una reparación civil mediante la aplicación de los artículos 12 y 106 del CPP.  
CUARTA: Un juez puede inaplicar los artículos 12 y 106 del Código Procesal 
Penal mediante el control difuso.   
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QUINTA: Una resolución judicial que tenga calidad de cosa juzgada que haya 
determinado una indemnización ínfima no es óbice para que el agraviado que no 
ha sido indemnizado razonablemente pueda recurrir al proceso civil.  
SEXTA: Ante el conflicto del derecho a la cosa juzgada de un imputado o tercero 
civilmente responsable y el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y derecho a la 
indemnización de un agraviado, un juez debe preferir los derechos de este último. 
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SUGERENCIAS  
A continuación enunciaremos las sugerencias relacionadas al tema de la presente 
investigación: 
PRIMERA: A criterio nuestro se debe instaurar un criterio jurisprudencial vinculante 
por parte de la Corte Suprema a efectos de que en algunos supuestos no se 
restrinja el derecho de acceder a la justicia por parte de un agraviado con un delito 
que ya cobro una reparación civil ínfima.  
SEGUNDA: Debe existir mayor capacitación por parte de la Academia de la 
Magistratura dirigida a jueces y fiscales en torno a la reparación civil, el contenido 
de esta institución y los criterios que existen tanto en la doctrina como la 
jurisprudencia, esto con la finalidad de que en los procesos penales no se 
determine montos reparatorios irrisorios y contrarios a los daños que ocasiono un 
delito. 
TERCERA: La capacitación en derecho constitucional debe ser latente pues en un 
considerado número de procesos judiciales los magistrados se encuentran con una 
situación en la que dos derechos de índole legal o de orden constitucional 
colisionan, en estos supuestos el juez debe optar por darle la preferencia solo a 
uno y afectar al otro de una manera proporcional y razonable. 
CUARTA: Los Colegios de Abogados deben de asumir un rol protagónico en el 
ámbito de capacitación de los abogados, pues se evidencia de que en la mayoría 
de los casos los abogados que defienden a agraviados y actores civiles no tienen 
conocimiento de todos los aspectos relativos a la reparación civil, al no tener 
conocimiento no plantean correctamente su pretensión resarcitoria dentro del 
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proceso penal, esto implica que el juez al momento de emitir sentencia solo se 
pronuncie respecto a lo solicitado, probado y argumentado por las  partes. 
QUINTA: Como ultima sugerencia proponemos la derogación de los artículos 12 y 
106 del Código Procesal Penal, la propuesta obedece a que las normas en 
cuestión vulneran y condicionan derechos constitucionales del agraviado por un 
delito. 
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ANEXOS 
 
Los anexos adjuntados al presente trabajo de 
investigación están ordenados del siguiente modo: 
- Proyecto de Ley que propone la derogación del inciso 
1 del artículo 12 y del artículo 106 del Código Procesal 
Penal. 
- Casación Nº 1221-2010 - Amazonas. 
- Casación Nº 564 – 2010 - Moquegua. 
- Casación Nº 366-2002 - El Santa. 
- Casación Nº 3824 – 2013 – Ica. 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
  
PROYECTO DE LEY N° 
LEY QUE DEROGA EL INCISO 1 DEL ARTÌCULO 
12 Y EL ARTÍCULO 106 DEL CÓDIGO PROCESAL 
PENAL DEL 2004 
El ciudadano peruano Jonathan Alberto Ordoñez Llanos, identificado con DNI N° 
45899136 y el 0.3 % de la población electoral nacional que suscribió sus firmas en 
el presente proyecto de ley, presentan la presente iniciativa legislativa: 
  
LEY QUE DEROGA EL INCISO 1 DEL ARTÍCULO 12 Y EL ARTÍCULO 106 DEL 
CÓDIGO PROCESAL PENAL DEL 2004 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La nueva norma procesal penal introducida al marco jurídico mediante el 
Decreto Legislativo N°957 doto de derechos y garantías a favor del agraviado, en 
relación al ejercicio de la acción civil o reparación civil la norma aludida establece 
que su artículo 12 que el agraviado que opte por ejercitar su pretensión civil dentro 
del proceso penal no podrá recurrir a otra vía procesal para solicitar una 
indemnización. De similar manera el artículo 106 del Código Procesal Penal 
prescribe que la constitución en actor civil por parte del agraviado le impide a este 
recurrir a la vía extrapenal a efecto de demandar daños y perjuicios, solo podría 
hacer lo último renunciando a su condición de actor civil o desistiéndose como tal. 
La prohibiciones mencionadas se establecieron por una cuestión de economía 
procesal, ciertamente esto es correcto por una tema de reducción de tiempo 
relativo para dirimir el conflicto de intereses, pues en el proceso penal se 
determinaría la responsabilidad penal y civil a la vez.  
  
  
Sin embargo en la praxis se ha generado una serie de inconvenientes, pues 
cuando en un proceso penal no se determina un monto de reparación civil 
razonable a favor del agraviado o actor civil de acuerdo al daño causado y en el 
que se compensen todos los conceptos indemnizables o resarcitorios por un tema 
de legalidad procesal los perjudicados por un delito no podrían recurrir a la vía 
extrapenal a demandar una indemnización acorde al daño causado. 
Es menester mencionar que ni la jurisprudencia de la Corte Suprema de la 
República ha resuelto este inconveniente, pues solo ha emitido pronunciamientos 
en los que no se ha tomado en cuenta los artículos que se pretenden derogar 
mediante la presente propuesta legislativa. 
Siguiendo esa línea argumentativa existen 2 supuestos facticos en los cuales 
los artículos en mención restringen y vulneran derechos fundamentales, así el 
primer supuesto es aquel en el que el agraviado que ha cobrado una reparación 
civil irrisoria en un proceso penal por imperio y mandato de la ley no podría 
demandar indemnización en un proceso civil. El segundo supuesto radica en el 
hecho de que un agraviado haya optado por demandar indemnización en un 
proceso civil, esta situación impediría que este agraviado pueda constituirse en 
actor civil para reclamar una reparación civil, esto implicaría que no podría 
introducir pruebas en el juicio oral, ni muchos intervenir activamente en el 
desarrollo del juicio oral. 
En relación al derecho a la tutela jurisdiccional efectiva este ha sido definido por el 
TC como “Un atributo subjetivo que comprende una serie de derechos, entre los 
que destacan el acceso a la justicia, es decir, el derecho de cualquier persona de 
promover la actividad jurisdiccional del Estado, sin que se le obstruya, impida o 
  
  
disuada irrazonablemente; y el derecho a la efectividad de las resoluciones 
judiciales”138. 
Así, tomando en cuenta lo desarrollado por el máximo intérprete de la constitución, 
es claro que el inciso 1 del Art. 12 del CPP vulnera y condiciona el derecho de 
acceso a la justicia. Por otro lado también es oportuno señalar que el Art. 106 del 
CPP restringe el derecho a la tutela jurisdiccional así como el derecho a la prueba, 
pues esta norma restringe la participación activa del agraviado en el juicio oral. 
Es significativo indicar que  no son necesarias las regulaciones establecidas en el 
inciso 1 del Art. 12 y Art. 106 del CPP, pues el Articulo 11 de la norma procesal 
penal es clara al regular los aspectos relativos a la acción civil derivada de delito, 
ahora bien en el caso de que un agraviado cobre una reparación civil dentro de un 
proceso penal y posteriormente demanda indemnización en el proceso civil, será 
deber del juez analizar si corresponde ser indemnizado, si ya existe cosa juzgada o 
si la demanda incurre en un ejercicio abusivo del derecho, asimismo se debe tener 
en cuenta de que una norma de ninguna manera puede restringir derechos de 
orden constitucional. 
MARCO LEGAL 
- Incisos 3 y 8 del Artículo 139 de la Constitución Política del Estado. 
- Art. 11 del Código Procesal Penal. 
-  Arts. 12 y 106 del Código Procesal Penal. 
EFECTO DE LA VIGENCIA DE LA NORMA EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO 
                                                 
138 Criterio desarrollado en la Sentencia del Tribunal Constitucional emitida en el Expediente. Nº 0015-2005-AI, 
05/01/06, P, FJ. 16.  
  
  
La presente propuesta legislativa es tendiente a derogar 1 inciso y 1 articulo del 
Código Procesal Penal los cuales lesionan y restringen los derechos 
fundamentales de una persona que ha sido agraviada o perjudicada por un delito, 
las normas que se pretenden derogar claramente vulneran derechos de orden 
constitucional, este es el fundamento principal de la propuesta legislativa, pues 
ninguna norma de carácter legislativo debe contravenir lo expresado por la Carta 
Magna. La propuesta legislativa beneficiara a personas que son agraviadas por un 
hecho delictivo, pues ya no existirá una restricción para que puedan acudir al 
proceso civil para demandar indemnización de daños cuando hayan cobrado una 
reparación civil irrisoria, asimismo el agraviado que opte por demandar 
indemnización en el proceso civil no podrá cobrar una reparación civil en el 
proceso penal, pero si podrá participar activamente en el proceso penal 
introduciendo pruebas y elementos de convicción, también podrá intervenir en el 
juicio oral. 
ANALISIS COSTO BENEFICIO 
La presente propuesta legislativa no implica gasto alguno del tesoro publico, 
contrariamente reducirá gastos relativos al presupuesto del Poder Judicial, pues 
con esta iniciativa legislativa, un cumulo importante de expedientes judiciales ya 
no se elevaran a la Corte Suprema por infracciones normativas de carácter 
procesal, al ya no vulnerarse el derecho de acceder a la justicia ya no interpondrán 
recursos de casación para dirimir este tema de índole netamente procesal, así se 
evitara realizar una serie de gastos en el trámite de recursos de casación. 
  
  
PROYECTO DE LEY 
 El Congreso de la República 
 ha dado la siguiente Ley: 
 
LEY QUE DEROGA EL INCISO 1 DEL ARTÌCULO 12 Y EL ARTÍCULO 106 DEL 
CÓDIGO PROCESAL PENAL DEL 2004 
Artículo 1.- Objeto de la Ley. 
El objeto de la presente Ley es derogar normas del Código Procesal Penal que 
vulneran derechos constitucionales de personas que tiene la calidad de agraviado 
dentro de un proceso penal. 
Articulo 2.- Deróguese el inciso 1 del Artículo 12 del Código Procesal Penal y el 
Artículo 106 del Código Procesal Penal. 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS, TRANSITORIAS Y FINALES 
Primera.- La presente norma entrara en vigencia al día siguiente de su publicación, 
debiendo el Poder Judicial coadyuvar a su difusión. 
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en relación al Contrato de Operaciones y Servicios Bancarios – 
Contiahorro Automático, se sostiene que fue celebrado en período 
de lucidez de la interdicta; fi nalmente, se concluye que no existe 
medio probatorio que acredite que el banco conocía de la 
enfermedad mental de la madre del actor con anterioridad a la 
celebración de los actos jurídicos cuestionados; iv) Por su parte la 
Sala Civil absolviendo el grado, ha revocado dicha decisión y 
declarado Fundada la demanda, ordenando la anulación de los 
actos jurídicos de hipoteca y las letras de cambio, basado 
sustancialmente en que con el informe del médico psiquiatra se 
acredita que doña Virginia Chanta Zurita, padecía de esquizofrenia 
paranoide fase aguda desde el año mil novecientos setenta y dos, 
no ha sido materia de tacha; y que de acuerdo a las fechas en que 
se celebraron los actos jurídicos cuestionados, estos se efectuaron 
en pleno tratamiento médico de la interdicta; fi nalmente en relación 
a la notoriedad de la enfermedad, se sustenta en la declaración 
testimonial de Víctor Cuello Peña, quien refi ere conocerla desde 
mil novecientos setenta, cuya enfermedad era de público 
conocimiento, teniendo en cuenta que a 1984, la ciudad de Jaén 
era pequeña, y el hecho notorio que la madre del actor se 
encontraba delicada de salud era evidente, hecho que no podía ser 
desconocido por la demandada, máxime si gozaba de regular 
solvencia económica. Sexto.- Que, en relación a lo expuesto en el 
apartado a) referido al reproche de la Sala de no haber tachado el 
informe psiquiátrico expedido por el médico psiquiatra doctor Luis 
Navarro Cueva, cuya instrumental corre de fojas nueve y diez de 
autos. Al respecto, la cuestión probatoria de tacha sólo puede 
plantearse en función a dos circunstancias, esto es, por falsedad ó 
nulidad del documento, y el amparo de las mismas por uno u otro 
motivo, tiene como efecto restarle efi cacia probatoria, según lo 
previsto en los artículos 242 y 243 del Código Procesal Civil. En tal 
sentido, si bien la entidad fi nanciera impugnante no formuló la 
referida cuestión probatoria, ello no implica que el juzgador se 
exima de evaluar dicho medio probatorio, junto con las demás 
pruebas aportadas, y admitidas al proceso; que de otro lado, no 
está en discusión la enfermedad mental que padecía la madre del 
actor, toda vez, que tal situación es un hecho que las partes han 
admitido en el proceso, más aún si existe una sentencia judicial 
que declara la interdicción civil de la madre del actor; por ende, 
resulta inconsistente, que la Sala de mérito alegue que no se 
formuló la tacha respectiva, cuando lo que correspondía establecer 
es si la enfermedad mental acaecida a doña Virginia Inés Chanta 
Zurita, fue notoria para la entidad crediticia; Asimismo, tampoco 
existe discrepancia alguna sobre el tiempo en que se efectuaron 
los actos jurídicos cuestionados, pues como reconoce la parte 
demandante, éstos fueron celebrados, antes de la sentencia judicial 
que declaró la interdicción civil de la referida Virginia Inés Chanta 
Zurita, razón por la que, efectivamente, se ha incurrido en defecto 
en la motivación del fallo recurrido. Sétimo: Que, en lo relativo a los 
agravios descritos en los literales b) y c) de la causal procesal, 
cabe indicar, que en lo atinente a la notoriedad de la enfermedad 
que padecía doña Virginia Inés Chanta Zurita, se advierte que la 
Sala para estimar dicho argumento ha tomado como referencia lo 
dicho por el testigo en la audiencia respectiva, al indicar que resulta 
elocuente la declaración testimonial de Víctor Cuello Peña quien 
afi rma conocer a la interdicta desde mil novecientos setenta, y que 
era de público conocimiento que sufría de dicha enfermedad, 
teniendo en cuenta que al año mil novecientos ochenta y cuatro la 
ciudad de Jaén en la que vivía la referida, era pequeña y por ello no 
podía ser desconocido por la entidad bancaria, además de gozar 
de solvencia económica; sin embargo, lejos de efectuar una 
valoración conjunta de la aludida prueba testimonial con las demás 
pruebas del proceso, como son informes médicos y demás pruebas, 
como son la intervención del cónyuge de la interdicta en los actos 
jurídicos cuestionados e incluso ante notario público, no explica en 
qué basa dicha conclusión toda vez, que el propio testigo en su 
declaración prestada en la audiencia corriente a fojas trescientos 
dos, refi ere no conocer el nombre de la enfermedad que padecía la 
madre del actor; tanto más, si un hecho notorio, es aquel que por 
su divulgación general y pública no puede ser ignorado por nadie o 
debe ser conocido por todos, en tal sentido, el argumento de que al 
año mil novecientos ochenta y cuatro la ciudad de Jaén era 
pequeña y por ende la demandada debía conocer de la enfermedad 
que padecía por ser un hecho notorio, no se explica ni se sustenta 
en medio probatorio alguno, siendo por el contrario una presunción, 
que aún cuando está autorizada por nuestro ordenamiento adjetivo 
en el artículo 281 del Código Procesal Civil, no puede ser subjetivo 
o arbitrario; Octavo: En igual sentido ocurre con el argumento de 
que la interdicta gozaba de “regular” solvencia económica, que 
además de ser una consideración insufi ciente y ambigua, pues el 
término regular no resulta comprensible para tener una idea del 
nivel de solvencia económica, tanto más, que la solvencia 
económica no está determinada en el proceso, todo lo cual, arriba 
a concluir que efectivamente en el caso de autos, la decisión de la 
Sala adolece de una defi ciente motivación externa, pues a partir de 
las premisas que la Sala expone, se ha recavado la decisión del 
Juez, sin efectuarse un debido análisis, que no han sido analizadas, 
confrontadas ni desarrolladas en su integridad, razón por la que 
hacen atendibles las causales denunciadas por las infracciones 
normativas denunciadas. Noveno: Que, aún cuando no ha sido 
indicado como agravio en el recurso de casación, ésta Sala de 
Casación advierte según la razón de secretaría de fojas trescientos 
cincuenta y ocho, que se han recepcionado los procesos judiciales 
No. 13-01-C y 133-02-C, sin embargo, tales expedientes no han 
sido elevados a esta Sala Suprema, los que en todo caso, deberán 
tenerse a la vista al momento de expedir el nuevo fallo por la Sala 
Superior, Asimismo, estando en discusión la validez de un acto 
jurídico que habría emitido doña Virginia Inés Chata Zurita, quien 
tiene la condición de – incapaz-, es atribución del Fiscal Superior 
en lo Civil, emitir dictamen previo a la resolución que pone fi n a la 
instancia, como dispone al artículo 89, apartado 1, del literal A, del 
Decreto Legislativo número 052 – Ley Orgánica del Ministerio 
Publico, disposición que se remite a lo previsto en el numeral 85º 
del mismo cuerpo legal, en cuyo inciso 2º dispone que el Fiscal 
Supremo en lo Civil expide dictamen previo: “En los que tenga 
derechos o intereses morales o económicos los menores o 
incapaces”, por consiguiente, deberá la Sala de su procedencia, 
previo a la emisión de nuevo fallo, remitir los autos a la Fiscalia 
Superior correspondiente para el dictamen de ley, en aplicación de 
la normatividad acotada: 4.-DECISIÓN: Por las consideraciones 
expuestas, en aplicación de lo dispuesto en el acápite 2.1 del inciso 
2º del artículo 396 del Código Procesal Civil: a) Declararon 
FUNDADO el recurso de casación interpuesto por el Banco 
Continental, obrante a fojas cuatrocientos treinta y cinco; en 
consecuencia, NULA la sentencia de vista de fojas cuatrocientos 
once, su fecha veintiuno de diciembre del dos mil nueve, aclarada 
por resolución de fojas cuatrocientos dieciséis, su fecha veintidós 
de enero de dos mil diez. b) DISPUSIERON el reenvío de los autos 
a la Sala Civil de su procedencia, a fi n que se emita nueva decisión, 
según el mérito de las consideraciones anotadas, y teniendo a la 
vista los procesos judiciales señalados en el noveno consideración 
de la presente sentencia, previa remisión a la Fiscalía Superior, 
para el dictamen de ley. c) ORDENARON la publicación de la 
presente resolución en el Diario Ofi cial El Peruano, bajo 
responsabilidad; en los seguidos por Segundo Parcemón Jiménez 
Chanta con el Banco Continental Sucursal Jaen, sobre Anulabilidad 
de Acto Jurídico; y los devolvieron. Intervino como ponente el Juez 
Supremo Ponente el señor Castañeda Serrano. SS. ALMENARA 
BRYSON, DE VALDIVIA CANO, VINATEA MEDINA, CASTAÑEDA 
SERRANO, MIRANDA MOLINA
1 Fundamento jurídico cuatro de la Sentencia del Tribunal Constitucional Nº 04295-
2007-PHC/TC.
C-818428-369
CAS. Nº 1221-2010 AMAZONAS.  Lima, trece de marzo de dos mil 
doce.- LA SALA CIVIL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA: con los acompañados, vista la 
causa número mil doscientos veintiuno dos mil diez, en audiencia 
pública llevada a cabo en la fecha; producida la votación con 
arreglo a la Ley, emite la siguiente sentencia: 1.- MATERIA DEL 
RECURSO: Se trata del recurso de casación que corre de fojas 
quinientos treinta y uno del principal, interpuesto por Juana 
Zabarburu Mendoza contra la sentencia de vista obrante a fojas 
quinientos cinco, dictada por la Sala Mixta de Chachapoyas de la 
Corte Superior de Justicia de Amazonas, su fecha dieciocho de 
enero de dos mil diez, que revoca la apelada corriente a fojas 
trescientos sesenta y seis, que declaró fundada en parte la 
demanda de indemnización por daños y perjuicios y reformándola 
declararon infundada dicha demanda, en los seguidos con la 
Municipalidad Provincial de Chachapoyas y otro. 2.- 
FUNDAMENTOS DEL RECURSO: Esta Sala Suprema, mediante 
resolución de fecha dieciséis de mayo de dos mil once, obrante de 
fojas cincuenta y cuatro a cincuenta y cinco del respectivo cuaderno 
formado, ha declarado procedente el recurso de casación por la 
causal prevista en el artículo 386 del Código Procesal Civil, 
modifi cado por Ley Nº 29364, consistente en: 1. Infracción 
normativa procesal del inciso 3º del artículo 438 del Código 
Procesal Civil, sustentada en el proceso penal tramitado por el 
delito de lesiones culposas, en su agravio, es una diferente al 
proceso de indemnización, por tanto como parte agraviada se 
apersonó a dicho proceso penal constituyéndose en parte civil 
aportando los medios probatorios a su alcance; pero dicha actividad 
desplegada no signifi ca un petitorio de indemnización por daños y 
perjuicios, y menos que se esté pretendiendo una reparación civil 
en sede penal, toda vez que está previsto en los procesos penales 
que la pena principal lleva aparejada una reparación civil que por lo 
general contiene un monto irrisorio, y en lugar de signifi car una 
reparación del daño causado, ocasiona un perjuicio de índole moral 
por el poco valor otorgado a la integridad personal, salud física y 
mental del ser humano; en tal sentido, es perfectamente factible 
demandar en vía civil, pese a constituirse en parte civil en el 
proceso penal, por lo que no puede hablarse que una demanda de 
indemnización por daños y perjuicios derivada de responsabilidad 
extracontractual que tenga el mismo petitorio que un proceso 
penal, siendo que es el Ministerio Público quien formaliza la 
denuncia penal como titular del ejercicio público de la acción penal, 
siendo éste que solicita la reparación civil a favor de la víctima de 
acuerdo a su criterio, por tanto no existe petitorio idéntico, por lo 
que no estaríamos ante una causal de improcedencia 3.- 
CONSIDERANDO: Primero.- Que, el artículo 384 del Código 
Procesal Civil, modifi cado por Ley Nº 29364, establece que “El 
recurso de casación tiene por fi nes la adecuada aplicación del 
derecho objetivo al caso concreto y la uniformidad de la 
jurisprudencia nacional por la Corte Suprema de Justicia”. 
Segundo.- Que, examinados los argumentos expuestos en el 
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presente medio impugnatorio, referidos a la infracción normativa 
del incisos 3º del artículo 438 del Código Procesal Civil, relacionado 
al inicio de otro proceso con el mismo petitorio; resulta necesario 
determinar si en el caso concreto se ha infringido el numeral antes 
mencionado, por lo que debe hacerse las siguientes precisiones. 
Tercero.- Que, de la lectura de la demanda obrante a fojas quince, 
modifi cada por escrito de fojas treinta y tres es de verse que la 
demandante Juana Zabarburu Mendoza, concurre ante el órgano 
jurisdiccional solicitando la indemnización por responsabilidad civil 
extracontractual, a fi n que los demandados: Municipalidad 
Provincial de Chachapoyas y Antonio Cruz Huaman Carrasco, le 
paguen solidariamente por los daños y perjuicios ocasionados a su 
persona, la suma ascendente a S/. 230,777.00 nuevos soles (daño 
a la persona, daño emergente, lucro cesante y daño moral). Alega 
que el tres de octubre de dos mil seis, aproximadamente a las 6:10 
de la mañana, fue acometida súbitamente por el camión recolector 
de basura de propiedad de la Municipalidad demandada, que era 
conducido por el codemandado, siendo lanzada violentamente 
contra la pista produciéndole la fractura de su antebrazo derecho, 
producto de este accidente actualmente viene padeciendo la difícil 
situación que conlleva la amputación de su miembro superior, lo 
que le ha ocasionado invalidez permanente, mermando su 
capacidad productiva. Cuarto.- Que, admitida la demanda el 
Alcalde de la Municipalidad Provincial de Chachapoyas contesta 
mediante escrito obrante a fojas sesenta, negando y contradiciendo 
la misma en todos sus extremos; alegando que luego del accidente 
la demandante fue trasladada inmediatamente al Seguro Social de 
Salud, por lo que al no ser atendida de forma oportuna se trata de 
un caso de negligencia médica. Por su parte el codemandado 
Antonio Cruz Huamán Carrasco contesta la demanda en forma 
extemporánea a fojas ochenta y seis, siendo declarado rebelde por 
resolución de fojas ciento cuarenta. Quinto.- Que, el Juez, 
mediante Resolución obrante a fojas trescientos sesenta y seis, de 
fecha veintiuno de mayo de dos mil nueve, declaró fundada en 
parte la demanda y ordenó el pago de S/. 51,186.00 nuevos soles, 
en forma solidaria de los codemandados, al considerar que la 
conducta desplegada por el conductor del vehículo no encuentra 
legalidad o juridicidad en el sistema normativo y en específi co en lo 
que disponen los artículos 1971 y 1972 del Código Civil, precisando 
que la víctima ha sufrido daño, porque producto del impacto sufrió 
una fractura en su brazo, dando lugar a la posterior amputación, 
precisando que el factor de atribución es el riesgo creado 
determinado por el uso de un bien riesgoso como la conducción del 
vehículo con defi ciencias en su normal funcionamiento aunado a 
que el conductor no tenía licencia vigente; asimismo siendo el 
causante del daño el chofer en su calidad de dependiente de la 
Municipalidad emplazada, ésta última tiene responsabilidad 
solidaria en virtud de lo previsto en el artículo 1981 del Código Civil. 
Sexto.- Que, apelada dicha decisión, la Sala Superior por sentencia 
de vista del dieciocho de enero de dos mil diez, corriente de fojas 
quinientos cinco, revoca la decisión de primera instancia y declara 
infundada la demanda, sosteniendo que, la demandante se ha 
constituido en parte civil en el proceso penal instaurado en contra 
de Antonio Cruz Huamán Carrasco como autor del delito Contra la 
Vida, el Cuerpo y la Salud, en su fi gura de lesiones culposas graves 
y la Municipalidad Provincial de Chachapoyas, como tercero 
civilmente responsable, siendo que en dicho proceso ya agotó su 
pretensión indemnizatoria, por lo que deviene en infundada la 
presente acción, ya que la existencia de un proceso anterior impide 
la existencia de otro, en que se den las identidades propias de la 
cosa juzgada, tanto en lo subjetivo como en lo objetivo, conforme al 
artículo 438 inciso 3º del Código Procesal Civil. Séptimo.- Que, al 
respecto debe precisarse que el artículo 438 del Código Procesal 
Civil señala: “El emplazamiento válido con la demanda produce los 
siguientes efectos: (...) 3. No es jurídicamente posible iniciar otro 
proceso con el mismo petitorio (...)” Octavo.- Que, a fi n de aplicar 
esta norma es preciso determinar la existencia de un proceso que 
tenga como objeto una pretensión cuyos elementos coincidan con 
los de la pretensión contenida en la demanda, esto es si existen al 
mismo tiempo dos o más relaciones procesales sobre el mismo 
objeto. Estando a lo indicado para establecer la existencia de dos 
procesos con el mismo petitorio, deben confi gurarse 3 requisitos 
(triple identidad): personas, petitorio material del proceso y de 
causa o motivo que fundamenta el proceso. Noveno.- Que, en el 
caso de autos no se observa la triple identidad alegada por el A 
quem, en tanto que en el proceso penal seguido en contra de los 
codemandados, se busca la sanción al infractor de la ley penal ante 
la comisión de un hecho que la sociedad y la ley consideran 
repudiable y reprimible, mientras que en el proceso civil la 
responsabilidad responde a una lógica distinta, pues se busca 
determinar quien debe asumir el daño ocasionado producto de 
determinada situación jurídica. Décimo.- Que, debe indicarse 
además que si bien en el proceso penal se ha fi jado S/. 5,000.00 
nuevos soles como monto de la reparación civil, debe señalarse 
que no se advierte que se haya analizado con toda amplitud toda la 
gama de daños como son: el daño moral, daño a la persona, daño 
emergente y lucro cesante, que han sido demandados en el 
presente proceso, y que debe ser materia de pronunciamiento por 
el Juez Civil, por tanto el cobro de la reparación civil determinada 
en la vía penal no excluye el cobro de los daños y perjuicios en la 
vía civil. Undécimo.- Que, estando a lo expuesto, este Colegiado 
Supremo advierte que se ha incurrido en la causal de infracción 
normativa denunciada, al no haberse demostrado que se haya 
iniciado otro proceso con el mismo petitorio, razón por la cual debe 
ordenarse al A quem, expida nuevo pronunciamiento con arreglo a 
ley. 4.- DECISION: Por estas consideraciones, de conformidad 
con el Fiscal Supremo en lo Civil, y en aplicación del artículo 396 
numeral 1º del Código Procesal Civil, modifi cado por la Ley 29364; 
Declararon: FUNDADO el recurso de casación interpuesto por 
Juana Zabarburu Mendoza, por la causal relativa a la infracción 
normativa de carácter procesal que incide directamente sobre la 
decisión contenida en la resolución impugnada, en consecuencia, 
CASARON la sentencia de vista obrante a fojas quinientos cinco 
dictada por la Sala Mixta de Chachapoyas, de fecha dieciocho de 
enero de dos mil diez; ORDENARON que la Sala Superior de 
origen emita nueva resolución con arreglo a ley; DISPUSIERON la 
publicación de la presente resolución en el Diario Ofi cial El Peruano, 
bajo responsabilidad; en los seguidos con la Municipalidad 
Provincial de Chachapoyas y otro sobre indemnización por daños y 
perjuicios; y los devolvieron; interviniendo como ponente el señor 
Juez Supremo Rodríguez Mendoza.- SS. TÁVARA CORDOVA, 
RODRIGUEZ MENDOZA, IDROGO DELGADO, CASTAÑEDA 
SERRANO, CALDERÓN CASTILLO   C-818428-370
CAS. Nº 1243-2011 PIURA.  Lima, quince de diciembre de dos mil 
once.- LA SALA CIVIL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA: vista la causa mil doscientos 
cuarenta y tres – dos mil once en Audiencia Pública en el día de la 
fecha, y producida la votación conforme a Ley, se expide la 
siguiente sentencia: 1.- MATERIA DEL RECURSO: Se trata del 
recurso de casación interpuesto a fojas cuatrocientos ochenta y 
dos por la codemandada Mercedes Betty Allemant Vásquez 
contra la resolución de vista obrante a fojas cuatrocientos setenta y 
dos, su fecha veintiocho de enero de dos mil once, que revocando 
el auto apelado corriente a fojas trescientos ochenta y cuatro, su 
fecha dos de setiembre de dos mil diez, que declaró Fundada la 
contradicción sobre inexigibilidad de la obligación; reformándola la 
declara Infundada dicha contradicción y dispone que el Juez 
prosiga la causa con arreglo a su estado y naturaleza. 2.- 
FUNDAMENTOS DEL RECURSO: Esta Sala Suprema ha 
declarado procedente el recurso de casación propuesto, mediante 
resolución de fecha ocho de agosto del año próximo pasado, sólo 
por la causal de contravención de las normas que garantizan el 
derecho a un debido proceso. Refi riendo que la recurrida 
contiene una motivación insufi ciente, por cuanto ha invocado 
hechos distintos a lo que señala el artículo 722 del Código Procesal 
Civil, por cuanto la contradicción se basa en la inexigibilidad en la 
fi gura de cancelación total de la deuda (artículo 1220 del Código 
Civil), tampoco se ha pronunciado con respecto a los pagos y 
montos cancelados de cuarenta mil nuevos soles de capital y de 
treinta mil ochocientos veintiséis nuevos soles de intereses. 
Asimismo agrega que, en ningún momento, tanto la recurrente 
como la Caja Municipal han mencionado que existen dos créditos; 
sin embargo, la Sala sustenta su pronunciamiento en ese extremo 
y en la discusión de intereses, cuando el fondo de la contradicción 
es la cancelación de la deuda total. Señala también, que la Sala ha 
considerado para su decisión, la Casación número dos mil 
setecientos veintisiete – dos mil ocho – San Martín de fecha nueve 
de setiembre de dos mil ocho de la Sala Civil Permanente, seguido 
por la misma ejecutante en la cual se han pronunciado por declarar 
fundado el recurso de casación, no obstante ello, no se ha tenido 
en cuenta que en el caso de autos, no basaron su contradicción en 
los intereses ni mucho menos que hubo o hubieron dos créditos. 
3.- CONSIDERANDOS: Primero: Habiéndose admitido el recurso 
por error in procedendo, corresponde efectuar el análisis de lo 
ocurrido en el proceso, a fi n de determinar si como sostiene la 
demandada el fallo recurrido incurre en la motivación insufi ciente, 
principio de carácter constitucional que se haya contenido en el 
inciso 5 del artículo 139 de la Constitución Política del Estado, y 
que forma parte del derecho al debido proceso. Segundo: Que, el 
debido proceso, está referido al respeto de los derechos 
fundamentales consagrados en la Constitución Política del Estado, 
por el cual se posibilite que toda persona pueda recurrir a la justicia 
para obtener tutela jurisdiccional efectiva, a través de un 
procedimiento legal con la observancia de las reglas procesales 
establecidas para el procedimiento y a través del cual las instancias 
jurisdiccionales emitan pronunciamiento debidamente motivado 
con arreglo a ley. Tercero.- Que, el principio de la motivación de los 
fallos judiciales constituye una exigencia que está regulada como 
garantía constitucional, consagrada en el artículo 139 inciso 5 de la 
Constitución Política del Estado, el cual asegura la publicidad de 
las razones que tuvieron en cuenta los jueces para pronunciar sus 
sentencias, ella resguarda a los particulares y a la colectividad de 
las decisiones arbitrarias de los jueces, quienes de este modo no 
pueden ampararse en imprecisiones subjetivas ni decir las causas 
a capricho, sino que están obligados a enunciar las pruebas en que 
sostienen sus juicios y a valorarlas racionalmente; en tal sentido, la 
falta de motivación no puede consistir, simplemente, en que el 
juzgador no exponga la línea de razonamiento que lo determina a 
decidir la controversia, sino también en no ponderar los elementos 
introducidos en el proceso de acuerdo con el sistema legal, es 
decir, no justifi car sufi cientemente la parte resolutiva de la sentencia 
a fi n de legitimarla. Sobre el particular, el Tribunal Constitucional 
señala que “el derecho a la debida motivación de las 
resoluciones judiciales es una garantía del justiciable frente a 
la arbitrariedad judicial y garantiza que las resoluciones 
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vista que revoca la sentencia apelada de fojas doscientos treinta y 
cinco, su fecha quince de enero del año dos mil diez, que declara 
fundada la demanda; y reformándola la declara improcedente, en 
atención a que el bien materia de litis (puesto número ochenta y 
uno) es un bien público. Séptimo.- En tal orden de ideas, cabe 
manifestar que no corresponde a esta Sala de Casación valorar 
hechos y pruebas, puesto que ello no se condice con los fi nes de la 
casación establecidos por el artículo trescientos ochenta y cuatro 
del Código Procesal Civil; sin embargo, se advierte en el caso de 
autos que la Segunda Sala Especializada en lo Civil de la Corte 
Superior de Justicia de Piura habría otorgado tutela posesoria al 
puesto número ochenta y uno, no obstante que la misma Sala 
Superior, en el Proceso número 495-2008, le ha denegado tal 
tutela, por considerar que es un bien de uso público, en atención a 
lo preceptuado por el artículo quinientos noventa y nueve del 
Código Procesal Civil, lo cual atenta contra las reglas de la lógica. 
Octavo.- Por consiguiente, se advierte que en el caso de autos el 
Ad quem no ha evaluado los actuados a la luz de lo dispuesto por 
el artículo quinientos noventa y nueve del Código Procesal Civil, lo 
cual comporta su vulneración. En consecuencia, al haberse 
verifi cado la denuncia postulada por la recurrente, corresponde al 
Ad quem, de conformidad con lo dispuesto por el artículo trescientos 
noventa y seis, inciso primero del Código Procesal Civil, en vía de 
renovación del vicio cometido, valorar los hechos y las pruebas en 
atención a lo prescrito por la norma precitada (artículo quinientos 
noventa y nueve del Código Procesal Civil), e inclusive teniendo en 
cuenta sus propios criterios establecidos en el proceso número 
495-2008, en lo que respecta al puesto número ochenta y uno. 
Además, si fuera necesario determinar con exactitud la naturaleza 
de los puestos número ochenta y dos al ochenta y cinco (es decir 
sin son de uso público), deberá hacer uso de la facultad concedida 
a los Jueces de mérito por el artículo ciento noventa y cuatro del 
Código Procesal Civil. Por las consideraciones expuestas, 
declararon: FUNDADO el recurso de casación interpuesto por 
Manuel Flores Llontop, abogado de Marta Elena Silva de Rivera, a 
fojas doscientos noventa y cinco del expediente principal; por 
consiguiente, CASARON la sentencia de vista, en consecuencia 
NULA la resolución impugnada de fojas doscientos setenta y ocho, 
su fecha siete de octubre del año dos mil nueve, expedida por la 
Segunda Sala Especializada en lo Civil de la Corte Superior de 
Justicia de Piura, que confi rmó la sentencia apelada de fojas 
doscientos siete, su fecha veintinueve de mayo del año dos mil 
nueve, que declaró fundada la demanda; ORDENARON que la 
Sala Superior de procedencia emita nueva sentencia con arreglo a 
ley y a las consideraciones precedentes; DISPUSIERON la 
publicación de la presente resolución en el Diario Ofi cial El Peruano, 
bajo responsabilidad; en los seguidos por Apolinario Santos 
Chinguel y otros contra Marta Elena Silva de Rivera y otro, sobre 
Interdicto de Retener y otro; y los devolvieron. Ponente Señor 
Miranda Molina, Juez Supremo.- SS. TICONA POSTIGO, ARANDA 
RODRÍGUEZ, PALOMINO GARCÍA, VALCÁRCEL SALDAÑA, 
MIRANDA MOLINA   C-729035-86
CAS. Nº 564-2010 MOQUEGUA.  Indemnización por Daños y 
Perjuicios. Lima, tres de agosto del año dos mil once.- LA SALA 
CIVIL TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
DE LA REPÚBLICA, vista la causa número quinientos sesenta y 
cuatro - dos mil diez, y producida la votación correspondiente de 
acuerdo a ley, con los expedientes acompañados, emite la siguiente 
sentencia. MATERIA DEL RECURSO: Es materia del presente 
recurso de casación, la resolución de vista de fecha catorce de 
enero del año dos mil diez, obrante a folios cuatrocientos treinta y 
cinco del expediente principal, expedida por la Sala Mixta de la 
Corte Superior de Justicia de Moquegua, que confi rmando la 
resolución apelada de fecha dieciocho de agosto del año dos mil 
nueve, obrante a folios cuatrocientos siete del mismo expediente, 
declara improcedente la demanda de indemnización por daños y 
perjuicios derivado de un accidente de tránsito; en los seguidos por 
Esidora Mamani González contra Frenec Eduardo Macedo Puma y 
otra, sobre Indemnización por Daños y Perjuicios. FUNDAMENTOS 
POR LOS CUALES SE HA DECLARADO PROCEDENTE EL 
RECURSO: Mediante Resolución de fecha nueve de junio del año 
dos mil diez, obrante a folios veintiuno del cuadernillo de casación, 
se ha declarado procedente el recurso de casación interpuesto 
por Esidora Mamani González, por la causal de infracción normativa 
del artículo 1985 del Código Civil, por la facultad conferida por el 
artículo 392 - A del Código Procesal Civil; denunciando que: a) Los 
efectos de la indemnización comprenden las consecuencias 
derivadas de la acción u omisión generadora del daño, incluyendo 
el lucro cesante, el daño a la persona y el daño moral, debiendo 
existir una relación de causalidad adecuada entre el hecho y el 
daño producido. Agrega, que en cuanto al daño moral, no se ha 
tenido en cuenta la pérdida irreparable de su cónyuge quien fue el 
padre de sus tres menores hijos y era el sostén familiar; b) En 
cuanto al daño patrimonial en la modalidad de daño emergente, 
está constituido por los gastos producidos en el funeral que tuvo 
que asumir como esposa, considerando lo que ha dejado de 
percibir como ganancia en su función de docente, lo cual no se 
puede cuantifi car, toda vez que no se puede precisar su período de 
vida, debiéndose fi jar un monto prudencial del daño demandado; y, 
c) Se ha determinado de las investigaciones policiales y 
jurisdiccional que la muerte de su esposo ocasionada por graves 
lesiones fueron producto de la responsabilidad del demandado. A 
folios veintinueve del cuadernillo de casación, se dispuso la 
remisión del expediente penal número mil quinientos noventa y 
seis - dos mil cinco, seguido en contra de Frenec Eduardo Macedo 
Puma en agravio de M.M.F.M y otro por el delito de homicidio 
culposo, habiendo cumplido la Sala Mixta de la Corte Superior de 
Justicia de Moquegua con dicho mandato conforme al Ofi cio 
número cero setecientos sesenta - dos mil once - dos JMMNM - 
CSJMO - PJ de folios treinta y cuatro del citado cuadernillo de 
casación. CONSIDERANDO: Primero.- Examinado el presente 
proceso para determinar si se ha infraccionado la norma invocada 
en los términos denunciados, es del caso efectuar las siguientes 
precisiones: I) Esidora Mamani González por su propio derecho y 
en representación de su menor hijo, postula la presente demanda 
de indemnización por daños y perjuicios contra Frenec Eduardo 
Macedo Puma y Roselmyne Gerey Campano Pantos, a fi n de que 
en forma solidaria cumplan con indemnizar a la demandante con la 
suma ascendente a cien mil nuevos soles (S/.100,000.00) nuevos 
soles por concepto de daño a la persona, daño moral, lucro cesante 
y daño emergente derivados del accidente de tránsito que le costó 
la vida al esposo de la actora, Andrés Abelino Mamani Mamani y 
produjo lesiones en su menor hija de iniciales M.M.F.M, accidente 
de tránsito que ocurrió a la altura del Malecón Ribereño Puente El 
Rayo, departamento de Moquegua, por la irresponsabilidad del 
conductor del vehículo (conducir en estado de ebriedad y a 
excesiva velocidad) de propiedad de Roselmyne Gerey Campano 
Pantos; II) El Segundo Juzgado Mixto Mariscal Nieto de la Corte 
Superior de Justicia de Moquegua, mediante Resolución número 
48 de fecha dieciocho de agosto del año dos mil nueve, declaró 
improcedente la demanda. Se sustenta la indicada decisión, en 
que al haberse constituido en parte civil la demandante en el 
proceso penal cuyo expediente está signado con el número mil 
quinientos noventa y seis - dos mil cinco, seguido en contra de 
Frenec Eduardo Macedo Puma por el delito de homicidio culposo, 
considerándose a Roselmyne Gerey Campano Pantos como 
tercero civil responsable, y en el cual se ha fi jado por concepto de 
reparación civil la suma de quince mil nuevos soles (S/.15,000.00) 
nuevos soles, no procede solicitar la indemnización por daños y 
perjuicios por responsabilidad extracontractual en la vía civil; III) La 
resolución de vista al absolver el grado, ha confi rmado la resolución 
de primera instancia que declara improcedente la demanda de 
indemnización por daño moral, daño a la persona, daño emergente 
y lucro cesante. Segundo.- Sobre el caso que nos atañe, como se 
puede apreciar de la resolución recurrida, la Sala Civil Superior al 
confi rmar la resolución apelada que declara improcedente la 
demanda, ha emitido un fallo inhibitorio, sustentándose en los 
siguientes fundamentos: a) Conforme lo ha reiterado uniformemente 
la jurisprudencia nacional cuyo resumen de ejecutorias aparecen 
en el cuarto, quinto, sexto y sétimo considerando de la resolución 
apelada, la constitución en parte civil dentro de un proceso penal, 
impide ejercer la acción indemnizatoria en la vía civil, pues al haber 
sido parte en aquél, ha tenido todos los recursos y medios a su 
alcance para demostrar magnitud y la naturaleza de los daños y 
perjuicios, incluso han tenido la posibilidad de impugnar la suma 
fi jada como reparación civil, por lo que de abrirse la facultad de 
accionar nuevamente la pretensión indemnizatoria, cabría la 
posibilidad de avocarse a conocer un proceso en trámite si la 
decisión no ha sido tomada o ha de afectar una decisión fi nal que 
ha adquirido la calidad de cosa juzgada; b) La existencia del 
expediente penal número mil quinientos noventa y seis - dos mil 
cinco, por delito de lesiones culposas en agravio de M.M.F.M. y 
Andrés Abelino Mamani Mamani, seguido en contra de Frenec 
Eduardo Macedo Puma, queda plenamente acreditado con el 
Ofi cio número seis mil doscientos treinta y uno - dos mil seis JPMN 
- M de folios doscientos cuarenta del expediente principal, cursado 
por el Juzgado Especializado en lo Penal Mariscal Nieto de la Corte 
Superior de Justicia de Moquegua y con la copia de la sentencia 
penal adjuntada a folios doscientos veintinueve del mismo 
expediente, que además demuestra que la demandante se 
constituyó en parte civil, lo que procesalmente hace inviable que a 
través del presente proceso se emita una sentencia de mérito o 
sobre el fondo del asunto. Tercero.- En relación al fundamento 
precedente, la Sala de mérito al absolver el grado no ha motivado 
en forma adecuada los fundamentos en que se sustenta para 
desestimar la pretensión respecto al daño a la persona, daño 
moral, daño emergente y lucro cesante; además, no ha tenido a la 
vista el proceso penal por delito de homicidio culposo seguido 
contra Frenec Eduardo Macedo Puma (conductor del vehículo 
materia del siniestro) que le hubiera permitido analizar la 
participación del citado demandado en el evento dañoso en el que 
perdiera la vida Andrés Abelino Mamani Mamani; dicho medio 
probatorio es fundamental para dilucidar la pretensión demandada, 
pues del mismo se advierte que si bien la demandante se constituyó 
en parte civil como consta a folios sesenta y ocho del mencionado 
expediente penal, mediante la sentencia expedida en dicho proceso 
se condena a Frenec Eduardo Macedo Puma como autor del delito 
de homicidio culposo en agravio de Andrés Abelino Mamani 
Mamani (fallecido) y se fi ja una reparación civil por la suma de 
quince mil nuevos soles (S/.15,000.00), señalando que al haber 
pagado el Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito - SOAT, los 
gastos hospitalarios y de sepelio debe aplicarse lo dispuesto por el 
Texto Único Ordenado del Reglamento Nacional de Responsabilidad 
Civil y Seguros Obligatorios por Accidentes de Tránsito - Decreto 
Supremo número 024-2002-MTC1 en ejecución de sentencia, 
pronunciándose dicho Colegiado Superior sólo sobre el 
resarcimiento por frustrase el proyecto de vida de Andrés Abelino 
Mamani Mamani, lo cual no impide que la demandante haciendo 
uso de su derecho de acción promueva la presente demanda de 
indemnización por daños y perjuicios a fi n que se reparen los daños 
ocasionados que considera le han generado daño moral y daños 
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patrimoniales (lucro cesante y daño emergente), tanto más si 
conforme al artículo 19 del Decreto Supremo número 024-2002-
MTC: “El derecho que, según este Reglamento, corresponda a las 
víctimas o sus benefi ciarios, no afectará al que se pueda tener, 
según las normas del derecho común, para cobrar indemnizaciones 
de los perjuicios de quien(es) sea(n) civilmente responsables del 
accidente (…); por lo que resulta necesario un pronunciamiento 
sobre el fondo del asunto a fi n de determinar conforme corresponda 
la pretensión indemnizatoria formulada. Por tanto, la resolución 
materia de recurso de casación infringe el derecho al debido 
proceso relativo a la falta de valoración conjunta de las pruebas y a 
la motivación de las resoluciones judiciales, aspectos que no 
pueden ser materia del recurso de casación en esta sede casatoria. 
Cuarto.- En tal sentido, si bien el primer párrafo del artículo 396 del 
Código Procesal Civil, dispone que cuando se declare fundado el 
recurso por infracción normativa material, la resolución deberá 
revocarse, íntegra o parcialmente según corresponda, es decir, la 
Sala de mérito debe resolver la causa sin devolverla a la instancia 
inferior; sin embargo, el reenvío se impone en el caso de autos en 
virtud a que el examen de las pruebas es ajeno a la misión de la 
Corte Suprema de Justicia de la República, no siendo factible 
resolver el confl icto de intereses en esta sede, teniendo en cuenta 
el Principio de la Instancia Plural consagrado en el inciso 6 del 
artículo 139 de la Constitución Política del Estado, y en aplicación 
de lo dispuesto por los artículos 122 incisos 3 y 4, y 176 último 
párrafo del Código Procesal Civil, debe devolverse el proceso a la 
instancia inferior a fi n que, previo a lo ordenado, emita nuevo fallo. 
Por tales consideraciones y estando a la facultad conferida por el 
artículo 396 inciso 3 del Código Procesal Civil, declararon: 
FUNDADO el recurso de casación interpuesto por Esidora Mamani 
González, mediante escrito obrante a folios cuatrocientos cuarenta 
y tres; CASARON la resolución de vista de fecha catorce de enero 
del año dos mil diez, obrante a folios cuatrocientos treinta y cinco; 
e INSUBSISTENTE la resolución apelada de fecha dieciocho de 
agosto del año dos mil nueve, obrante a folios cuatrocientos siete; 
ORDENARON que el Juez de la causa expida nueva resolución, 
teniendo en cuenta los fundamentos expuestos; DISPUSIERON la 
publicación de la presente resolución en el Diario Ofi cial El Peruano, 
bajo responsabilidad; en los seguidos por Esidora Mamani 
González contra Frenec Eduardo Macedo Puma y otra, sobre 
Indemnización por Daños y Perjuicios; y los devolvieron. Ponente 
Señora Aranda Rodríguez, Jueza Suprema.- SS. TICONA 
POSTIGO, ARANDA RODRÍGUEZ, PALOMINO GARCÍA, 
VALCÁRCEL SALDAÑA, MIRANDA MOLINA
1 Artículo 14.- El pago de los gastos e indemnizaciones del seguro a que se 
refi ere el presente Reglamento se hará sin investigación ni pronunciamiento 
previo de autoridad alguna, bastando la sola demostración del accidente y 
de las consecuencias de muerte o lesiones que éste originó a la víctima, 
independientemente de la responsabilidad del conductor, propietario del 
vehículo o prestador del servicio, causa del accidente o de la forma de pago o 
cancelación de la prima, lo cual deberá constar expresamente en el contrato 
de la póliza de seguro.
 En el caso de las indemnizaciones deberá observarse lo establecido en el 
Artículo 33 del presente Reglamento.
 Artículo 19.- El derecho que, según este Reglamento, corresponda a las 
víctimas o sus benefi ciarios, no afectará al que se pueda tener, según las 
normas del derecho común, para cobrar indemnizaciones de los perjuicios 
de quien(es) sea(n) civilmente responsables del accidente.
 El pago recibido como consecuencia del Seguro Obligatorio de Accidentes 
de Tránsito no implica reconocimiento ni presunción de culpabilidad que 
pueda tener el propietario o conductor del vehículo asegurado o prestador 
del servicio de transporte, ni servirá como prueba en tal sentido, en caso de 
ejercitarse acciones civiles o penales.
 No obstante, los pagos de indemnización efectuados en virtud de este seguro, 
se imputarán o deducirán de los que pudiere estar obligado el propietario o 
conductor del vehículo asegurado o prestador del servicio de transportes en 
razón de la responsabilidad civil que respecto de los mismos hechos y de 
las mismas personas le pueda corresponder según la norma de derecho 
común.
 Artículo 20.- La compañía de seguros que pagó las indemnizaciones 
previstas en este Reglamento, podrá repetir lo pagado de quien (es) sea (n) 
civilmente responsable (s) del accidente, incluyendo al tomador del seguro, 
cuando por su parte hubiere mediado dolo o culpa inexcusable en la causa 
del accidente. Se considera que existe culpa inexcusable en los casos en los 
que el tomador hubiere permitido la conducción del vehículo.
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CAS. Nº 1112-2010 LIMA.  Tercería de Propiedad. Lima, once de 
abril del año dos mil once.- LA SALA CIVIL TRANSITORIA DE LA 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA: vista la 
causa número mil ciento doce del año dos mil diez, en audiencia 
pública llevada a cabo en el día de la fecha; luego de verifi cada la 
votación con arreglo a ley, emite la siguiente sentencia. MATERIA 
DEL RECURSO: Se trata del recurso de casación de fojas mil 
veinticinco, interpuesto con fecha veinticuatro de febrero del año 
dos mil diez, por Irma Ordóñez Morales de Carballo, contra la 
sentencia de vista de fojas novecientos noventa y seis, su fecha 
doce de enero del año dos mil diez, expedida por la Primera Sala 
Civil con Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de 
Justicia de Lima, que confi rma la sentencia apelada de fojas 
quinientos treinta y seis, su fecha veintinueve de enero del año dos 
mil siete que declara improcedente la demanda interpuesta a fojas 
ciento cuatro; en los seguidos por Irma Ordóñez Morales de 
Carballo contra María Cecilia Ocampo Pomareda y otros, sobre 
Tercería de Propiedad. FUNDAMENTOS DEL RECURSO: Que, el 
recurso de casación fue declarado procedente por resolución de 
fecha primero de julio del año dos mil diez, obrante a fojas cuarenta 
y dos del cuaderno formado en este Supremo Tribunal, por la 
causal prevista en el artículo 386 del Código Procesal Civil, en 
virtud de lo cual la recurrente denuncia la infracción normativa 
del artículo 245, inciso 3 del Código Procesal Civil, expresando 
como fundamentos: que la Sala Revisora contraviene el artículo 
245, inciso 3 del Código Procesal Civil, toda vez que sin ningún 
sustento legal interpreta dicho dispositivo en el sentido que para 
que el documento privado adquiera fecha cierta, es necesario que 
la legalización de fi rmas notarial se haga con la presencia de las 
personas que suscriben el contrato, además se deben legalizar 
todas las fi rmas contenidas en él; que peor aún la Sala Superior 
declara la invalidez de la legalización de fi rma que contiene el 
documento que sustenta el derecho real de propiedad de la 
recurrente, sin que su validez haya sido materia de debate judicial; 
que conforme al referido inciso 3, la adquisición de fecha cierta de 
un documento privado es desde la presentación del documento 
ante Notario Público para que realice los actos contenidos en el 
mismo inciso, y ello es lo que se ha cumplido con el documento de 
la actora; que su pedido es revocatorio a fi n de que la Sala de 
Casación, revocando la apelada declare fundada la demanda de 
Tercería de Propiedad. CONSIDERANDO: Primero.- Que, la 
contravención de las normas que garantizan el derecho a un debido 
proceso se da cuando en el desarrollo del mismo, no se han 
respetado los derechos procesales de las partes, se han obviado o 
alterado actos de procedimiento, la tutela jurisdiccional no ha sido 
efectiva y/o el Órgano Jurisdiccional deja de motivar sus decisiones 
o lo hace en forma incoherente, en clara transgresión de la 
normatividad vigente y de los principios procesales. Segundo.- 
Que, del escrito de fojas ciento cuatro se advierte que doña Irma 
Ordóñez Morales de Carballo interpone demanda de tercería a fi n 
que se le reconozca como legítima propietaria del bien inmueble 
ubicado en la calle P, manzana “B”, tres, lote número quince, hoy 
calle Rubén de la Cruz Huarcaya número ciento cuarenta y cuatro, 
ciento cuarenta y ocho, Urbanización Los Tulipanes, distrito de 
Mirafl ores, inscrito en la Partida Electrónica número 49037752 
(antes fi cha 25406) del Registro de Propiedad de los Registros 
Públicos de Lima, y a su vez se ordene la suspensión del proceso 
judicial recaído en el expediente número 134-2005 seguido entre 
los demandados, el mismo que se encuentra para remate judicial. 
Refi ere que el referido bien inmueble es de su exclusiva propiedad 
al haberlo adquirido de su anterior propietario Alberto Marsano 
Campodónico mediante contrato de venta celebrado con fecha 
diez de mayo del año mil novecientos setenta y dos. Tercero.- Que, 
tramitado el proceso conforme a su naturaleza, el Juez de la causa 
mediante sentencia de primera instancia de fecha veintinueve de 
enero del año dos mil siete ha declarado improcedente la demanda. 
De los fundamentos de dicha sentencia se extrae que el A quo ha 
establecido que si bien se advierte la existencia de una venta que 
pretende ser opuesta y que no fue inscrita paralelamente, también 
existen actos de transferencia de propiedad que colisionan 
directamente con ella, por tanto, se trataría de una concurrencia de 
acreedores en el proceso sobre Obligación de Dar Suma de Dinero, 
lo que no se condice con la naturaleza del proceso que se demanda. 
Apelada que fuera la resolución recurrida, la Sala Superior mediante 
sentencia de fecha doce de enero del año dos mil diez, confi rma la 
sentencia de primera instancia, señalando básicamente que el 
contrato de compraventa de fojas tres no produce efi cacia en el 
proceso dado que no se le puede considerar de fecha cierta 
conforme a los alcances del artículo 245 inciso 3 del Código 
Procesal Civil, por cuanto para que adquiera la calidad de fecha 
cierta debió haberse realizado la legalización de ambas partes, lo 
que a decir de la Sala Superior no se produjo dado que dicha 
autenticación no se efectuó con la presencia de las personas que 
suscribieron el contrato de compraventa. Cuarto.- Que, la tercería 
de propiedad se entiende con el demandante y el demandado, y 
sólo puede fundarse en la propiedad de los bienes afectados por 
una medida cautelar o para la ejecución, conforme lo establece el 
artículo 533 del Código Procesal Civil, siendo que dicha tercería 
será admitida si reúne los requisitos del artículo 424 del Código 
Procesal Civil y además, si el demandante prueba su derecho con 
documento público o privado de fecha cierta; o en su defecto, si da 
garantía sufi ciente a criterio del Juez para responder por los daños 
y perjuicios que la tercería pudiera irrogar. Quinto.- En el caso de 
autos, conforme se aprecia de la demanda interpuesta por la 
recurrente, ésta reúne los requisitos de admisibilidad que establece 
el artículo 535 del Código Procesal Civil, al cumplir con las 
exigencias generales para su admisión, así como aparejar el 
contrato de compra venta garantizada, tal como consta del 
documento privado de fecha cierta anexado a su demanda, 
documento con el que se prueba su derecho para accionar. Sexto.- 
Que, en efecto, de la legalización efectuada por el Notario Público 
Ricardo Samanamud de fecha veinte de setiembre de mil 
novecientos setenta y dos respecto de la fi rma de la compradora 
del predio sub litis se advierte que el propio funcionario público 
certifi ca que la fi rma suscrita por la citada compradora, hoy 
demandante, resulta ser auténtica al haber sido garantizada su 
identidad personal a través de la fi rma suscrita por su esposo Juan 
Carballo Caciro quien se identifi có con sus documentos personales. 
Séptimo.- Siendo ello así, en el presente caso se advierte que para 
la interposición de la demanda de Tercería de Propiedad resulta 
sufi ciente la acreditación de la existencia de documento público o 
privado de fecha cierta por el que se transfi ere la propiedad; 
formalidad que en efecto ha sido cumplida por las partes en dicho 
acto jurídico. De otro lado, es menester precisar que la disposición 
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y la morosidad del deudor; así como la gestión de cobranza se acredita con la 
emisión del recibo o recibos posteriores haciendo constar la deuda vencida. 
Precísase que las modifi caciones al valor de las operaciones de venta se sustentan 
necesariamente con los Reportes de Conciliación de Cuentas Corrientes por 
número de suministro.
 (2) De conformidad con el Artículo 2 de la Ley número 29740, publicada el nueve 
julio de dos mil once, se extienden los alcances del presente artículo, a los 
gobiernos locales que poseen deudas directas derivadas de préstamos otorgados 
con recursos del Fondo Nacional de Vivienda (Fonavi).
12 Ver de folios quinientos treinta y cinco a quinientos cuarenta y dos (expediente 
principal).
13 Ver de folios quinientos once a quinientos catorce (expediente principal).
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INDEMNIZACIÓN POR RESPONSABILIDAD 
EXTRACONTRACTUAL. SUMILLA.- “La resolución materia de 
casación infringe el principio de motivación de las resoluciones 
judiciales al considerar que la pretensión de indemnización de 
daños y perjuicios ya fue satisfecha por cuanto lo que se busca a 
través del proceso penal es que se sancione al infractor de la Ley 
penal por la comisión de un hecho que la sociedad y la ley 
consideran repudiable y reprimible mientras en el proceso civil la 
responsabilidad responde a una lógica distinta pues lo que se 
pretende es que se determine quién asume el daño ocasionado”. 
Lima, doce de noviembre de dos mil catorce.- LA SALA CIVIL 
TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA 
REPÚBLICA: Vista la causa número tres mil ochocientos 
veinticuatro – dos mil trece en el día de la fecha y producida la 
votación conforme a ley expide la siguiente sentencia:- MATERIA 
DEL RECURSO: Se trata del recurso de casación corriente a fojas 
doscientos cincuenta y tres del Cuaderno Principal interpuesto por 
Fátima Janampa Misajel el nueve de agosto de dos mil trece contra 
la sentencia de vista obrante a fojas doscientos treinta y cinco 
dictada por la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de 
Ica el doce de julio de dos mil trece que revoca la sentencia apelada 
contenida en la resolución número once que declaró fundada en 
parte la demanda y ordenó que los demandados paguen en forma 
solidaria la cantidad de cuarenta mil nuevos soles (S/. 40,000.00) y 
reformando la recurrida declara improcedente la incoada en todos 
sus extremos.- FUNDAMENTOS DEL RECURSO: Esta Sala 
Suprema mediante resolución corriente a fojas sesenta del 
Cuaderno formado por este Tribunal de fecha veinticuatro de abril 
de dos mil catorce ha declarado procedente el recurso de casación 
por la causal de infracción normativa procesal del artículo 139 
inciso 3 de la Constitución Política del Perú, alegando la 
impugnante respecto al primero que la sentencia de vista no se 
encuentra motivada con arreglo a ley toda vez que existe un exceso 
al declarar la improcedencia de la demanda pues se interpreta 
erróneamente la norma correspondiente; arguye que la ley no 
impide que se le otorgue una indemnización personal y familiar por 
la muerte de su menor hijo no existiendo un criterio razonable y 
proporcional de conciencia justa y cierta ni considerado la pérdida 
de una vida en este caso la de su hijo lo que le ha ocasionado un 
eminente daño moral a la persona; sostiene que el Juez al admitir 
la pretensión demandada ha realizado un examen esencial y 
minucioso de la acción y de igual forma también lo ha hecho la 
parte demandada al contestar la misma lo que ha determinado la 
existencia de una capacidad procesal de las partes, la competencia 
del juez y los requisitos de la demanda razón por la cual se admitió 
a trámite y administrando justicia se ha emitido la sentencia 
declarando fundada la incoada; refi ere que la recurrida ha revocado 
dicha sentencia sin advertir cuáles han sido los requisitos 
incumplidos que determinan la improcedencia de la misma; y por 
aplicación indebida del artículo 2001 inciso 1 del Código Civil; 
indica que la demanda es de indemnización por daño moral y no 
por homicidio culposo el que ha sido materia de sentencia penal 
por la muerte de su único hijo habiendo interpuesto la presente 
demanda por el grave daño personal y familiar el cual no ha sabido 
valorar la Sala Superior.- CONSIDERANDOS: Primero- Que, a 
efectos de determinar si en el caso en concreto se ha incurrido en 
infracción normativa procesal en los términos propuestos es 
menester realizar las precisiones siguientes.- Segundo.- Que, de 
la lectura de la demanda obrante a fojas cuarenta y ocho subsanada 
a fojas cincuenta y siete interpuesta por Fátima Janampa Misajel el 
veintitrés de mayo de dos mil once es de verse que la recurrente 
solicita se le otorgue una indemnización por daños y perjuicios por 
responsabilidad extracontractual derivada de accidente de tránsito 
terrestre –fallecimiento por atropello- la cual dirige contra Ángel 
Edgard Espinoza Sarmiento y la Empresa Municipal de Agua 
Potable y Alcantarillado de Ica Sociedad Anónima – EMAPICA por 
homicidio culposo a efectos que se ordene a los demandados le 
paguen la suma de doscientos mil nuevos soles (S/. 200,000.00) 
más los intereses; sostiene que lo actuado en el Expediente número 
02299-2009 tramitado inicialmente ante el Cuarto Juzgado Penal 
de la Corte Superior de Justicia de Ica y su posterior traslado al 
Segundo Juzgado Penal Liquidador de la Corte Superior de Justicia 
de Ica acredita incuestionablemente que su hijo Luis Fernando 
Mitma Janampa fue víctima con fecha veintiuno de octubre de dos 
mil nueve de homicidio culposo a consecuencia de un accidente de 
tránsito ocurrido a la altura de la intersección que forma las Calles 
Pisco y Ayacucho cometido por el camión cisterna “Isuzu” acoplado 
con un remolque – dispositivo hidrojet (usado para realizar limpieza 
de alcantarilla o buzones de desagüe público) de propiedad de la 
Empresa Municipal de Agua Potable y Alcantarillado de Ica 
Sociedad Anónima – EMAPICA, vehículo conducido por el 
demandado en sentido contrario incurriendo en grave infracción a 
la regla de tránsito más aún cuando hay muerte por dicha violación; 
señala que su hijo Luis Fernando Mitma Janampa fue víctima de 
atropello por el mencionado vehículo y encontrándose aún con vida 
fue inmediatamente trasladado en una mototaxi hasta el Hospital 
siendo atendido por el médico de servicio Doctor Pedro Flores 
quien le diagnosticó “Politrautismo Severo, signo de aplastamiento”, 
es decir llega sin signos de vida por lo que fue trasladado a la 
morgue para los exámenes de necropsia y demás pertinentes; 
indica que en la investigación policial se llegó a establecer que el 
remolque acoplado al cisterna no contaba con autorización para 
circular ni con otro dispositivo de señalización lo que pone en 
evidencia que el demandado principal (chofer) sabía perfectamente 
que el camión cisterna que manejaba no contaba con autorización 
además de haber incurrido en imprudencia por transitar en el 
cercado de la ciudad en la que necesariamente tenía que observar 
las reglas de tránsito al conducir contra el tráfi co; afi rma que como 
consecuencia de la falta grave cometida se ha llegado a establecer 
la responsabilidad por imprudencia inequívoca del chofer 
demandado pues con fecha diecisiete de junio de dos mil diez fue 
condenado con una pena privativa de libertad de cuatro años y tres 
meses y con el pago irrisorio de quince mil nuevos soles 
(S/.15,000.00) por concepto de reparación civil en forma solidaria 
pena suspendida por tres años y si no formuló apelación oportuna 
a dicha sentencia ello obedeció a que la recurrente desconocía 
completamente por sus escasos estudios el trámite del proceso; 
agrega que al quitarle la vida a su hijo quien contaba con once años 
de edad se le privó de su niñez, adolescencia, juventud, éxito 
profesional y adultez feliz y demás etapas que le brindaba la vida 
humana al haber sido un excelente estudiante debiendo resarcírsele 
conforme a Ley por el gravísimo daño moral, social y familiar que 
se le ha causado siendo la irrisoria suma de quince mil nuevos 
soles (S/.15,000.00) ofensiva e injusta.- Tercero.- Que, según 
escrito corriente a fojas noventa y siete la Empresa Municipal de 
Agua Potable y Alcantarillado de Ica Sociedad Anónima – EMAPICA 
contesta la demanda señalando que el diecisiete de junio de dos 
mil diez se condenó a Edgar Espinoza Sarmiento a la pena de 
cuatro años de prisión condicional imponiéndosele como reglas de 
conducta, entre ellas la de pagar solidariamente a favor de los 
agraviados la suma de quince mil nuevos soles (S/.15,000.00) por 
concepto de reparación; afi rma que en vista del requerimiento 
efectuado para que cumpla con cancelar el monto de la reparación 
civil fi jada a favor de la demandante y ante la inminencia de sufrir la 
revocatoria de la condena condicional por la pena efectiva el chofer 
suscribió un compromiso privado con la Empresa Municipal de 
Agua Potable y Alcantarillado de Ica Sociedad Anónima – EMAPICA 
para cancelar en conjunto el monto de la reparación civil ascendente 
a la suma de quince mil nuevos soles (S/.15,000.00) habiéndose 
cancelado la integridad de su monto; agrega que la responsabilidad 
extracontractual no es discutible en el campo civil toda vez que la 
demandante ya cobró la integridad del monto fi jado por concepto 
de reparación civil a favor de los herederos del agraviado; asimismo 
por escrito obrante a fojas ciento treinta el codemandado Ángel 
Edgard Espinoza Sarmiento contesta la incoada señalando que ha 
cumplido con cancelar la reparación civil de quince mil nuevos 
soles (S/.15,000.00) en forma solidaria con la propietaria del 
vehículo que conducía el día en que ocurrió el siniestro, suma de 
dinero que ha sido cobrada a entera satisfacción por la demandante; 
precisa que dicha parte mostró estando presente en el acto público 
de lectura de sentencia su total conformidad con la decisión del 
juzgado penal no interponiendo recurso impugnatorio alguno 
comprendiendo la reparación civil fi jada en el proceso penal la 
indemnización por el daño moral y emergente pretendiendo con la 
nueva demanda obtener el mismo benefi cio bajo pretexto de que la 
suma fi jada resulta mínima en relación al valor de la vida pues las 
indemnizaciones se fi jan acorde al criterio de la sana critica y 
proporcionalidad como se hizo en la sentencia recaída en el 
proceso penal.- Cuarto.- Que, tramitada la causa acorde a su 
naturaleza por sentencia obrante a fojas ciento ochenta dictada el 
veintiocho de febrero de dos mil trece el Juez del Primer Juzgado 
Especializado en lo Civil de la Corte Superior de Justicia de Ica 
declaró fundada en parte la demanda considerando lo siguiente: 1) 
Del mérito del Expediente Penal número 02299-2009 tramitado 
contra Ángel Edgard Espinoza Sarmiento (chofer de la Empresa 
Municipal de Agua Potable y Alcantarillado de Ica Sociedad 
Anónima – EMAPICA) por la comisión del delito de homicidio 
culposo en agravio de Luis Fernando Mitma Janampa es de verse 
que por Resolución número veintitrés (Sentencia) de fecha 
diecisiete de junio de dos mil diez obrante a fojas trescientos cuatro 
del expediente acompañado se declaró a Ángel Edgard Espinoza 
Sarmiento como AUTOR de la comisión del Delito Contra la Vida el 
Cuerpo y la Salud – Homicidio Culposo imponiéndosele cuatro 
años de pena privativa de Libertad fi jándosele la suma de quince 
mil nuevos soles (S/.15,000.00) por concepto de Reparación Civil 
la cual cancelará el sentenciado en forma solidaria con el tercero 
civil responsable a favor de los herederos del agraviado resolución 
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que fue declarada consentida por Resolución número veinticuatro 
de fojas trescientos veintiuno; 2) A mérito de la copia literal de la 
Partida número 11059983 del Registro de Sucesiones corriente a 
fojas cincuenta y seis se acredita el fallecimiento intestado de Luis 
Fernando Mitma Janampa siendo declarados únicos y universales 
herederos del mismo la demandante Fátima Janampa Misajel y 
Nery Nacianceno Mitma Vilca coligiéndose la legitimidad e interés 
que tiene la actora para haber postulado la pretensión que demanda 
acorde a lo normado por el artículo 660 del Código Civil; 3) Del 
Atestado Policial número 77-09-XV-DITERPOL-RPI-CI-SIAT de 
fojas tres se aprecia que el factor contributivo del accidente fue el 
operativo del conductor de la UT-1 (vehículo) al desplazar su 
vehículo momentos previos al evento con exceso de confi anza sin 
tomar sus medidas de seguridad ante cualquier contingencia 
consecuentemente la causa del accidente colocada a la víctima 
(menor de edad) no es absoluta ni determinante pues también se 
agrega la causa del autor del daño (factor contributivo) siendo 
aplicable en el caso de autos el artículo 1973 del Código Civil 
debiendo tenerse en cuenta además que la presente responsabilidad 
es objetiva acorde a lo establecido por el artículo 1970 del Código 
Civil a lo que se agrega que en el proceso penal número 02299-
2009 se ha encontrado responsabilidad civil en la parte imputada 
por ello se ha emitido una sentencia condenatoria con el 
consiguiente pago de una reparación civil ascendente a quince mil 
nuevos soles (S/. 15,000.00) lo cual no impide que se le otorgue 
indemnización a la demandante por la muerte de su hijo Luis 
Fernando Mitma Janampa la que debe ser fi jada con criterio de 
razonabilidad y proporcionalidad teniendo en cuenta la pérdida de 
una vida humana así como la conducta culposa del chofer 
demandado máxime si al momento de determinar la proporcionalidad 
en cuanto al monto impuesto como reparación civil en el Expediente 
penal no se advierte el desarrollo de la gama de daños como en el 
presente caso esto es el daño moral y el daño a la persona por ello 
la reparación civil establecida no excluye el cobro de los daños y 
perjuicios en la vía civil por constituir un proceso lato en el que se 
señala la real magnitud de los daños causados conforme lo 
determina en ultima ratio la Casación número 1221-2012-
AMAZONAS publicada el treinta de julio de dos mil doce 
estrictamente en su décimo considerando por lo que se estima la 
demanda en aplicación del artículo 1973 del Código Civil fi jando 
por dicho concepto la cantidad de cuarenta mil nuevos soles 
(S/.40,000.00) que deben asumir los demandados en forma 
solidaria.-Quinto.- Que, apelada la precitada resolución por los 
demandados la Sala Superior mediante resolución de fojas 
doscientos treinta y cinco dictada el doce de julio de dos mil trece 
revoca la apelada y reformando la recurrida declara improcedente 
la demanda al considerar que la demandante ejerció su derecho de 
obtener la reparación civil por los daños y perjuicios que sufrió por 
la pérdida de su hijo lo cual fue satisfecho en el proceso penal en el 
que inclusive alegó que como parte agraviada sólo espera que al 
momento de resolver se tome en cuenta la gravedad del daño 
ocasionado concluyéndose al reexaminar la apelada que no queda 
duda respecto a que la demandada no se encuentra en la necesidad 
real y oportuna de acudir al órgano jurisdiccional dado que su 
pretensión invocada ya fue satisfecha habiendo obtenido una 
decisión que ha adquirido la calidad de cosa juzgada fundamento 
fáctico que se encuentra probado en la sentencia penal recaída en 
el Expediente número 2299-2009 más aún si de lo actuado en 
dicho expediente no se advierte que la suma ordenada a pagar por 
los daños y perjuicios ocasionados haya sido impugnada en la 
forma prevista por ley de lo que puede inferirse la conformidad de 
la actora con la indemnización por daños fi jada habiendo cumplido 
los codemandados inculpado y tercero civilmente responsable con 
lo resuelto en la sentencia en todos sus extremos no pudiendo ser 
nuevamente castigados por el mismo hecho esto es nuevamente 
resarcir los mismos daños más aún si la reparación civil no puede 
considerarse como parte de la condena penal restando efi cacia a 
las funciones reparadoras e indemnizatorias que cumple siendo la 
demanda improcedente al amparo de lo previsto por el artículo 427 
inciso 2 del Código Procesal Civil.- Sexto.- Que, en el presente 
caso es del caso anotar que el derecho al debido proceso constituye 
un conjunto de garantías de las que goza el justiciable el cual 
comprende la tutela jurisdiccional efectiva, la observancia de la 
jurisdicción y de la competencia predeterminada por Ley, la 
pluralidad de instancias, la motivación y la logicidad de las 
resoluciones, el respeto de los derechos procesales de las partes 
esto es del derecho de acción y de contradicción entre otros 
confi gurándose la causal denunciada cuando en el desarrollo del 
proceso se han vulnerado los derechos procesales de las partes, 
se han omitido o alterado actos de procedimiento y el órgano 
jurisdiccional deja de motivar sus decisiones o lo hace en forma 
incoherente en clara transgresión de la normatividad vigente y de 
los principios procesales en tal sentido corresponde precisar que la 
motivación de las resoluciones judiciales constituye principio y 
derecho de la función jurisdiccional consagrado en el artículo 139 
inciso 5) de la Constitución Política del Estado norma constitucional 
prevista en el artículo 12 del Texto Único Ordenado de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial así como en los artículos 50 inciso 6 y 
122 inciso 3 del Código Procesal Civil motivación que resulta 
esencial toda vez que los justiciables deben saber las razones por 
las cuales se ampara o desestima un pedido acorde al sentido y 
alcance de las peticiones propuestas por las partes debiendo haber 
identidad entre las pretensiones y lo decidido por ende habrá 
motivación adecuada de las resoluciones judiciales siempre que la 
resolución contenga los fundamentos jurídicos y fácticos que 
sustentan la decisión así como cuando la motivación responda 
efectivamente a lo previsto en la Ley y a lo que fl uye de los actuados 
y exista además una correspondencia lógica entre lo pedido y lo 
resuelto de tal modo que la resolución por sí misma constituya 
sufi ciente justifi cación de lo que se decide u ordena y si sucede lo 
contrario la sentencia se encontrará viciada de incongruencia.- 
Sétimo.- Que, en el caso de autos es del caso señalar que la Sala 
Superior emite un fallo inhibitorio sustentando su decisión en que la 
recurrente no tiene interés no obstante que nuestro ordenamiento 
procesal civil se adhiere a la doctrina que considera que las 
condiciones de la acción constituyen aquellos requisitos exigibles 
para el ejercicio válido y efectivo de la acción como el derecho 
abstracto a iniciar y seguir un proceso condiciones que deben ser 
examinadas por el Juzgador al momento de califi car la demanda, al 
resolver las excepciones a efecto de sanear el proceso y 
excepcionalmente al expedir sentencia conforme a lo dispuesto por 
el artículo 121 última parte del Código Procesal Civil califi cando el 
interés para obrar conocido también como el interés procesal en el 
actual y concreto estado de necesidad de tutela jurisdiccional en el 
que se encuentra una persona determinada que lo faculta al no 
tener otra alternativa efi caz que la de solicitar la intervención del 
respectivo órgano jurisdiccional con la fi nalidad concreta de que se 
resuelva el confl icto de intereses o se elimine una incertidumbre 
ambas con relevancia jurídica acorde a lo preceptuado por el 
artículo III del Título Preliminar del acotado Código teniendo el 
interés para obrar las siguientes características: a) Debe ser un 
interés concreto esto es debe referirse a una concreta relación o 
situación jurídica y b) Debe ser un interés actual esto es que la 
necesidad de tutela jurisdiccional debe ser invocada como la única 
posibilidad en ese momento de viabilizar y realizar el interés 
sustantivo que se pretende satisfacer; siendo esto así tendrá 
interés para obrar una parte cuando su presencia en el proceso se 
entiende a partir de la imposibilidad de poder solucionar su confl icto 
de intereses de manera distinta a la petición planteada ante el 
órgano jurisdiccional constituyendo esa necesidad abstracta de 
tutela jurisdiccional el interés para obrar.- Octavo.- Que, en el caso 
de autos conforme es de verse del escrito de demanda obrante a 
fojas cuarenta y ocho la recurrente pretende se le conceda 
indemnización por daños y perjuicios por responsabilidad 
extracontractual derivada de accidente de tránsito (atropello por 
homicidio culposo) del que fue víctima su menor hijo, en tal sentido 
la demandante haciendo uso de su derecho de acción promueve la 
presente acción a fi n de que se la indemnice por el daño moral, 
social y familiar resultando por ende necesario un pronunciamiento 
sobre el fondo de la cuestión advirtiéndose que la resolución 
materia de casación infringe el principio de motivación de las 
resoluciones judiciales al considerar que la pretensión invocada ya 
fue satisfecha por cuanto lo que se busca a través del proceso 
penal es que se sancione al infractor de la Ley penal por la comisión 
de un hecho que la sociedad y la ley consideran repudiable y 
reprimible mientras en el proceso civil la responsabilidad responde 
a una lógica distinta pues lo que se pretende es que se determine 
quién asume el daño ocasionado más aún si en el proceso penal 
no se ha analizado el daño moral demandado en el presente 
proceso confi gurándose por ende la infracción normativa procesal 
del artículo 139 inciso 3 de la Constitución Política del Perú.- 
Noveno.- Que, en relación a la infracción normativa procesal del 
artículo 2001 inciso 1 del Código Civil debe señalarse que dicha 
norma no ha sido aplicada por la Sala Superior consecuentemente 
mal puede la recurrente denunciar que la misma se ha aplicado.- 
Fundamentos por los cuales y en aplicación de lo dispuesto por el 
artículo 396 inciso 1 del Código Procesal Civil declararon: 
FUNDADO el recurso de casación interpuesto por Fátima Janampa 
Misajel consecuentemente CASARON la sentencia de vista 
obrante a fojas doscientos treinta y cinco dictada por la Primera 
Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Ica el doce de julio de 
dos mil trece; ORDENARON a la Sala Superior emita nueva 
resolución sobre el fondo de la controversia; DISPUSIERON la 
publicación de la presente resolución en el Diario Ofi cial El Peruano 
bajo responsabilidad; en los seguidos por Fátima Janampa Misajel 
con Ángel Edgard Espinoza Sarmiento y otra sobre Indemnización 
por Responsabilidad Extracontractual; y los devolvieron. Ponente 
Señora Valcárcel Saldaña, Jueza Suprema.- SS. TICONA 
POSTIGO, VALCÁRCEL SALDAÑA, CABELLO MATAMALA, 
MIRANDA MOLINA, CUNYA CELI   C-1200952-53
CAS. 3843-2013 LA LIBERTAD
DIVORCIO POR CAUSAL DE VIOLENCIA PSICOLÓGICA. 
SUMILLA.- La motivación de las resoluciones judiciales, constituye 
una garantía constitucional, así como un principio y derecho de la 
función jurisdiccional; debe ser el resultado del razonamiento 
jurídico que efectúa el juzgador sobre la base de los hechos 
acreditados en el proceso en mérito a la valoración conjunta y 
razonada de todos los medios de prueba. Lima, doce de noviembre 
de dos mil catorce.- LA SALA CIVIL TRANSITORIA DE LA CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA; Vista la causa 
número tres mil ochocientos cuarenta y tres – dos mil trece, en 
